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(Asisten el señor Ministro y la señora Subsecretaria de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio 
Ambiente y asesores) 


SEÑOR PRESIDENTE (Asti).- Habiendo número, está abierta la sesión. 


(Es la hora 10 y 12) 


La Comisión de Presupuestos integrada con la de Hacienda tiene el gusto de recibir al flamante señor 
Ministro de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, arquitecto Francisco Beltrame; la señora 
Subsecretaria de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente -también relativamente nueva—, 
arquitecta Raquel Lejtreger; el señor Director General de Secretaría, doctor Gerardo Siri; la señora Directora 
Nacional de Vivienda, asistente social Lucía Etcheverry; el señor Director Nacional de Ordenamiento 
Territorial, ingeniero agrónomo Manuel Chabalgoity; el señor Director Nacional de Medio Ambiente, 
arquitecto Jorge Rucks; el señor Director Nacional de Aguas, ingeniero Daniel González, y el asesor jurídico 
del señor Ministro, doctor Diego Traversa. 


SEÑOR MINISTRO DE VIVIENDA, ORDENAMIENTO TERRITORIAL Y MEDIO AMBIENTE.- 
En un gusto estar aquí. Vamos a hacer una presentación general muy rápida y, después, pedir a cada 
uno de los Directores que desarrolle sobre sus áreas aquellos aspectos centrales de la gestión de cada 
una de las direcciones. 


Con relación al sistema público de vivienda, durante el 2011, el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento 
Territorial y Medio Ambiente amplió la cobertura nacional de los programas existentes y generó nuevos 
programas para dar respuestas a la diversidad de la demanda. Se trabajó en la construcción de un modelo de 
gestión con mayor adaptabilidad que permita identificar soluciones habitacionales acordes con las realidades 
de cada familia o grupo, dentro de la diversidad de programas desarrollados. O sea, se trató de no tener 
únicamente el paradigma de la construcción de viviendas como solución, sino de dar respuesta de acuerdo 
con las distintas necesidades. Esto se llevó a cabo gracias a la culminación de la puesta en gestión del 
conjunto de programas que formaban parte del Plan Quinquenal 2010-2014 y a la construcción de espacios 
interinstitucionales que hacen viable la acción del Ministerio en el territorio. 


El Plan aplica una política consabida de manera integral en la que el Ministerio no cumple solo el rol de 
entregar la llave a una familia que necesita una vivienda, sino que busca proporcionar las soluciones 
habitacionales como parte de un ejercicio de ciudadanía activa y como componente indispensable del 
desarrollo individual, familiar y social, enclave de integración socioespacial. Esta política permitió alcanzar 
un porcentaje de ejecución a nivel de inversiones del Fondo Nacional de Vivienda del 97% y poner en 
gestión 38.197 soluciones habitacionales, priorizando el cooperativismo y los proyectos que incluyen 
sectores sociales de pobreza y exclusión en línea con la reforma social. A esto se suma la aprobación de la ley 
y la reglamentación de la política de promoción de inversión privada en vivienda de interés social, que en 
diciembre -a dos meses de haberse aprobado-, ya contaba con cinco proyectos aprobados y tiene nueve más 
en proceso de análisis; obviamente, esto ha avanzado decididamente desde aquel momento hasta ahora. 


Asimismo, se continúa promoviendo el desarrollo de sistemas constructivos no tradicionales, con innovación 
tecnológica y de gestión que permitan acelerar los tiempos de ejecución de obras y reducir los costos de 
construcción. 


En cuanto a ambiente, territorio y agua, la actual Administración considera clave fortalecer la 
institucionalidad ambiental. Desde la gestión ambiental y territorial hemos buscado impulsar esfuerzos 
públicos y orientar a los privados hacia la utilización eficiente, pero cuidadosa de los recursos naturales y de 
las capacidades humanas, atendiendo las necesidades de hoy y cuidando, fundamentalmente, el futuro. Para 
ello, se hace necesario avanzar con mayor presencia institucional hacia una mayor integración y justicia 
social en un territorio más ordenado y equilibrado. La calidad ambiental y el respeto por el cuidado del 
ambiente hoy son valores cada vez más reconocidos. Uruguay tiene las mejores posibilidades de aprovechar 
ese capital a partir de reconocerlo y explicitarlo en su política. Fortalecer la institucionalidad ambiental nos 
permite atender correctamente y con mayor agilidad los nuevos y más complejos emprendimientos, fomentar 
el desarrollo económico y productivo, promover la producción limpia y atender mejor los tiempos 
empresariales. Esto lleva también a fortalecer la protección de los valores ambientales y culturales que nos 
identifican, para lo cual el Sistema Nacional de Áreas Protegidas es una de las herramientas. En ese sentido, 
durante el año 2011 se preparó a la institución y se avanzó en el diseño organizacional del área ambiental del 
Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente. 


Los objetivos a lograr en el año 2012 estarán centrados en aprobar su estructura organizativa y su 
dimensionado y continuar avanzando en la consolidación del Sistema Nacional Ambiental que permita, sobre 
la base de la articulación y coordinación de la gestión integrada del Estado y de la complementación de 
nuevas capacidades, una mejor integración y mayor cobertura territorial de la gestión ambiental para 
interactuar con los esfuerzos de desarrollo social y económico e impulsar un desarrollo sustentable del país. 


Si están de acuerdo, podríamos comenzar el repaso de las Direcciones, para lo cual daríamos la palabra al 
señor Director General de Secretaría para que comience su exposición. 


SEÑOR SIRI.- En cuanto a la Dirección General de Secretaría, podemos decir que en el año 2011 se 
consolidaron diversos procesos relativos a la planificación integral de todas las acciones del Ministerio, 
con procesos de capacitación y de impulso a concursos de ascensos en la carrera de los funcionarios del 
Ministerio; de fortalecimiento del área jurídica que hoy tiene que ver con múltiples demandas o 
acciones que se promueven contra el Ministerio como responsable del área ambiental, por sobre todas 
las cosas; de la parte notarial, en cuanto al ingreso de nuevos profesionales, a los efectos de dar 
respuesta a la demanda, sobre todo para la regulación y escrituración de la Dirección Nacional de 
Vivienda, y de la parte de Administración, al tratar de adecuar los recursos materiales y demás a todas 
las necesidades y urgencias relativas a la ejecución del Ministerio. 


(Ocupa la Presidencia el señor Representante Ibarra) 


Sin perjuicio de eso, la Dirección General de Secretaría brinda el apoyo y el soporte para la elaboración, 
por ejemplo, de todo lo que tiene que ver con el articulado de esta Rendición de Cuentas. 


SEÑORA ETCHEVERRY.- En lo que hace a la Dirección Nacional de Vivienda, el año 2011 implicó un 
fuerte trabajo de despliegue en el territorio del Plan Quinquenal. Esto significó, en el primer trimestre 
del año, la posibilidad de fortalecer los acuerdos con los Gobiernos departamentales y el 
fortalecimiento del proceso de descentralización que llevaba adelante el Ministerio de Vivienda, 
Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente desde fines de 2010. Esto implica el abordaje del 
territorio en cuatro regiones, distribuyendo así cada una de las oficinas departamentales y, con esto, la 
instrumentación de los seis planes de actuación o seis lineamientos estratégicos que se pusieron en 
marcha durante el año 2011. En este marco, esta primera etapa de trabajo en el año 2011, de 
fortalecimiento de la presencia territorial del Ministerio implicó, entre otras cosas, el poner en gestión - 
a nivel del acuerdo entre el Gobierno nacional y los Gobiernos departamentales- 36 convenios que 
permiten amplificar la capacidad del Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio 
Ambiente para dar respuesta a las necesidades habitacionales de la población. Nos parece importante 
destacar ahí, por primera vez, la instrumentación del Plan Nacional de Realojos, lo que implica 
priorizar a la población que reside en zonas inundables y contaminadas. Durante el año se lograron 
gestionar 733 soluciones habitacionales, con un menú más amplio, que implica no solamente la 


vivienda nueva, sino también la adquisición de vivienda existente, lo que fortalece la concepción de la 
política habitacional integrada al resto de las políticas sociales, incorporando y facilitando el acceso a 
la trama urbana a familias de extrema vulnerabilidad social. 


Otro de los programas de crecimiento sostenido y con un nivel de despliegue en todo el territorio nacional 
durante el año 2011 fue el programa cooperativo. En el año estaba previsto el otorgamiento y la adjudicación 
de 1000 préstamos en dos oportunidades, en los semestres, y se alcanzaron los 1526 préstamos en 34 
cooperativas, entre julio y diciembre del año 2011. 


Posteriormente, también apoyados en la característica de amplificar los recursos del Ministerio con la 
capacidad de organización de la población, se instrumentó por primera vez un programa de autoconstrucción 
en terreno privado, que tiene la flexibilidad de atender que este puede ser de un familiar, al que se le da el uso 
y gozo durante 15 años. Durante el segundo semestre del año, esto implicó que más de trescientas familias 
iniciaran este proceso. Hoy tenemos más de setecientas inscriptas, iniciando el proceso de construcción. 


Además, me parece importante señalar que esta presencia territorial y esta gestión fortalecida en el territorio 
implicó también la incorporación del Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente 
como miembro pleno en todos los espacios de articulación interinstitucional que están siendo consistentes 
con el objetivo del Gobierno de erradicar la indigencia y disminuir la pobreza, estableciendo proyectos de 
intervención en acuerdo con las Mesas Interinstitucionales que lidera el Ministerio y, en este marco, una 
batería de programas que apuntan a dar las soluciones más adecuadas a la población. 


Me parece importante señalar que no solamente hablamos de la construcción de nuevas unidades, sino 
también de encontrar soluciones para aquellas familias que están en situación de desalojo, tienen deudas, o 
son ocupantes precarios. 


Esto implicó el fortalecimiento del programa Fondo de Garantía de Alquileres, que hoy está presente en todo 
el territorio nacional. Se concretó en el año 2011. Operamos a través de la Contaduría General de la Nación y 
en cooperación con la Agencia Nacional de Vivienda. El funcionamiento de este programa estaba restringido 
fundamentalmente a Montevideo y al área metropolitana, pero a partir de 2011 está en ejecución en todos los 
departamentos del territorio nacional. 


En esta política de alquileres se han instrumentado algunas excepciones, que tratan de priorizar y llegar 
efectivamente con esta solución a la población joven. Por ejemplo, existen exoneraciones en los costos del 
certificado y en la consideración de ingresos, así como la posibilidad de nuclearse hasta cinco jóvenes para 
acceder a una vivienda adecuada. Esta medida está dirigida, sobre todo, a los jóvenes estudiantes y 
trabajadores. 


En otra línea de actuación, se ha profundizado la cooperación con el Programa de Mejoramiento de Barrios. 
Esto implica dar cobertura a los asentamientos en todo el territorio nacional, firmando convenios de 
coejecución con las Intendencias y con Mevir, lo que nos permite actuar en pequeñas localidades. Al 
desplegar las capacidades que tiene Mevir para asistir al Ministerio de Vivienda, podemos responder a las 
necesidades habitacionales de la población que reside en pequeñas localidades. 


Durante agosto del año pasado el Parlamento aprobó la ley sobre inversión en vivienda de interés social y, en 
octubre, se dictó el Decreto reglamentario. Esto hizo que en tres meses de su puesta en ejecución se pudieran 
instrumentar dos de los mecanismos establecidos en esta ley dirigidos a la oferta y a la demanda, de modo tal 
de que la inversión privada también participe en la generación de nuevas unidades habitacionales y se puedan 
redistribuir los recursos del Estado en los sectores que mayor asistencia necesitan. En este marco, y a fin de 
cubrir la oferta y la demanda, se instrumentaron los Fondos de Garantía para Desarrollos Inmobiliarios y los 
Fondos de Garantía de Crédito Hipotecarios. 


Esto significa, fundamentalmente, que más del 50% de los recursos presupuestales se destinaron a aquellos 
sectores de ingresos medios bajos que se concentran en los deciles uno a cuatro. Es decir que efectivamente 
estamos llegando a la población que más lo requiere. 


Desde el punto de vista de las nuevas unidades, también tenemos en ejecución el Programa de Compra de 
Vivienda Nueva, que cambia radicalmente la localización y la calidad de las unidades habitacionales que se 
ponen a disposición de familias de todo el país. El Ministerio, a través del instrumento de subsidio de la 


cuota, alcanza a sostener y a garantizar la permanencia de familias de cuatro integrantes cuyo ingreso no 
supere los $ 12.000. 


A nivel de la población de pasivos, se mantuvieron los compromisos asumidos con el Banco de Previsión 
Social. Este organismo determina la demanda y su localización y el Ministerio realiza las licitaciones, la 
supervisión de obra y, posteriormente, la adjudicación. De esta manera, llegamos a más de 200 unidades 
habitacionales en gestión inauguradas en 2011 y a más de 450 en construcción, que se suman a más de 300 
que están en proceso licitatorio. Recordemos que la meta para este quinquenio es llegar a 1.000 soluciones 
habitacionales para pasivos. 


(Ocupa la Presidencia el señor Representante Asti) 


——-—Adicionalmente, también se profundizó la coordinación con otro de los actores del sistema público de 
vivienda: el Banco Hipotecario. Se logró un acuerdo que permitirá que la población que tiene capacidad de 
ahorro pueda, como persona jurídica -estamos hablando de las cooperativas de ahorro previo-, solicitar los 
préstamos que otorga el Banco Hipotecario mediante la constitución de fondos de garantía que dará el 
Ministerio de Vivienda para la ejecución de esos proyectos. Esto permite ampliar el mecanismo de respuestas 
que tiene el Ministerio a través de sus programas y, sobre todo, garantizar el avance hacia la universalización 
en el acceso a la política pública de vivienda. 


En este marco, fortalecemos la concepción de que los programas habitacionales no solamente tienen que ver 
con construcción de nuevas unidades sino también con la diversidad de soluciones que intervienen, por 
ejemplo, sobre el stock existente de viviendas. Durante el año 2011 pasamos de un antecedente de tres 
oficinas de rehabilitación urbana -que se dirigen a poner en valor y a recalificar viviendas existentes en áreas 
centrales y consolidadas de una ciudad- en Montevideo, a tener más de catorce en departamentos que inician 
este camino, como Cerro Largo, Florida, Paysandú, Salto, Lavalleja. Esto permitirá a sectores de población 
que no son sujeto de crédito bancario, acceder a préstamos con subsidio y asistencia técnica, de modo tal que 
resuelven problemas habitacionales serios. Además del impacto en la propia familia, esto tiene un impacto a 
nivel del territorio, de los barrios en los que están insertos, ya que recupera valor urbanístico. 


Esta es la reseña de las actuaciones de la Dirección Nacional de Vivienda. Estamos a las órdenes para 
contestar las preguntas o consultas que estimen convenientes. 


SEÑOR RUCKS.- En primer lugar, quisiéramos destacar algunos factores y elementos que pautaron el 
trabajo de la Dirección Nacional de Medio Ambiente durante el año 2011. Después, estamos dispuestos 
a responder todas las preguntas que se crea conveniente porque, evidentemente, nuestro campo de 
actividad es muy amplio. 


Hemos trabajado siguiendo las directivas del Ministerio de lograr una mayor integración transversal entre las 
tres Direcciones Nacionales vinculadas a los temas ambientales, de territorio y de agua. En ese sentido, la 
Dirección Nacional de Medio Ambiente buscó fortalecer los mecanismos de coordinación y trabajo con las 
otras Direcciones del Ministerio. El fortalecimiento de las relaciones interinstitucionales es la base para la 
creación del futuro sistema nacional ambiental, en el que se articulará la gestión ambiental con la gestión del 
desarrollo sostenible, en un sentido proactivo y de participación, con la incorporación de los valores 
ambientales en los procesos de desarrollo y en las iniciativas de desarrollo de las demás instancias del Poder 
Ejecutivo. 


Hubo algunos factores que pautaron las coordinaciones. Por ejemplo, trabajamos con el Ministerio de 
Industria, Energía y Minería y con Presidencia de la República, para definir las bases técnicas del desarrollo 
de la minería de gran porte. También trabajamos en forma coordinada con el Ministerio de Ganadería, 
Agricultura y Pesca en lo que hace a los planes de protección de la biodiversidad y de protección de suelos y 
aguas, y en lo que tiene que ver con el uso de agroquímicos. En particular, se trabajó en el desarrollo de 
mecanismos de seguimiento y control para los nuevos emprendimientos emergentes, como el engorde a 
corral. En este sentido, se generó un registro de establecimientos y se incorporó el control de los 
establecimientos de engorde a corral en los mecanismos de control ambiental. 


Asimismo, se trabajó sobre tambos y silos, para incorporar los sistemas de control ambiental. 


Con relación al control industrial, debemos decir que en virtud de un nuevo sistema -fruto de una reingeniería 
que se trabajó con apoyo de un proyecto de fortalecimiento institucional de gestión ambiental financiado por 
el BID-, en 2011 se pasó de alrededor de 375 a 1.000 mil establecimientos controlados. En particular, se 
establecieron sistemas de control "on line", que ya existían para UPM, para la planta Ancap, la planta Central 
Batlle de UTU, Isusa, Frigorífico Canelones y algún otro establecimiento. Es de destacar el hecho de que se 
avanzó en el sistema de control "on line", realizando un seguimiento permanente de los desempeños de las 
distintas industrias importantes a nivel nacional. 


Evidentemente, en el área de impacto ambiental la Dinama tiene un rol importante en el sentido de realizar 
los estudios de evaluación de impacto que hacen a la localización y operación de emprendimientos en un 
sentido preventivo. Es decir que, a través de los mecanismos que establece la ley de evaluación de impacto 
ambiental, se adelanta a los emprendimientos y se establecen los criterios para la aprobación de proyectos. En 
ese sentido, en los últimos años ha sido muy claro el salto sustantivo que se dio en el número de proyectos a 
ser analizados. Por ejemplo, en el año 2010 se recibieron 275 comunicaciones de proyectos de las cuales 30 
correspondían a proyectos clasificados B y C, o sea que requieren estudios de impacto ambiental por sus 
características, dimensión e impacto. En el año 2011 tuvimos 330, y de 30 emprendimientos que requerían 
estudios de impacto ambiental se pasó a 71. Estos estudios se hicieron con el personal disponible de planta de 
la Dinama, que debió ser reforzado con el proyecto de fortalecimiento institucional del BID para poder 
atender el incremento del número de proyectos. Como ha sido de conocimiento público, esto generó que a 
finales de 2011 aproximadamente 75 proyectos no pudieran ser asignados a técnicos por no existir la 
capacidad suficiente para ser evaluados en las condiciones técnicas requeridas. Para solucionar ese problema 
a junio de este año, se resolvió llevar adelante un plan de contingencia y se volcaron capacidades de otras 
áreas de la Dinama a la evaluación ambiental. Asimismo, a finales de 2011 estaba siendo incorporado nuevo 
personal a través del proyecto BID, con capacidades para dar una rápida solución a este problema. En ese 
sentido, también ser reasignaron funciones dentro de la Dinama. 


En definitiva, tenemos una fuerte dependencia del proyecto BID que da lugar a uno de los argumentos 
importantes de la propuesta que se hace en el Presupuesto de este año para el fortalecimiento institucional en 
esta área. 


Entre las actividades que se trabajaron en 2011 en la División Evaluación de Impacto Ambiental se 
encuentran proyectos de extrema complejidad como el de Valentines, presentado por Zamin Ferrous, que 
comenzó a ser analizado a finales de 2011. Para este proyecto se conformó un grupo especial dentro del 
marco de la División Evaluación de Impacto Ambiental al que se destinó personal de la Dinama para 
coordinar y tener la responsabilidad y personal de Dinot, Dinagua y Dinavi, a efectos de contar con las 
capacidades técnicas necesarias para la evaluación integral de este emprendimiento. Asimismo, se hizo el 
seguimiento de las aprobaciones, en particular de proyectos de la dimensión de Montes del Plata, que durante 
2011 requirió un fuerte seguimiento de las condiciones de aprobación que se establecieron en el momento en 
que se dio la autorización ambiental previa. 


Estos son los aspectos más importantes en lo que hace a evaluación de impacto ambiental, que es una de las 
áreas clave que determina el flujo de aprobaciones de proyectos de inversión y, por lo tanto, es determinante 
para la sostenibilidad de las actividades productivas del país. 


En cuanto a la calidad ambiental, se continuó con los monitoreos de calidad de agua, particularmente en el 
área vecina a UPM, y se siguieron realizando los controles de esa planta. Durante 2011 esto se llevó adelante 
en el marco de la coordinación que desarrolló la CARU para la incorporación de la comisión de científicos 
acordada entre los dos Gobiernos, a fin de realizar el control de los efluentes líquidos y al aire de la planta de 
UPM. Estos trabajos se hicieron durante todo el año en misiones conjuntas y se entregaban a la comisión de 
la CARU muestras gemelas a las que se analizan en Dinama. A su vez, por parte de la Dinama, en sus 
laboratorios y en coordinación con el LATU, se desarrollaron los análisis correspondientes a las muestras que 
se tomaron. Los resultados fueron puestos a disposición pública para conocimiento de la población y están 
disponibles en la página web del Ministerio. 


Por otra parte, se continuó con los monitoreos de las cuencas de algunos ríos importantes, por ejemplo las de 
los ríos Cuareim y Santa Lucía, que ya se venían realizando. Asimismo, se realizó la campaña de playas, que 
se continuó en el año 2012. 


Con respecto a nuevas campañas, puedo decir que se inició la de monitoreo de la Laguna Merín con una 
primera muestra de situación y se evaluaron los distintos usos que están previstos para esas cuencas, como 
puede ser el desarrollo de la hidrovía, etcétera. 


En el área de calidad también se desarrolló el sistema de información ambiental, Sinia, en lo que hace al 
desarrollo de una metodología para definir indicadores ambientales que puedan ser incorporados en los 
informes ambientales anuales, que debe preparar la Dinama para ser presentados al Parlamento y a las 
Intendencias. En ese sentido, se está trabajando en el desarrollo de una nueva metodología para realizar esos 
informes. 


Finalmente, quiero destacar que en el área de la biodiversidad se trabaja en el marco de las convenciones 
internacionales de conservación. En ese sentido, se incorporaron nuevas áreas al Sistema Nacional de Áreas 
Protegidas, como la de Cerro Verde, en la costa oceánica vecina a La Coronilla. Además, se presentaron 
solicitudes a la Comisión asesora del Sistema Nacional de Áreas Protegidas para la incorporación de nuevas 
áreas, en particular las de Rincón de Franquía en Artigas, Gruta del Palacio en Flores y Laguna Garzón en 
Maldonado y Rocha. Asimismo, el Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca envió la iniciativa de 
incorporar el área de Laguna de Castillos a dicho sistema, que está en proceso. 


En términos generales, esto es lo que se llevó adelante durante el año 2011. 


SEÑOR CHABALGOITY.- Vamos a hacer una breve síntesis de lo que ya consta en la memoria 2011, 
año en el que se dio continuidad al proceso de promoción y elaboración de instrumentos de 
ordenamiento territorial en todas las escalas que la ley tiene planteado. 


También queremos señalar que el año pasado se pudieron concretar los llamados a concurso, a través de 
Uruguay Concursa, para los contratos temporales de derecho público. De esa manera, se permitió el ingreso - 
si bien fue a comienzos de este año, se trabajó durante todo el año pasado- de un grupo importante de 
profesionales. Esa era una de las metas que teníamos planteada para poder desarrollar las actividades. 


Desglosando por escala de trabajo diremos que, a nivel departamental, se mantienen en vigencia los 
convenios con los diecinueve Gobiernos Departamentales, por los cuales se desarrollaron -durante 2011- 
instrumentos de ordenamiento territorial. En varios de ellos se logró la aprobación definitiva de distintos 
instrumentos como las directrices departamentales o planes locales y quedaron a estudio de las Juntas 
Departamentales instrumentos concretos como, por ejemplo, el Plan Local de Paysandú y el Plan Local de 
Guichón. 


A nivel regional, cabe señalar que durante 2011 se logró la aprobación definitiva de las Estrategias 
Regionales de Ordenamiento Territorial y Desarrollo Sostenible para el Área Metropolitana. Como todos 
saben, este es un instrumento bastante innovador y complejo, porque implica la aprobación conjunta de la 
Juntas Departamentales de San José, Canelones y Montevideo y del Poder Ejecutivo de un mismo 
documento. Eso se culminó durante el año 2011 y está en plena vigencia. 


Ese es un marco de política territorial para el área metropolitana que, de alguna manera, contextualiza los 
desarrollos de mayor detalle que cada uno de los Gobiernos Departamentales está implementando en sus 
respectivos ámbitos jurisdiccionales y, a su vez, están en sintonía con las directrices nacionales de 
ordenamiento territorial a las que me voy a referir más adelante. 


Esa meta se concretó, así como la meta a nivel regional, que era la de dar inicio y desarrollar las estrategias 
de ordenamiento territorial para la región este del país, que comprende los departamentos de Cerro Largo, 
Treinta y Tres, Lavalleja, Maldonado y Rocha. 


Si bien desde finales de 2010 veníamos trabajando en la elaboración de las líneas básicas con el fin de 
desarrollar esta estrategia, fue en julio del año pasado, en la Posta del Chuy, departamento de Cerro Largo, 
cuando el Poder Ejecutivo firmó el convenio con los cinco Gobiernos Departamentales para dar inicio formal 
a este proceso de Estrategias Regionales para la Región Este. En ese momento se conformó un ámbito de 
coordinación entre el Poder Ejecutivo -representado por la Dinot, la OPP, que participó durante todo el 
proceso, el Ministerio de Industria, Energía y Minería, etcétera- y los cinco Gobiernos Departamentales, 
habiéndose cumplido durante el año 2011 todo el cronograma que estaba planteado. En este momento, si bien 


estamos en 2012, se está en condiciones de disponer la puesta de marcha de este proceso de elaboración. 
Reitero que este proceso es muy particular, porque es de elaboración concertada entre Gobiernos 
Departamentales y el Poder Ejecutivo, por lo que hay que articular visiones y territorios diferentes pero que 
tienen en común por delante un conjunto de proyectos de orden público y de orden privado que son de gran 
porte. Lo que se quería con estas estrategias, que fueron resueltas en el Comité Nacional de Ordenamiento 
Territorial, era anticiparnos a las transformaciones que se pudieran generar a través de la planificación de 
acciones en el territorio de modo que el conjunto de proyectos a desarrollar no generara efectos no deseados. 


En el ámbito regional se cumplieron esas etapas tal cual estaba programado. A nivel nacional este 
instrumento también es nuevo, ya que con anterioridad a la ley el país no tenía directrices. El año pasado, el 
Comité Nacional de Ordenamiento Territorial -que está integrado por el Congreso de Intendentes y por 
distintos Ministros, presidido por el Ministro de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente y, por 
lo tanto, es el ámbito para la debida coordinación en materia territorial, según dice la propia ley de 
ordenamiento- dio aprobación a las directrices nacionales para el espacio costero, fundamentalmente para el 
espacio costero platense-atlántico, que es donde se generan las mayores tensiones, transformaciones y el 
mayor nivel de ocupación histórico en el país. 


Esas directrices nacionales fueron aprobadas por este Comité. Seguramente, en pocos días llegará a este 
ámbito para su tratamiento y posterior aprobación. Señalo esto porque la elaboración de estas directrices 
exigió un enorme esfuerzo de coordinación y articulación por parte de todos los Incisos del Poder Ejecutivo, 
ya que hay que articular todas estas políticas sectoriales con una política transversal como la del 
ordenamiento territorial, además de la coordinación con los Gobiernos Departamentales, los que después 
ejecutarán, con sus instrumentos concretos, la bajada a tierra de estas grandes definiciones. En ese aspecto la 
meta también quedó cumplida. 


Otro objetivo que teníamos era avanzar en las Directrices Nacionales de Ordenamiento Territorial en lo que 
tiene que ver con el conjunto de políticas para encauzar los procesos de desarrollo social y económico, a 
través de una mejor localización de población y actividad en el territorio, siempre buscando el mejor 
aprovechamiento de los recursos naturales de forma ambientalmente sostenible, con el fin de lograr la mejora 
de la calidad de vida de la población y la integración social en el territorio, que son los tres fundamentos que 
nos plantea la ley en su artículo 3. 


Estas Directrices Nacionales, que por decisión del Comité Nacional se vienen elaborando en el ámbito de una 
Comisión de Coordinación y Seguimiento que integran los distintos Ministerios y que coordina el Ministerio 
de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente a través de la Dinot, lograron un avance 
sumamente importante, que durante todo el año pasado tuvo distintas instancias de apertura y de discusión. 
Concretamente, en el mes de abril se trabajó con el Congreso de Intendentes y, después, con las diecinueve 
Intendencias, durante toda una jornada en Montevideo, a la que asistieron todas. Finalmente, en diciembre 
del año pasado, el Comité dio aprobación al documento base de las Directrices Nacionales de Ordenamiento 
Territorial y mandató a la Comisión de Coordinación y Seguimiento para proceder a su articulado, que si bien 
corresponde a este año debo decir que ya están culminadas y que serán puestas de manifiesto en los próximos 
días. 


Omití decir que también fueron puestas de manifiesto las directrices nacionales para el espacio costero, y que 
se recibieron distintas sugerencias y opiniones que fueron recogidas en la medida en que algunas de ellas se 
entendieron pertinentes. Por lo tanto, también podemos decir que, en el ámbito nacional, estamos dentro de 
las metas planteadas en el año 2011. 


Asimismo, avanzamos de acuerdo con las metas planteadas en materia de capacitación, uno de los temas 
centrales que tenemos junto con los Gobiernos Departamentales. Sin duda, comprenderán que esta es una 
materia en la cual estamos construyendo y aprendiendo día a día al concretar la elaboración de los 
instrumentos, ya que el país no tenía mayores antecedentes en esto. 


Señalo, como una cuestión interesante, un trabajo que se hizo en el mes de diciembre con Gobiernos 
Departamentales y distintas Direcciones del Gobierno Central como la Dirección Nacional de Catastro, la 
Dirección General de Registros, etcétera, a los efectos de avanzar en la definición y concreción de los 
instrumentos que la ley de ordenamiento territorial tiene para la gestión de suelo urbano: generación de suelo 
urbano, generación de cartera de tierra, equidistribución de cargas y beneficios y retorno de valorizaciones, 
que son temas que si bien están en algunas Intendencias -en el caso de Montevideo había algunos 


antecedentes, pero en la mayoría del país no- no son de fácil implementación. En ese sentido, tenemos un par 
de experiencias piloto en marcha, como es el caso del Proyecto de Actuación Integrada Cuatro Bocas. Por 
supuesto, se trabaja articuladamente con el Poder Ejecutivo, con los Gobiernos Departamentales y, como 
decía recién el arquitecto Rucks, con los gabinetes ambiental y de vivienda de nuestro propio Ministerio. 


Finalmente, la otra meta que se cumplió fue la puesta en funcionamiento del Inventario Nacional de 
Ordenamiento Territorial. Esta información se puede consultar "on line" en la página web en la que se colgó 
toda la información relativa a los instrumentos que se fueron generando y aprobando y, además, un registro 
de las normativas preexistentes a la Ley de Ordenamiento Territorial. En el marco de este Inventario también 
se avanzó fuertemente en la infraestructura de datos espaciales a los efectos de generar una cartografía 
homogénea, única, mínima y básica, consultable por todos, para que el Poder Ejecutivo y los Gobiernos 
Departamentales puedan contar con la misma base de información. Se trata de un proyecto de larga data que 
el año pasado tuvo un empuje y que en estos días se está concretando. 


Básicamente, quería comunicar los avances que se han generado en los ámbitos departamental, regional y 
nacional. Estoy a las órdenes para contestar cualquier pregunta que tengan a bien formular. 


SEÑOR GONZÁLEZ..- Soy el Director más nuevo, ya que asumí a fines de agosto del año pasado, por 
lo que pido disculpas por algún detalle del año 2011 que pueda omitir. 


En primer lugar, la prioridad principal para el año 2011 fue comenzar con el Plan Nacional de Gestión 
Integrada de Recursos Hídricos, que denominamos Plan Agua, que permitirá desarrollar la política planteada 
en la Ley de Política Nacional de Aguas. Se trata de una gestión de agua planteada en el territorio, construida 
a partir de las necesidades expresadas por los directamente involucrados, consolidada en una planificación 
coherente y de valía general volcada en actividades concretas, nuevamente en el territorio y con el 
compromiso de las autoridades competentes. Buscamos desarrollar capacidades de gestión lo más cerca de la 
gente y con la gente, y generar espacios de articulación legitimados por su capacidad de producir 
compromisos concretos, así como políticas y planificación capaces de responder el desafío del Uruguay 
Productivo sin comprometer la sostenibilidad futura de nuestro país. 


Otra prioridad importante fue la de mejorar la administración de aguas, resentida ante la transferencia de 
competencias del Ministerio de Transporte y Obras Públicas al Ministerio de Vivienda, Ordenamiento 
Territorial y Medio Ambiente con pérdida de recursos materiales y humanos. Se trata de recuperar y, a través 
de un nuevo enfoque, asumir una actitud más proactiva en la mejora de la gestión basada en la defensa del 
interés general y la actitud de servicio público. 


En lo que tiene que ver con el saneamiento, la prioridad fue buscar soluciones para la población que no está 
en los planes de OSE hasta el año 2030 y, además, soluciones provisorias para aquellos que no figuran entre 
las inversiones más inmediatas. Me refiero a localidades con menos de cinco mil habitantes y periferias de 
ciudades mayores. Se profundizó en el conocimiento sobre sistemas descentralizados de saneamiento, 
recomendables para estos casos. También se hizo hincapié en el tratamiento de la problemática de 
inundaciones y de drenaje, bajo la óptica de la gestión de riesgo asociada a una amenaza y a vulnerabilidades 
mediante la coordinación institucional dirigida a la integración de políticas públicas en forma eficaz y 
eficiente. 


Otra prioridad estuvo puesta en el relacionamiento regional en la materia mediante el Comité 
Intergubernamental Coordinador de los países de la Cuenca del Plata que coordina y articula políticas entre 
los cinco países de la cuenca del Plata a través de las Cancillerías, autoridades de agua y unidades nacionales 
"ad hoc". Debe tenerse en cuenta que la mayor parte de nuestro país se encuentra en la cuenca baja del Río de 
la Plata, siendo receptor de todos los problemas que pudieran producirse aguas arriba, así como también de 
las oportunidades que abre estar aguas abajo. 


Podemos adelantar que estas prioridades expresadas en términos generales, que fueron la base de trabajo para 
el año 2011, básicamente son las mismas que las establecidas para este año. Simplemente se trata de 
concretar y profundizar líneas de trabajo que se han ido desarrollando. Desde este punto de vista, podríamos 
decir que la diferencia radica en que la gran prioridad de este año es la ejecución. 


Ingresando a un mayor detalle de todas estas cuestiones que mencionamos, respecto al Plan Agua, el Plan 
Nacional de Gestión Integrada de Recursos Hídricos, en el año 2011 se firmó el convenio de cooperación 
técnica no reembolsable con el BID -este plan tiene una financiación compartida entre el BID y el Fondo 
Español de Cooperación para Agua y Saneamiento-, se realizó la matriz de resultados y se acordó el plan de 
adquisiciones. Se comenzó la ejecución con un primer desembolso en noviembre del 2011. En ese período se 
hizo el llamado para contratación de personal para trabajar en el proyecto. Inclusive, en el año 2011 se llegó a 
contratar a los primeros diez consultores para el proyecto. A su vez, hay avances hechos por la Dinagua que 
tienen que ver fundamentalmente con la adaptación a la variabilidad climática y al cambio climático, 
componente importante dentro del Plan. Asimismo, se pretende brindar respuestas a problemas emergentes 
en casos de sequía y estrategias de construcción de articulaciones en el territorio para la gestión del agua y la 
obtención de información sobre el territorio y aguas subterráneas. Concretamente, se realizó un proyecto 
piloto en Canelones -cuenca del Río Santa Lucía medio- y lo que se obtuvo con este trabajo fue un mapa de 
riesgo de sequía de aguas superficiales con recomendación de puntos posibles de extracción de agua bruta 
para emergencias, mapas de accesibilidad de aguas subterráneas dirigido al sector productivo más vulnerable 
del departamento -pequeños productores pecuarios, lecheros, fagoneros- y un relevamiento de buenas y malas 
prácticas en el uso del agua. Además, durante el año pasado comenzó un plan piloto, profundizando este 
trabajo en Canelones, extendido a Florida, Durazno y Flores -cuencas del río Yí y del Santa Lucía medio- y 
articulación de un convenio con el Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca, el Ministerio de Industria, 
Energía y Minería, nuestro Ministerio y las Intendencias de todos estos departamentos para trabajar 
básicamente sobre lo mismo que mencionábamos anteriormente. En ese sentido, como articulación con esta 
región centro sur del país, este año en la declaración de Dicose se incluyó una nueva hoja para hacer un 
relevamiento respecto al uso del agua por el que han mostrado gran interés el Ministerio de Ganadería, 
Agricultura y Pesca y otras Intendencias. Esto es parte de este trabajo. 


La articulación con el Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca ha sido muy fuerte, siendo uno de los 
puntos principales la constitución de lo que se dio en llamar Mesa del Agua, de la que el Ministro Aguerre 
siempre ha participado. Es un espacio de trabajo común entre el Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca 
y otros actores relevantes para el desarrollo de un sistema nacional de regulación hídrica a los efectos de dar 
respuesta a las necesidades de desarrollo productivo de forma sostenible y acorde a los problemas de 
variabilidad climática. 


Durante el año pasado se avanzó sobre el estudio de una presa de embalse multipredial en el arroyo Cuaró. 
También se ha participado en un grupo para la promoción de sistemas de riego eficiente, a través de una 
coordinación entre las Facultades de Agronomía y de Ingeniería de la Universidad de la República, el MGAP, 
el Inia y particulares. 


En cuanto al fortalecimiento institucional -que es otro componente del plan en el que se ha ido avanzando- 
podemos mencionar el decreto aprobado y la convocatoria a integración de Consejos Regionales de Recursos 
Hídricos: Cuenca de la Laguna Merín, Cuenca del Río Uruguay, Cuenca del Río de la Plata y Frente 
Marítimo. Esto se hizo durante el año pasado y a principios de este año estos Consejos finalmente han 
comenzado a funcionar. 


La constitución de la Comisión de la Cuenca de la Laguna del Sauce también fue un hecho que se dio durante 
el año pasado: en ella participa nuestro Ministerio, el MGAP, la OSE, la Intendencia de Maldonado, usuarios 
y sociedad civil y ya cuenta con un plan de acción acordado durante el año pasado. 


En cuanto a las actividades dentro del programa marco de la Cuenca del Plata, podemos mencionar la 
coordinación y articulación de políticas entre los cinco países de la cuenca, a través del Director Nacional de 
Aguas, del Director Nacional de Medio Ambiente, del representante de Cancillería ante el Comité 
intergubernamental y de coordinadores nacionales. Allí se desarrolló el relacionamiento con Brasil a través 
del proyecto piloto de resolución de conflictos en el uso del agua en la cuenca transfronteriza del río 
Cuareim-Quaraí. En este contexto, también se da el relacionamiento interinstitucional de la DINAGUA en el 
ámbito de la unidad nacional del programa marco, integrada por líderes y alternos de diez grupos temáticos, y 
el mencionado proyecto piloto, representando a más de veinte instituciones gubernamentales y universitarias. 
En este sentido se ha estado llevando adelante un trabajo de articulación muy fructífero en cuestiones 
concretas. 


En cuanto a la Administración de Aguas, que tuvo sus dificultades en toda la etapa de transferencia, fue 
necesaria una puesta al día de trámites y permisos atrasados ante esta transferencia de competencias, con toda 
la pérdida de recursos humanos y materiales que ello implicó. Se incorporaron tres nuevas regionales que se 
habían perdido en ese cambio, en Treinta y Tres, en Río Branco y en Fray Bentos, y se puso en 
funcionamiento toda la estructura regional a través de coordinaciones regionales en el litoral, Río Negro y 
sur. Se logró la conectividad informática de las ocho oficinas regionales; se recuperó la flota vehicular -que 
prácticamente había quedado en cero- y se hizo todo un relevamiento de procesos y procedimientos, así como 
la identificación de oportunidades de mejoras para la reingeniería de procesos de concesiones y permisos. El 
estudio está hecho y seguiremos trabajando con las conclusiones y las medidas que surjan. 


En cuanto al Servicio Hidrológico -que también fue parte de la transferencia- durante el año pasado se 
retomó la publicación de informes estadísticos hidrológicos, que en determinado momento se había cortado, 
así como informes de seguimiento de eventos extremos y el mantenimiento de la red hidrométrica. 


En materia de obras hidráulicas durante el año pasado se procedió a la publicación de un manual de diseño de 
pequeñas presas. En materia de saneamiento, se hizo el estudio de dos casos de localidades sin saneamiento 
de OSE, 25 de Mayo, en Florida, y Soca, en Canelones y se formularon propuestas de soluciones. 
Efectivamente, se tomaron como pilotos para ver posibles soluciones ante ese tipo de situaciones. Asimismo, 
se hizo un seminario sobre sistema descentralizado de saneamiento, a cargo de un docente de la Universidad 
de Aarhus, Dinamarca, y un relevamiento y evaluación de sistemas descentralizados, ya en funcionamiento 
en nuestro país, fundamentalmente, en ochenta complejos de Mevir. 


También se estuvo trabajando sobre el proyecto y la obtención de financiación para la instalación de una 
planta de experimentación en Canelones de sistemas alternativos de tratamiento, en lo que se avanzó mucho 
hasta que quedó trancado por la situación española. De allí era nuestro financiamiento previsto. De todas 
maneras, el proyecto de la planta está y ha despertado gran interés entre los países de la región a los cuales, 
en su momento, se les presentó el tema en la medida en que dentro de sus utilidades, serviría como centro de 
capacitación y experimentación regional. 


Finalmente, en materia de inundaciones y de drenaje urbano, hay una versión preliminar de directrices 
nacionales de inundaciones en Rivera y de drenaje. El año pasado se llegó a hacer el borrador y este año se 
está en proceso de concreción. 


También se hizo mapas de riesgo de inundación de Artigas y de Treinta y Tres, estando ya avanzados los de 
Bella Unión, Salto, Paysandú y Durazno, y en estudio los de Ciudad del Plata y Juan Lacaze. Asimismo, se 
hizo un convenio con el Servicio Geográfico Militar para el relevamiento de datos de base para los mapas de 
riesgo; se apoyó al Plan Nacional de Relocalizaciones -a DINAVI- y se apoyó la conformación de la cartera 
de tierras para el plan nacional de viviendas. Además, se concretó un convenio con la OPP para asistir a los 
Gobiernos departamentales en la realización de los catastros pluviales y los planes de aguas pluviales 
urbanas. 


Este es el resumen de lo ejecutado durante 2011 por la DINAGUA. 


SEÑOR SANDER.- Quiero dar la bienvenida al novel Ministro de Vivienda, Ordenamiento Territorial 
y Medio Ambiente y a todo su equipo -algunos de los integrantes ya estaban en el equipo anterior de la 
arquitecta Muslera- y pedir disculpas por haber llegado con quince minutos de atraso. Después de seis 
horas de viaje desde Rivera, la entrada a Montevideo lamentablemente se vio bastante complicada con 
un accidente de tránsito frente a la Refinería de La Teja de ANCAP, lo cual nos hizo tardar más de lo 
pensado. Por eso, vayan las disculpas del caso al Ministro, que siempre comparece con puntualidad, tal 
como he visto en citaciones a otras Comisiones. 


Quiero decir que nuestro Partido, el Partido Colorado, votó en el Presupuesto Nacional una de las 
necesidades o puntos básicos del Presupuesto Nacional de este Gobierno, referido al Ministerio de Vivienda, 
Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente. Sabemos que, evidentemente, la vivienda es una necesidad que 
se debe resolver. 


Tengo algunas preguntas -pido disculpas si estoy un poco lento con el razonamiento- sobre distintas áreas. 
Por ejemplo, en la página 140 del Mensaje del Gobierno figuran las definiciones sobre los distintos 


programas de la DINAVI. En Rehabilitación y Consolidación Urbano Habitacional, en el año 2010 hubo seis 
mil sesenta soluciones y en 2011, once mil seiscientas cuarenta y ocho. Me gustaría saber cuántas fueron las 
viviendas nuevas y cuántas fueron conexiones o habilitaciones de saneamiento, como se establece en las 
páginas 138 y 139 del Mensaje en las que se habla del Programa de Rehabilitación y Consolidación Urbano- 
Habitacional. 


Por otra parte, el día martes recibimos al señor Ministro del Interior y le planteamos algo que ya habíamos 
preguntado a la ex Ministra Muslera en 2010 con relación al Presupuesto Nacional y lo volvimos a realizar en 
la Rendición de Cuentas. Me refiero a nuestra preocupación con algunos policías y soldados que viven en 
barrios muy precarios del país y que, en definitiva, especialmente en nuestro departamento de Rivera, no 
tienen las condiciones para conseguir una vivienda. Yo me voy a permitir entregar al señor Ministro un cd 
con fotos de algunos edificios, sobre todo del que se encuentra en el Paso de la Hormiga, que desde el año 
2007, según la información que tengo, cuenta con cuarenta viviendas vacías. Se trata de una inversión de 
todo el país. En su momento, yo le planteaba a la señora Ministra que los valores que se pedían, inclusive los 
que se piden hoy, están fuera de la realidad o fuera del alcance de las personas que allí podrían vivir. La 
construcción de estas viviendas ha sido un esfuerzo del Gobierno nacional y tienen un sistema parecido a las 
de Fucvam, ya que son de dos pisos, enfrentadas y están totalmente varías. Eso también tiene un costo para el 
Estado y para el Ministerio porque hay que mantenerlas para que no las rompan, mediante el pago de sereno 
o del Servicio 222. Reitero: estas viviendas están vacías y hay un montón de gente que las necesita, que son 
funcionarios públicos y que para cumplir mejor sus funciones podrían habitarlas. El Inspector General 
Carreras nos contestaba que no tenían previsto ningún convenio para estas viviendas en particular, pero sí 
para otros planes de vivienda con el Ministerio. Eso me parece bien pero, de todos modos, me gustaría hacer 
llegar esta preocupación al señor Ministro ya que este tema lo venimos planteando desde 2010 y al que, de 
repente, se podría encontrar alguna solución. 


Asimismo, en el Tomo IIl, de Gastos, aparece una partida de subsidios a la Agencia Nacional de Vivienda del 
entorno de los US$ 35:000.000. Me gustaría saber si esos son gastos de funcionamiento o si son subsidios 
para la ocupación de viviendas. Me parece que se trata de los primeros, pero quisiera que el señor Ministro 
me lo aclarara. 


El cuarto punto sobre el que quiero hacer mención y acerca del cual se ha hablado mucho en la prensa del 
departamento de Rivera, es el tema de Mevir. Cuando el señor Ministro era Presidente de Mevir, nosotros 
habíamos solicitado a la Comisión de Vivienda, Territorio y Medio Ambiente que se lo citara para explicar el 
tema de los desalojos. Este es un tema muy sensible, sobre todo para los que hemos vivido y construido 
nuestra casa junto con Mevir, y en la ciudad de Tranqueras algunas de las personas desalojadas fueron 
compañeros generacionales o compañeros de mi hermano; son gente que conocemos. Me voy a referir a 
cuatro personas: dos funcionarios municipales, un bombero y una profesora de Secundaria. 


Nosotros queríamos hacer un planteo al señor Ministro. El artículo 7* del contrato que firman los usuarios, es 
decir, las personas que construyen su vivienda es una especie de promesa de compraventa. En realidad, no se 
trata de una promesa porque hay que construirla, estar veinte años y luego diez años más habitando la 
vivienda para poder venderla. El artículo 7* dice: "El participante no podrá alquilar la vivienda, ni ceder su 
uso a ningún título, ni destinarla a otro fin que el casahabitación, ni realizar ningún acto de disposición sobre 
la misma por el término de 20 años, o hasta la cancelación de la deuda en caso de extenderse el plazo por 
aplicación de lo dispuesto en la cláusula cuarta de esta promesa, salvo autorización de Mevir expresada por 
escrito, resultando nulo todo acto celebrado o contravención a lo dispuesto". Yo me atrevo a decir que Mevir 
ha sido, y es, una institución que le ha dado por lo visto soluciones habitacionales a 25.000 familias 
uruguayas. Entiendo y creo, y lo había planteado al señor Ministro cuando era Presidente, sobre un tema 
ocurrido en Masoller, que se deben buscar las soluciones. Digo esto porque durante muchos años, tanto el 
Banco Hipotecario del Uruguay como el propio Mevir utilizaron un sistema muy flexible con los usuarios de 
las viviendas, con los promitentes compradores o con los participantes de ese núcleo habitacional, que quizás 
sea la definición más acertada. Sin embargo, nos hemos encontrado que en la misma situación y ante la 
misma violación del artículo, se ha aplicado -por lo menos en los casos que hemos podido constatar- una 
dualidad de criterios. Nuestro planteo busca no perder el poder sancionatorio que tiene Mevir, mediante este 
artículo 7”, busca flexibilizarlo, darle una mejor recaudación a Mevir y, a su vez, dar una oportunidad a estas 
personas que han sido denunciadas. También sabemos que hay muchísimas otras que no lo han sido -al 
respecto, voy a leer dos cartas de usuarios que me han llegado- y, como no han sido denunciados, no han sido 
desalojados. Yo me alegro de que esa gente no haya sido desalojada porque, en definitiva, creo que el peor 


mal es que se les saque la casa. Pienso que, en definitiva, el Gobierno, Mevir ni ninguno de nosotros desea 
que se les saque la casa y que esa familia quede en la calle. Nuestra propuesta y la pregunta que queremos 
hacer es cuál es la posibilidad de flexibilizar este artículo 7”, que creo que es una decisión interna de Mevir, 
porque anduve buscando información en las leyes y no lo pude encontrar, no sé si por impericia, por falta de 
conocimiento o por qué. 


Se da la situación antes mencionada, que creemos que no es justa porque es gente que construyó su casa, 
pagó quince años y, es verdad, cometió una falta: abandonó su casa por más de noventa días y fue 
denunciada. Pero la construyó, pagó durante quince años y siempre estuvo al día. Solo le faltaban cinco años 
para terminar de pagarla. 


(Ocupa la Presidencia el señor Representante Berois) 


———Quisiera leer una carta, cuya copia entregaremos al señor Ministro y a todos los señores Diputados, de la 
señor Ana Claudia Muñoz. 


Dice: "Jurídica de MEVIR.- 5 de junio de 2012.- Dra. Soledad Elliot.- Presente.- La que suscribe Ana 
Claudia Muñoz Tavarez C.I. 3.426.679-7, propietaria de la vivienda de MEVIR N* 11777, ubicada en el plan 
1 de Paso Hospital. Vengo a plantear lo siguiente, al haberme citado judicialmente donde se me cuestiona por 
no estar viviendo en la vivienda, motivos que explicaré con detalles. - Por motivos de tener tres hijos a mi 
cargo y hoy ya a cuatro. El 10/03/2010 me vi obligada a tener que salir a trabajar, con mi compañero nos 
fuimos a la localidad de Arroyo Blanco" -departamento de Rivera- "con la empresa agrícola Talifar S.A., 
trabajo con vivienda en el establecimiento, mi trabajo para los tres hijos estudiar y caminar muchas veces 
kilómetros para buscar o llevar a la menor a la escuela, cuando los 2 mayores que se fueron a vivir en casa 
ajena durante la semana para poder ir al liceo, así trabajé y viví hasta diciembre de 2011, cuando conseguí 
alquilar una casa en Vichadero para poder de ahí trabajar, llevándome al bebe con 4 meses, la de 10 años 
Samara, Leticia de 17 y Ronay de 16. Se van a la escuela y liceo, nos volvemos a ver de noche cuando llego, 
todo esto nadie lo valora a una persona pobre y que vive un día a día muy sacrificado para dar respuesta a 
todo lo que debo pagar con cuatro hijos y tres estudiando. Así siempre pagué mi vivienda en Paso Hospital" - 
departamento de Rivera- "el último mes 11/02/2012 REC:297749.- Pagué $ 3044, agua y luz al día. - Lo que 
adjunto comprobantes de mi trabajo comprobante de estudio de mis hijos y comprobante de pago hasta 
febrero/2012 porque después de esa fecha no me autorizaron a pagar" -esta es una situación que se repite con 
todos los demás- "Me pasaron a judicial. Yo pregunto Sr./Sra.: ¿Por qué hacen esto con algunas personas y 
otras no? ¿Acaso son sorteadas las personas, el cobrador de MEVIR tiene casa, comercio en la vivienda, casa 
y comercio en el pueblo viejo, puede. Los que tienen alquilado y nunca estuvieron y tienen casa en Melo y 
Bagé, tienen corona?.- Yo no vivo para perjudicar a nadie y sí para trabajar y hacerme cargo de mis 
obligaciones.- He dado todos los motivos de los que puedo presentar testigos, pero a su vez me siento muy 
molesta y preocupada porque veo que me han marcado para sacarme la casa cuando estoy al día y 
presentando los motivos del por qué no estoy viviendo en la misma.- Solicito se considere mi situación y 
pueda recibir una respuesta.- Sin más, saluda atte.- Ana Claudia Muñoz". 


La segunda carta viene de Tranqueras y es del 3 de mayo de 2012 y dice: "Sr. Presidente de Mevir.- 
Arquitecto Don Francisco Beltrame.- De mi mayor consideración:.- Quien suscribe, José Luis Silveira 
Saralegui, en mi condición de Abogado de los beneficiarios de viviendas Sres. Onely Santos Moreira [...] 
"Mara Esteves, [...] Ruben Bentaberry [...] y Rosa D. Cáceres [...], a Ud. digo:.- I. Mis clientes se encuentran 
con lanzamiento marcado para la segunda semana del corriente mes de mayo.- II. En entrevista que me 
concediera en el Hotel Uruguay Brasil de Rivera, le expuse, junto con el Sr. Representante Nacional maestro 
Julio Fernández, las innumerables razones que justificarían plenamente una solución de Mevir para estas 
personas.- III. Son familias de medianos a escasos recursos, aún jóvenes, con integrantes de trabajo, con hijos 
a cargo y en pleno estudio, que trabajaron en sus casas y en barrios, que cuentan con el aprecio y el respeto 
de toda la localidad (se adjuntó y acompaña nuevamente el respaldo de la Alcaldía, el Club de Leones local, 
del Rotary Club Tranqueras, etc., mediante notas adjuntas).- Además no tienen otra vivienda, a lo que se 
suma que en Tranqueras no se consiguen casas a precios acordes a sus ingresos.- IV. Les sirve la solución de 
que Mevir les permita continuar habitando sus viviendas (luego de pagar todo lo atrasado)" -aclaro que es 
porque una vez que les llega el cedulón no pueden pagar más, aunque estén al día, ya que al iniciar el juicio 
Mevir no recauda más- "y de que en sanción de las irregularidades en que incurrieron se les imponga el pago 
de unos años más de alquileres (p. ej. cinco años más, lo que constituiría una pena ejemplarizante para toda la 
localidad y dejaría al poder disciplinario de Mevir bien parado, sin llegar al deleznable lanzamiento). Sin 


perjuicio de todas las condiciones y medidas, de seguridad, etc., que Mevir considere conveniente añadir.- V. 
Hasta el presente mis representados no obtuvieron ninguna respuesta de parte de Ud. y del Directorio.- Y 
todo está dispuesto para que sean lanzados.- VI. Esto implicaría la injusticia inmensa, a cometer por Ud. y los 
demás miembros del Directorio, consistente en que mis clientes serán lanzados pese a estar habitando con sus 
familias las viviendas, manteniéndolas en excelente estado de conservación, y estando prontos para pagar las 
cuotas hoy atrasadas por la negativa de Mevir a recibírselas" -por lo que decíamos antes- "Justicia, decía 
Aristóteles, es tratar igual a lo igual. No se comprende, entonces, por qué, Ud. y los demás Directores, 
optarán por lanzar a estas familias después de que Mevir perdonó a muchos incumplidores similares 
(Tranqueras es chico y de sobra se conocen todos los casos y sus circunstancias, y lo cierto es que existe una 
decena que fueron perdonados pese a no contar con justificantes mayores que mis clientes). El argumento de 
tener que administrar 25.000 viviendas no resulta de por sí suficiente, porque el gran número no convalida la 
injusticia, ni la decisión inhumana de dejar a cuatro núcleos sin hogar (su bien más preciado), cuando existen 
otras alternativas.- El Sr. Secretario Julio Piñeiro se comunicó la semana pasada conmigo para decirme que 
estos casos, según información que tenía Mevir, no eran como los relacioné en mis peticiones. Quiero 
ratificarle que todo lo por mí consignado es verdad, que estos son casos merecedores de solución, y que no 
deseo otra cosa que entrar en contacto con ese informante, para aclarar cara a cara y a fondo los dichos 
propios y los negativos de él.- VII. Esperando -con la mayor urgencia- un nuevo análisis de esta crítica 
situación, así como, hasta el final, resoluciones adecuadas para estas familias, sin otro particular saluda atte..- 
Dr. José Luis Silveira Saralegui". 


(Ocupa la Presidencia el señor Representante Asti) 


Estas son algunas de las cartas que hemos recibido, inclusive, una vino de río Negro y la envió una 
persona desalojada de San Javier II. 


Nosotros queremos una solución no solo para esta gente sino para la que está incumpliendo y no ha sido 
denunciada. De alguna forma, se les podría dar una oportunidad más, modificando el artículo 7”. Por ello 
hacemos este planteamiento al señor Ministro, ex Presidente de Mevir, quien conoce el tema a cabalidad. Si 
este es un tema legal, podría ser incluido en esta Rendición de Cuentas. Como siempre, tratamos de colaborar 
en este tipo de cosas -sin saber lo que vota la gente- e ir al fondo del tema que es la vivienda. Es un tema muy 
importante y delicado que merece toda la atención y una solución, no solo para estos casos en que ya han 
entregado su vivienda en Tranqueras, sino para situaciones iguales o parecidas. Sabemos que, "a río revuelto, 
ganancia de pescador" pero creemos que en este caso la persona que construyó su vivienda y la pagó en casi 
dos terceras partes en los veinte años, merecería una oportunidad más, lo que debería quedar plasmado en el 
contrato. 


Quiero formular tres preguntas más. 


Nosotros dimos nuestro voto al Plan Juntos el año pasado, pero entendemos que ese Plan debe funcionar 
dentro del Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente. Me gustaría conocer la 
opinión del señor Ministro al respecto. 


En Rivera se está hablando de una inversión minera para el arrabio y el hierro. Quisiera saber en qué están en 
esos permisos y cuáles son las empresas habilitadas para esa tarea. Como le manifesté al arquitecto Rucks, 
soy partidario de las inversiones mineras. No me gusta quedarme arriba del muro, todo lo que genera trabajo 
y bienestar me parece bien, simplemente, pido la aclaración porque son temas importanes que están en el 
debate y siempre es bueno tener la constancia y la versión taquigráfica para luego leer a la gente qué es lo 
que piensan quienes tienen el poder de brindar las habilitaciones y de controlar y sancionar. 


Por último, en Rivera tenemos un informe y un estudio de un privado sobre aguas termales. Se estaban 
buscando fondos con el Estado para hacer un cateo y quisiera saber si este proyecto llegó al Ministerio de 
Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, ya que Dinagua es la responsable de la habilitación 
de este tipo de proyectos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Creo que algunas de sus preguntas no son propias del trámite de la 
Rendición de Cuentas sino de la Comisión de Vivienda, Territorio y Medio Ambiente que tiene su 
propio ámbito de participación de los legisladores y las autoridades del Ministerio. 


SEÑOR SANDER.- Le Agradezco. 


En realidad, lo que buscaba no era leer ni sensibilizar con las cartas sino que, si fuera posible dentro de la 
Rendición de Cuentas, modificar el artículo 7* del contrato. 


SEÑOR MINISTRO DE VIVIENDA, ORDENAMIENTO TERRITORIAL Y MEDIO AMBIENTE.- 
La Directora Etcheverry contestará la primera pregunta. 


SEÑORA ETCHEVERRY.- Respecto a datos cuantitativos del Plan de Consolidación Urbano 
Habitacional cabe la aclaración de que en la memoria 2010 la clasificación de esos datos establecía qué 
eran nuevas soluciones y había un subtítulo referido a las acciones sobre el stock. Entre las nuevas 
soluciones, los programas que dan cuenta de los números, son el Programa Cooperativos y el 
Programa de Autoconstrucción Asistida y Urbanización. Esos son los conjuntos de vivienda nueva, 
denominados PPT -precio, proyecto y terreno- que están dentro del Programa de Compra de Vivienda 
Nueva, con subsidio de la cuota y los conjuntos habitacionales para pasivos. Eso constituye la cantidad 
de nuevas unidades -estamos hablando de viviendas nuevas construidas por esfuerzo propio o por 
empresas-, que serían 3.259, dentro de la cifra de 6.060. 


En cuanto a las acciones sobre el stock, se trata de programas comprendidos dentro de lo que se entiende 
como de consolidación urbano-habitacional, que están dirigidos fundamentalmente al otorgamiento de 
préstamos con subsidio y asistencia técnica para la puesta en valor, recuperación y reparación de viviendas 
existentes, así como también a subsidios de alquiler. Estos casos serían 2.717 según la Memoria del año 
2010. Reitero que en el cuadro se hace la distinción entre nuevas soluciones y acciones sobre el stock. 


Para el año 2011, como lo anunciamos, el Plan de Rehabilitación y Consolidación Urbano Habitacional 
incorporó nuevos programas que se aprobaron y se pusieron en gestión. Allí tendríamos una apertura distinta. 
Dentro de las 11.648 soluciones que cuantitativamente se han informado, las viviendas nuevas fueron 
generadas por el programa de cooperativas -tanto por ayuda mutua como de ahorro previo-, a través del cual 
hubo 3.215 unidades puestas en gestión en el año 2011; por el programa de compra de vivienda nueva o los 
complejos habitacionales PPT -precio, proyecto, terreno-, que permitió 1.175 nuevas soluciones; por algunos 
grupos SIAV que quedaban, a través de los cuales, luego de resolver algunas situaciones administrativas y de 
proyectos, posibilitaron 141 viviendas; los complejos de viviendas nuevas para jubilados y pensionistas 
fueron 704; la autoconstrucción en terreno privado, una nueva modalidad que recoge la experiencia de la 
población y que flexibiliza las condiciones, permitiendo que el terreno sea propiedad de un familiar hasta el 
segundo grado de consanguinidad, con carta de adeudo, posibilitó la puesta en gestión de 261; a través de la 
autoconstrucción en terreno público, que comprende asistencia técnica, financiamiento del Ministerio de 
Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente y dotación de tierra con infraestructura -generalmente 
propiedad de los Gobiernos Departamentales, aunque también aporta tierra el Ministerio de Vivienda-, se 
pusieron en gestión 356 soluciones. 


Esto nos permite distinguir, dentro de la cifra total, 6.394 nuevas viviendas. La cantidad restante, es decir, 
3.879, más 1.375, son acciones sobre el stock. Puedo informarles cómo se construye esta línea de actuación 
con cada uno de los programas y luego puedo hacer llegar esta información al señor Diputado. A través de las 
Oficinas de Rehabilitación Urbana, sobre todo para mejora y refacción, se establecieron 1.147 préstamos en 
el total de las dieciséis Oficinas en gestión desde el año 2011; para ampliación de viviendas, en general, para 
la construcción de una habitación y un baño de modo de resolver dificultades de hacinamiento de parejas 
jóvenes, se otorgaron 320 préstamos; asimismo, se pusieron en práctica los subsidios de alquiler, tanto para 
jubilados y pensionistas como para población en situación de altísima vulnerabilidad -en este marco 
trabajamos en convenio con el Instituto Nacional de las Mujeres, el Instituto Nacional de la Familia y con 
otros organismos de carácter departamental-, llegando a 151 para pasivos y 147 para familias o personas 
solas; en cuanto a mejora de vivienda o banco de materiales -como se le denomina-, fundamentalmente en 
convenio con los Gobiernos Departamentales, que atiende a familias en situación de vulnerabilidad y 
precariedad habitacional, se pusieron en gestión 1.106 soluciones. Estos datos son los que construyen la cifra 
final. Como decía, se hace una discriminación entre viviendas nuevas y acciones sobre el stock. 


En cuanto a la segunda pregunta del señor Diputado, relativa a la existencia de un complejo de viviendas en 
Rivera, particularmente no tengo datos específicos. Sí puedo decir que ha sido política del Ministerio -es 


constatable; es un dato de la realidad- estar muy atento en cada uno de los departamentos y pequeñas 
localidades en la identificación de aquellos conjuntos que hayan quedado paralizados por distintas 
circunstancias -a veces atribuibles a las empresas que han tenido dificultades financieras y se fueron-, de 
modo de ponerlos en gestión nuevamente, con el aporte de las familias o acordando con los Gobiernos 
Departamentales u otros actores del sistema público de vivienda. De hecho, durante el año 2011, en Aceguá, 
en cooperación con Mevir y la Intendencia de Cerro Largo reiniciamos 47 viviendas que estaban paralizadas 
desde el año 2004. Lo mismo se hizo en el departamento de Florida, en las localidades de 25 de Mayo y 
Cardal, así como en San José, en la localidad de Mal Abrigo, y en el departamento de Maldonado, en Ocean 
Park. Con los datos específicos podremos brindar al señor Diputado información particular sobre el tema. De 
todos modos, me parece importante subrayar que es política del Ministerio trabajar sobre cada uno de los 
complejos que se han identificado con dificultades por distintas intervenciones en el pasado. 


Con respecto al monto de 35 millones que figura como transferencia por subsidio a la Agencia Nacional de 
Vivienda, los representantes del Ministerio de Economía y Finanzas aquí presentes podrán aclararlo cuando 
lo entiendan pertinente, pero me planteaban que refiere al Inciso 21, es decir, no son recursos que 
correspondan por transferencia al Ministerio de Vivienda, sino que son de competencia del Ministerio de 
Economía y Finanzas. 


SEÑOR SIRI.- A los efectos de aclarar la pregunta del señor Diputado, esa partida está contemplada 
en el artículo 476 de la Ley N” 18.362, que faculta al Poder Ejecutivo a que una vez cumplido con lo 
dispuesto por el artículo 16 de la Ley N” 18.125 -ley de creación de la Agencia Nacional de Vivienda-, a 
financiar con cargo al Inciso 21 "Subsidios y Subvenciones" el déficit que se genere en la Agencia 
Nacional de Vivienda hasta tanto se culmine con el proceso de reestructura del Banco Hipotecario del 
Uruguay, y la consiguiente transferencia de activos, pasivos y recursos humanos. 


Quiere decir que esta transferencia no refiere a ningún programa habitacional relativo al Ministerio de 
Vivienda, sino que es una partida que desde Rentas Generales se vuelca para financiar el funcionamiento de 
la Agencia Nacional de Vivienda. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Gracias por las aclaraciones. 


SEÑOR MINISTRO VIVIENDA, ORDENAMIENTO TERRITORIAL Y MEDIO AMBIENTE.- Creo 
que lo siguiente no es motivo de la convocatoria del día de hoy, pero en la medida en fue planteado, 
conviene hacer algunas puntualizaciones con respecto a Mevir. 


En primer lugar, Mevir no ha sido convocado a la Comisión de Vivienda. Sí se han solicitado informes a los 
que oportunamente se ha dado respuesta. Importa destacar que hay diversas actuaciones en la vía judicial. 
Siempre, toda acción está amparada a derecho y realizada a derecho. En definitiva, si las autoridades de 
Mevir no recurrieran a la Justicia ante la constatación de diversas situaciones, estarían en omisión y, por lo 
tanto, pasibles del deber de recurrir a la Justicia por ocultamiento o favoritismo de determinadas situaciones. 
Es importante aclarar esto porque hay normas que se hicieron a los efectos de facilitar y disminuir algunos 
plazos. 


Si mal no recuerdo, en la Rendición de Cuentas pasada hubo una modificación del artículo 477 a partir de 
una iniciativa de Mevir, que permite achicar esos plazos para transferir la propiedad de la vivienda. Lo que sí 
está claro -esto es clave- es que en todos los contratos está la posibilidad de la autorización previa y expresa 
de Mevir para ausentarse de la vivienda o inclusive para arrendarla. Esto, lamentablemente, durante muchos 
años no fue práctica y, por lo tanto, hubo personas que accedieron a la vivienda no siempre trabajando -a 
veces pagando personeros para su ejecución- y que después no la habitaron. Frente a una cuota de alrededor 
de $ 600 -o menos-, a través de inspecciones oculares se constata situaciones de alquiler con montos de $ 
1.800 o $ 2.800 En algunas localidades en particular y en algún momento hemos visto alquileres de $ 10.000 
o más. Cada vez que llega la información a través de la vía que sea se procura desarrollar las acciones que 
correspondan según lo que aconsejan nuestros servicios jurídicos encabezados por el doctor Gonzalo Trobo. 
Entonces, cada acción se hace en función de esas informaciones. Cuando se deja de cobrar es porque hay una 
irregularidad constatada y comprobada de tal forma que efectivamente se va a continuar con las acciones 
judiciales. Si por el contrario se aceptara el pago de esto, se estaría admitiendo que la falta no es tal y que se 
asume como natural, sabiendo que hay una falta que se sigue tolerando para este tipo de situaciones. 


Obviamente, hay en cada localidad unos cuantos problemas que a veces quien defiende termina siendo el 
hermano de quien arrienda por encargatura de terceros. Estas situaciones son difíciles, se dan en el territorio. 
Se trata de 286 localidades en las que hay presencia. Hay temas que estaban agregados a esto y que 
complicaban aún más. Por ejemplo, había viviendas con treinta años sin escriturar y por lo tanto sin 
regularizar. La política ha sido escriturar las viviendas para que la gente tenga la posesión efectiva y su libre 
disponibilidad. Entonces, se acortaron los plazos de pago y esos treinta años ahora son veinticinco. 


En todos los casos, se procura responder al interés general de los ciudadanos porque muchas veces quien está 
viviendo hoy en la vivienda le interesa tener un techo y, en realidad, lo que está haciendo bajo la forma de 
alquiler es pagar la vivienda a un tercero que por esta vía asume una diferencia económica que no 
corresponde hacer con los recursos del Estado, que son muy importantes en lo que tiene que ver con los 
subsidios. 


Con respecto al Programa "Juntos", es claro que primordialmente no es un programa de vivienda. Todos 
sabemos que la vivienda no es un componente menor en la medida que es lo que permite desarrollar y 
transitar un proceso de reincorporación, generación y descubrimiento de capacidades por parte de los 
participantes, que requiere metodologías y formas de trabajo muy pegadas que no son las que el Ministerio 
está en condiciones de desarrollar por su estructura. Estamos coordinando y profundizando los canales de 
trabajo para que efectivamente haya una concurrencia global al cumplimiento de los objetivos, es decir, 
mejorar las condiciones de vida de todos los ciudadanos de este país en el marco de las políticas públicas, 
desarrolladas por el conjunto de los Ministerios. Es importante que el Programa se fortalezca y que se 
desarrolle con la concurrencia de todos los Ministerios que tenemos algo que ver con la materia fundamental 
que se está desarrollando. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Propongo que esta parte del tema, lo planteado por el señor Diputado Sander 
y las notas que dejó como su respuesta, pasen a la Comisión de Vivienda, Ordenamiento Territorial y 
Medio Ambiente para ser particularmente estudiada. 


SEÑOR ABDALA.- Advierto que hay una lista de oradores importante con relación a temas de 
carácter general. Yo tengo consultas sobre el articulado y tengo entendido que todavía no hemos 
ingresado a él. 


Solicito que cuando lleguemos al articulado nos demos los mismos tiempos porque hay temas muy 
importantes que vienen sugeridos en la propuesta presupuestal. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Esa ha sido la tónica de trabajo. 
Aclaro que todavía no se ha comenzado a considerar el articulado. 


SEÑOR RUCKS.- Con el señor Diputado Sander habíamos mantenido alguna reunión para aclarar la 
iniciativa de la minera Gladiator en el departamento de Rivera. 


Como ustedes saben, en la minería hay tres etapas bien definidas: prospección, exploración y explotación del 
recurso. Esta minera había hecho las solicitudes correspondientes para la exploración, algo que requiere 
autorización ambiental previa. Aclaro que la etapa de exploración es básicamente de cateo. Se hace el cateo 
del recurso para poderlo dimensionar y caracterizar. Entonces, se hicieron las autorizaciones ambientales y se 
clasificó A), es decir, que tiene impactos ambientales menores. Luego se pasa a la etapa de propuesta de 
explotación. 


La empresa presentó la solicitud de clasificación de proyecto con características de extracción minera y que 
incluye la elaboración de arrabio. Esta es una primera etapa en la producción de acero que tiene un proceso 
industrial. Esto hace que la actividad tenga una característica diferente de las actividades mineras 
convencionales. Inclusive, mineras como la de Aratirí no llegan a ese nivel de elaboración industrial. Por lo 
tanto, al ser de carácter industrial requiere de una autorización en el marco del instrumento de ordenamiento 
territorial pertinente en el caso que haya sido desarrollado por el gobierno del departamento de Rivera o una 
validación ambiental de localización, denominado tradicionalmente VAL. 


Entonces, cuando se identifica que no existe autorización que permita la localización industrial en la zona, se 
pide aclaración a la empresa, lo que implica un diálogo con la Intendencia de Rivera. En este momento el 
trámite está en esa situación, es decir, en un proceso de aclaración que se pidió a la empresa y todavía no hay 
resolución de clasificación. Evidentemente, por las características de este proyecto, la clasificación será C), 
es decir, con las mayores exigencias ambientales que corresponda. De todos modos, todavía hay cierta 
indefinición por la no existencia del instrumento de ordenamiento que permita la localización industrial en el 
lugar que propone la empresa. Básicamente, esa es la situación en este momento. 


SEÑOR GONZÁLEZ.- Simplemente, solicito al señor Diputado Sander que tenga la gentileza de aportarnos 
los datos con mayor precisión a efectos de hacerle llegar la información, porque de memoria no podemos 
decirlo. 


SEÑOR GAMOU.- Está bien hacer preguntas sobre el articulado, pero aquí hubo una presentación 
general y los Diputados que estamos aquí tenemos la ocasión primordial para preguntar sobre 
determinados temas. 


Aquí hubo una intervención general sobre las políticas de ese mega Ministerio. Más allá de que las 
exposiciones han sido muy claras, tengo una pregunta de carácter general, que hace a una visión del conjunto 
del Presupuesto y del programa político del Ministerio. 


Escuché con mucha atención lo que dijo el ingeniero González con respecto al agua. Hace algunas semanas - 
tal vez hace algunos meses-, vi en la prensa el anuncio de una exportación de agua premium, de un costo muy 
elevado, desde una localidad del departamento de Lavalleja. Quiero saber si está previsto algún tipo de 
impuesto especial o de canon teniendo en cuenta que, por decisión de todos los uruguayos, el agua fue 
nacionalizada, de la misma manera que cuando se saque petróleo de Uruguay, una parte corresponderá a 
todos los uruguayos. Es más, hace poco se discutió lo relativo a los minerales como el hierro, sobre el que 
también se aplica un canon. 


Concretamente, quisiera saber cuál es el canon que percibe toda la sociedad uruguaya cuando hay una 
exportación de ese tipo. En caso de que no exista, ¿está previsto generar algún tipo de ley o de 
reglamentación similar a la de los hidrocarburos o a la de los minerales? Tengo entendido que esa agua 
premium se vende bastante más cara que el petróleo y que es mucho dinero el involucrado. 


Si el ingeniero González o las autoridades del Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio 
Ambiente desean que ese tema se trate en una Comisión específica, con mucho gusto lo haremos. 


SEÑOR GONZÁLEZ.- El cobro de canon por uso del agua -si no recuerdo mal- está previsto en el 
artículo 3” del Código de Aguas del año 1978, y está reafirmado en la Ley "Política Nacional de 
Aguas", mucho más reciente, pero nunca ha sido instrumentado 


La ley establece claramente la posibilidad del cobro del canon, pero jamás se ha instrumentado. 


Sin duda que es un tema complejo y creemos que debe ser estudiado dentro del Plan Nacional de Gestión 
Integrada de Recursos Hídricos. Hoy por hoy, para gestionar únicamente disponemos de herramientas 
reglamentarias por las que podemos sancionar o imponer multas, pero no tenemos mecanismos económicos 
que, evidentemente, son una herramienta poderosa para poder llevar adelante una buena gestión. Por lo tanto, 
reitero que es algo que debe ser estudiado. 


Esto existe en países vecinos como Brasil y recientemente se está introduciendo en otros lugares como 
Paraguay. Sin duda, es algo a estudiar. 


Con respecto al agua envasada en pequeños envases, esencialmente se trata de un producto industrial y su 
valor proviene de ahí. A la hora de la exportar, está sujeto a lo que rige para cualquier producto industrial de 
esa naturaleza, al igual que lo que se aplica para los refrescos o cualquier otra bebida. 


SEÑOR IBARRA.- En primer lugar quiero destacar el volumen de información que tenemos sobre el 
Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente. No me refiero únicamente a la 
contenida en el informe económico y financiero y a la exposición de motivos -que es muy amplia-, sino 


también al documento que nos envía el Ministerio de Economía y Finanzas, en el que seguramente 
intervino el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente sobre costos y 
fundamentaciones del articulado, que es una innovación que se introdujo el año pasado en esta 
Comisión integrada y que resulta sumamente importante. Además, figura el detalle de cada una de las 
áreas con las que trabaja el Ministerio, algo que no es común. 


Más allá de la importancia del articulado -en general lo comprendo y estoy de acuerdo-, tengo algunas dudas 
con relación a la propiedad horizontal, las conexiones a la red pública del saneamiento y las PPP, en las que 
tanto hemos trabajado. 


En el año 2011 a nivel de la opinión pública circuló información sobre la construcción del puente en la 
Laguna Garzón. Queremos tener alguna actualización al respecto porque es uno de los hitos fundamentales 
del Ministerio y de la Dinama. Estoy totalmente de acuerdo con la construcción de ese puente, más allá de 
proteger el medio ambiente y buscar las mejores formas para no lesionar la biodiversidad. No sé cómo está la 
situación en este momento. No estaría satisfecho si esto continúa demorándose, ya que su concreción es 
imprescindible, sobre todo, para el departamento de Rocha y no tanto para Maldonado, que ya está en una 
situación de pleno auge. 


Esa es la pregunta que quiero formular, más allá de valorar toda la información que ha volcado el Ministerio 
en esta Comisión a través de documentos o en forma verbal. 


SEÑOR AQUINO.- Voy a hacer dos preguntas de carácter general y una consideración sobre el 
artículo 202 de la Rendición de Cuentas. 


Empiezo con una pregunta a la Dirección Nacional de Ordenamiento Territorial sobre la Ley de 
Ordenamiento Territorial y Desarrollo Sostenible, vigente desde su publicación, el día 30 de junio de 2008, 
aunque no se hayan aprobado los instrumentos de ordenamiento territorial. El literal 1) del artículo 83 de esa 
norma prohibe que en los fraccionamientos posteriores a la vigencia de la ley existan solares de menos de 
300 metros cuadrados. En los literales e) y j) del mismo artículo -para mí en forma meridianamente clara- se 
establece que la violación a esas normas determina la nulidad absoluta del fraccionamiento. 


Sabemos también que la Ley de Ordenamiento Territorial y Desarrollo Sostenible modifica e introduce 
agregados a la Ley N* 9.515 -ley orgánica de los Gobiernos departamentales-, en tanto establece y reafirma la 
competencia de los Gobiernos departamentales en la aprobación de los fraccionamientos, creación de centros 
poblados, etcétera. 


En mi departamento, en Cerro Largo, hay fraccionamientos irregulares de larga data, ubicados en la ciudad 
de Río Branco, que se iniciaron en zonas rurales adyacentes a la planta urbana de la ciudad. Los terrenos 
están "vendiéndose" -entre comillas- a través de un proyecto de plano de fraccionamiento. Estos 
fraccionamientos después pasaron a formar parte de la zona urbana y generaron un hecho histórico, que se 
estima que afecta, al día de hoy, más de 500 solares. 


Esos planos de fraccionamiento se presentaron con posterioridad a la vigencia de la ley, y hay solares que 
tienen menos de 300 metros cuadrados. La Intendencia aprueba los fraccionamientos y, por nota, señala que 
lo hace porque se trata de situaciones anteriores a la Ley N” 18.308. Esos planos fueron inscritos por la 
Oficina de Catastro Departamental. Además, se realizaron escrituras sobre esos solares de menos de 300 
metros cuadrados pero, cuando ingresan al registro, son observadas, porque es muy claro que aunque se 
inscribieran, la nulidad absoluta del contrato no quedaría subsanada porque, a mi entender, la ley es muy 
clara en este sentido y dice que serán absolutamente nulos. 


Quiero preguntar qué opinión tiene la Dinot sobre estos temas y qué acciones tiene pensado tomar o está 
llevando adelante para el estricto cumplimiento de la ley y para enfrentar estas situaciones que están 
provocando problemas jurídicos muy graves. 


La otra consideración general que quiero hacer es sobre la Dinama. En Cerro Largo, la zona de Centurión fue 
declarada reserva departamental por decreto departamental. Posteriormente, a raíz del avance de la 

forestación y de la movilización de los pequeños productores de la zona, el Gobierno departamental de Cerro 
Largo -Intendencia y Junta- aprobaron un decreto de no innovar, primero por un tiempo acotado y, luego, por 


un tiempo más extenso, a fin de tratar de generar las condiciones para incorporar parte de esta zona al 
Sistema Nacional de Áreas Protegidas de Uruguay. La pregunta es si la Dinama tiene la información de si el 
Gobierno departamental inició el proceso para la inclusión en el sistema y, en caso de haberlo hecho, en qué 
etapa está. 


SEÑOR MINISTRO DE VIVIENDA, ORDENAMIENTO TERRITORIAL Y MEDIO AMBIENTE.- 
En cuanto a la pregunta relativa al puente sobre la Laguna Garzón quiero decir, concretamente, que el 
trámite está a la espera de la información que debe presentar el Ministerio de Transporte y Obras 
Públicas, a los efectos de poder dar continuidad al análisis de este tema. 


Con respecto a lo planteado sobre los problemas suscitados en algunos departamentos por algunos 
fraccionamientos o negocios que se han hecho -que claramente no responden ciento por ciento a lo que 
previó la Ley de Ordenamiento Territorial y Desarrollo Sostenible-, como lo anunciáramos hace quince días, 
en ocasión de concurrir a la Comisión de Vivienda, Territorio y Medio Ambiente, hemos elaborado un 
proyecto de ley -que aspiramos que ingrese esta semana al Poder Legislativo- que tiende a reafirmar los 
conceptos de la ley, pero asumiendo las realidades que se han suscitado en el ínterin que va desde el 18 de 
junio de 2008 al 1* de julio del presente año. 


Este tema se ha puesto de manifiesto en el Congreso de Intendentes. Hemos estado en comunicación con los 
Intendentes y, en función de ello y de las preocupaciones que nos hicieron llegar varios legisladores, 
esperamos que esta semana el proyecto llegue al Poder Legislativo. De hecho, no introdujimos estos artículos 
en la Rendición de Cuentas sino que lo planteamos como un proyecto particular porque, si hay acuerdo y 
puede resolverse antes, no tendremos que esperar la aprobación de la Rendición de Cuentas, lo que alejaría 
más la posibilidad de regularizar estas situaciones. 


Con respecto a la tercera pregunta, relativa a Paso del Centurión, me gustaría ceder la palabra al Director 
Nacional de Medio Ambiente. 


SEÑOR RUCKS.- Efectivamente, el área de Paso del Centurión fue presentada a la Dinama, en el marco del 
Provides, por parte del representante de la Intendencia de Cerro Largo. Como esta zona no estaba incluida en 
el plan de mediano plazo que plantea las áreas a integrar al Sistema, su incorporación tiene un trámite de 
análisis más lento. 


La Dinama conformó un grupo de trabajo que fue a la zona para definir la delimitación que se establecerá en 
la propuesta a elevar a la Comisión Nacional Asesora del Sistema de Áreas Protegidas. Trabajó con la 
Intendencia en las definiciones tanto de un área primaria núcleo como de un área adyacente a proteger, y está 
trabajando en su caracterización 


Como decía, esta zona no integra el Sistema ni está dentro del plan de mediano plazo, pero sí está la 
iniciativa de la Intendencia de Cerro Largo al respecto. Por lo tanto, está siendo considerada y va a ser 
incorporada en la medida de las capacidades que se vayan identificando para poder administrar el área. 


En este sentido, planteamos algunos requerimientos importantes tales como atender al aporte que harán las 
Intendencias y las organizaciones privadas -ONG-, dado que el Sistema Nacional está creciendo y la 
incorporación de nuevas áreas tiene un tope relacionado con las capacidades institucionales. Reitero: este es 
un tema nuevo, están ingresando muchas áreas y es importante tener claro cuál es el aporte que harán tanto 
los gobiernos departamentales como la sociedad civil. 


Esa es la situación concreta que tenemos en este momento. 


SEÑOR PÉREZ GONZÁLEZ.- Quiero realizar una consulta a la Directora Etcheverry acerca de una 
Comisión que se formó el año pasado para atender la situación de veinte complejos habitacionales que 
hay en el país, que están atravesando una circunstancia bastante complicada; esto se enmarca en la 
regularización de infinidad de complejos que tienen problemas de distinto origen. Uno de ellos está en 
la ciudad de San Carlos, pero me consta que hay diecinueve más en el resto del país que están en las 
mismas condiciones; son más de cien viviendas. Sé que hay voluntad de parte del Municipio de la 
ciudad, de la Jefatura de Policía y de la Dirección de viviendas local para trabajar en este sentido; 
todos los actores están dispuestos a colaborar. También sé que el doctor Traversa es el responsable de 


esa Comisión y que se ha hecho un relevamiento de ese complejo. Simplemente, quiero saber si ha 
habido algún avance y si está previsto el tiempo de resolución de esta problemática. 


Los vecinos están ansiosos porque saben que se está considerando el tema y que es posible encontrar una 
salida. Como hace muchísimos años que están en una situación incierta, ahora están ansiosos por saber 
cuándo les toca a ellos. 


Este tema es complejo, pero si hay alguna información al respecto, me gustaría conocerla. 


SEÑOR BEROJIS.- En primer lugar, pido disculpas por llegar tarde; como vengo del pueblo, no pude 
asistir a parte de la exposición del Ministerio. 


Además, quiero felicitar al señor Ministro, ya que no pude hacerlo cuando asumió el cargo. Conocemos el 
muy buen trabajo que hizo en su anterior destino y queremos felicitarlo personalmente. Por supuesto, 
también damos la bienvenida a los demás jerarcas del Ministerio. 


Voy a formular algunas preguntas puntuales. 


Con respecto a las cooperativas de ayuda mutua, sé que hicieron un acuerdo con Fucvam y quisiera saber 
cómo se llegó a él, en qué consiste y cuál es el monto de la deuda. Si no tienen esta información, no hay 
problema; después me la envían. 


En cuanto a lo que dijo el señor Diputado Aquino, sé cómo es la situación, sé que el Congreso de Intendentes 
envió o va a enviar un proyecto de ley, sé el trabajo que se está haciendo en la Comisión de Vivienda, sé la 
contienda de competencias que hay en la interpretación de la ley de ordenamiento territorial con respecto a 
algunas Intendencias y al Registro de la Propiedad, y sé cómo se está trabajando. Nosotros también tenemos 
un proyecto de ley con respecto a este tema, pero lo mantenemos en espera hasta conocer las soluciones que 
pueda haber en materia de vivienda y el trabajo que se está haciendo. 


Quiero hacer una consulta porque no interpretamos el gasto de inversión. El Fondo Nacional de Vivienda 
utiliza más o menos un 70% en viviendas, en inmuebles, y un 30% -según surge de los informes que tengo- 
en gastos de funcionamiento y bienes de consumo. ¿Es exactamente así la distribución del gasto en el Fondo 
Nacional de Vivienda? 


La otra pregunta puntual tiene que ver con el artículo 225 de la última Rendición de Cuentas, que faculta a 
los Gobiernos departamentales a categorizar como urbanos y suburbanos aquellos inmuebles registrados con 
anterioridad a la Ley N* 18.308. Quiero saber en qué situación está este tema tan importante y si se ha podido 
avanzar. 


SEÑOR BANGO.- Damos la bienvenida al equipo del Ministerio de Vivienda, Ordenamiento 
Territorial y Medio Ambiente. 


Mi pregunta va dirigida a la Dinama y tiene que ver con el Sistema Nacional de Áreas Protegidas del 
Uruguay. Nos constan los avances que ha hecho la Dinama en este sentido. Como recién señalaba el Director 
Rucks, existe una demanda importante, pero por suerte es respaldada con una gestión muy buena y 
profesional, que reconocemos 


A cuenta de los dilemas de crecimiento planteados, quiero recordar que la ley de creación del Sistema 
Nacional de Áreas Protegidas del Uruguay establece la formación de un fondo. El problema es que ese fondo 
no se ha integrado nunca; pasan las Rendiciones de Cuentas y las leyes de Presupuesto, y ese fondo sigue sin 
integrarse. ¿Esto se debe a aspectos netamente fiscales, a que no está definido con qué aportes se va a 
integrar, o hay alguna otra razón que impida la concreción de este fondo, que permitirá un desarrollo más 
eficaz del Sistema Nacional de Áreas Protegidas? 


Desde ya agradecemos toda la información que nos están brindando en el día de hoy. 


SEÑOR MUJICA.- Sobre el artículo 211, que refiere a las obras que se realicen en el marco de un 
contrato de participación público privada, quisiera saber si es una necesidad que surge de alguno de 


los proyectos, si se hace por previsión con respecto a alguno o si es algo genérico que se desea 
incorporar. 


SEÑORA ETCHEVERRY.- Respecto a los complejos, debo decir que se trata de un conjunto de 
diecinueve, la mayoría de los cuales tienen más de quince años y forman parte de los antiguos PPT que 
ejecutaba el Banco Hipotecario, que pasaron a la órbita del Ministerio de Vivienda, Ordenamiento 
Territorial y Medio Ambiente. En esos diecinueve complejos hay un universo de dificultades entre las 
que se individualizan las regularizaciones respecto a finales de obra, planos de propiedad horizontal, 
reglamentos de propiedad, etcétera, a los que se ha venido dando solución. En este marco, en casi todos 
los complejos se aprobaron los reglamentos de copropiedad y se está avanzando rápidamente en la 
escrituración. Por lo tanto, se ha logrado la regulación y la conformación de las comisiones 
administradoras en muchos de los complejos. De hecho, en el caso de Paysandú está prevista la 
escrituración de cuatro de los complejos Broncis. 


Asimismo, se han priorizado tres complejos porque tienen problemáticas sociales tangibles que hay que 
atender. Me refiero a los de Valdeolmos, en Maldonado; Valdearcos, en Canelones, y San Francisco en 
Lavalleja. Para esto, la comisión que ha venido trabajando dictó la resolución ministerial que habilita que 
parte del ahorro previo de las familias se pueda destinar al pago de honorarios de los escribanos, a fin de 
facilitar el proceso de escrituración. Por otro lado, el Ministerio va a sanear parte de las deudas de gastos 
comunes de estos complejos, para que se pueda solucionar lo que tiene que ver con el servicio individual de 
agua potable. 


Este procedimiento nos exige tener claro cuáles son las familias que están residiendo y si son las que tienen 
la adjudicación original del subsidio. Recordemos que en estos casos había tres niveles de subsidio: la 
consideración de núcleo básico, con un aporte de 2 unidades reajustables durante cinco años; un nivel de 
subsidio 1, que implicaba aportar 120 unidades reajustables durante quince años, y un nivel de subsidio 2, 
que establecía el aporte de 6 unidades reajustables por mes. En este marco también hay que verificar que no 
existan construcciones irregulares, que es lo que sucede particularmente en el complejo de Valdearcos. Ya se 
hizo el relevamiento, lo que implicó visitar cada una de las familias para verificar si es de los adjudicatarios 
originales y si su situación actual de ingresos coincide con el nivel de subsidio otorgado originalmente, a fin 
de contemplar las distintas situaciones. Lo que queremos es regularizar y, sobre todo, garantizar la 
permanencia de las familias en la vivienda. Esto también exige que se resuelva la situación de las 
construcciones irregulares, para poder escriturar de acuerdo con las inscripciones de los padrones. En este 
complejo en particular hay algunas construcciones que están obstruyendo pasajes comunes y escaleras. 


Estimamos que en este semestre estaremos dando respuesta efectiva a la problemática de los tres complejos 
que mencioné, así como a los de Paysandú y Colonia. Es un plan de acción que lleva su tiempo de gestión. 
Fundamentalmente, trabajamos con las familias para que conformen las comisiones administradoras, a fin de 
que se involucre y le den celeridad a la solución definitiva. 


Con respecto a las cooperativas de ayuda mutua debo decir que durante 2011 se pudo culminar un proceso de 
negociación que se había iniciado en el período pasado con las cooperativas que habían entrado en cesación 
de pagos entre los años 2000 y 2002. Muchas de esas cooperativas integran el fideicomiso que es propiedad 
del Ministerio de Economía y Finanzas y que administra la Agencia Nacional de Vivienda como parte de la 
participación del Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente en el marco de su 
competencia como constructor de la política pública de vivienda. Este acuerdo implicó analizar cada una de 
las 101 cooperativas por ayuda mutua de usuarios que integraban ese fideicomiso -la mayoría está afiliada a 
Fuevam-, considerando el préstamo original, el proceso amortizante cumplido hasta el momento en que se 
decreta la cesación de pagos y el saldo de deuda, de manera de establecer algunas bonificaciones. Esto 
permitió que en los dos meses y medio que lleva el acuerdo -entre el 15 de abril y principios de junio-, que 
implicó repasar las carpetas de cada una de las cooperativas, en un trabajo conjunto entre el Banco 
Hipotecario y la Agencia Nacional de Vivienda, se comenzara con la entrega a cuenta y se reiniciara el 
proceso de pago y recupero de las cooperativas, que está en el entorno de los US$ 7:000.000 como cuota 
cero. Los números totales y los montos de cada una, que se establecen en función del plazo que corresponde 
para terminar el proceso de amortización y la escrituración final, varía en cada cooperativa en función de la 
cantidad de unidades y los años de antigúedad. Podemos enviar la documentación con todos los números; la 
información es bastante extensa por la importante cartera de que se trata. 


SEÑOR MINISTRO DE VIVIENDA, ORDENAMIENTO TERRITORIAL Y MEDIO AMBIENTE.- 
Aclaro que los porcentajes entre inversión y funcionamiento no son los que mencionó el Diputado; 
debe haber algún problema de expresión o de interpretación. Todo es proyecto de inversión para 
nosotros. 


En cuanto al artículo 225, que refiere concretamente a las tierras que son propiedad de Mevir, puedo decir 
que ha funcionado positivamente. En algunos departamentos se ha hecho la totalidad de la gestión en 
veinticinco días, entre que se expresa la iniciativa por parte de Mevir y el momento en que el gobierno 
departamental lo resuelve. Se trata de un instrumento que ha permitido avanzar en la definición de programas 
mientras se elabora el resto por parte de los gobiernos. 


Con relación a la inquietud planteada por el señor Diputado Bango puedo decir que se busca la mejor la 
manera de compatibilizar con el resto del Estado la forma de llevar esto a la práctica. Esto no depende 
solamente de nuestra Cartera, sino también del Ministerio de Economía y Finanzas, porque hay razones que 
hacen a las políticas económica y fiscal. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se pasa a considerar los artículos 198 a 211 inclusive, que corresponden al 
Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente. 


SEÑOR MINISTRO DE VIVIENDA, ORDENAMIENTO TERRITORIAL Y MEDIO AMBIENTE.- 
Voy a realizar comentarios sobre cada uno de ellos. 


A los dos primeros, que tienen cuantificación económica, se va a referir la Directora Nacional de Vivienda, 
arquitecta Lucía Etcheverry y, sobre el artículo 199 hará algunos comentarios el Director de Dinama, 
arquitecto Jorge Rucks. 


SEÑORA ETCHEVERRY. En el artículo 198 está planteada una financiación de Rentas Generales de 
$ 100:000.000 como partida anual. Estamos planteando que este refuerzo presupuestal sea destinado a 
aquellos programas que se apoyan en las capacidades de organización de la población y en los que 
tenemos mayor demanda registrada en todo el territorio nacional, fundamentalmente, el sistema 
cooperativo. 


Tenemos como antecedentes que en el año 2010 se presentaban 32 o 34 cooperativas a cada uno de los 
llamados. En el año 2011, hay un crecimiento significativo y sostenido de este sistema, con más de siete mil 
familias que se han organizado y cuya demanda ya está ingresada en el Ministerio de Vivienda, 
Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente y en la Agencia Nacional de Vivienda. Estos recursos 
permitirían dar respuesta a esa población ya organizada y registrada, gestionando rápidamente viviendas 
nuevas. 


SEÑOR RUCKS.- El artículo 199 tiene relación con un tema que planteamos en el informe de 
actividades de 2011, que es la situación que enfrenta la Dinama con relación al personal disponible 
para las áreas de evaluación de impacto ambiental y de control ambiental pero que, de alguna manera, 
inciden en la estructura dado que, por ejemplo, tanto evaluación como control dependen de laboratorio 
y de aspectos administrativos para que funcionen con la solvencia necesaria. En ese sentido, la Dinama 
no estaba dimensionada para el incremento de solicitudes de evaluación de proyectos que ha debido 
enfrentar en los últimos años. 


Hoy mencionaba el incremento sustantivo que habíamos tenido en 2011 con respecto al año anterior en 
cuanto a proyectos ingresados a la Dinama y a su vez la complejidad de los mismos. Pasamos de 30 a 71 
proyectos que requieren de estudios de impacto ambiental, clasificados en categoría B o C. Evidentemente, 
ese aumento no fue acompañado con el incremento de personal necesario para poder evaluar en calidad y con 
los tiempos lógicos que implica la evaluación ambiental que, como sabemos, es una acción al final del 
proceso de aprobación de proyectos. Por lo tanto, las empresas tienen un particular interés en que ese proceso 
sea rápido y en condiciones que se ajusten a las oportunidades del mercado o de los negocios. En ese sentido, 
la propuesta que se hace es, básicamente, para el incremento de personal, ya que permitiría absorber, 


fundamentalmente, aquellas capacidades que hoy hemos tenido que absorber a través de un proyecto del 
BID, y que termina el próximo año. 


De manera que la fundamentación es esta que hemos planteando, y el dimensionamiento se basa en las obras 
necesarias para la evaluación y control de proyecto, con un número estimado -según un promedio de los 
proyectos a evaluar durante los últimos años— en alrededor de 280 iniciativas presentadas. Sobre esa base se 
definieron los promedios que actualmente lleva la aprobación normal de un proyecto, y el dimensionamiento 
responde a esa necesidad. 


SEÑOR PÉREZ GONZÁLEZ.- En el artículo 198 se habla de dar respuesta a la demanda de las 
soluciones habitacionales, sobre todo, en el tema cooperativo. 


Quisiera saber si, desde el punto de vista económico, hay establecido algún criterio de distribución territorial 
de esos recursos o todavía no hay un plan en ese sentido. Pregunto esto porque la demanda es en todo el país. 


SEÑORA ETCHEVERRY.- Actualmente, de 2.500 viviendas que están en obra en el sistema 
cooperativo, 1.600 son en el interior de país. Hoy decíamos que es un proceso que se viene revirtiendo. 
El sistema cooperativo se concentró fundamentalmente en la capital del país y hoy se ha extendido a lo 
largo y ancho de todo el territorio nacional. 


De las 7.900 familias que están organizadas en el sistema cooperativo y que hoy están registradas en el 
Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, 5.300 son del interior. Esto marca la 
afirmación que hacíamos al principio. 


Uno de los dos programas cooperativos que están vigentes en el Ministerio tiene -porque favorece y estimula 
la integración y la inclusión de sistemas constructivos no tradicionales— la previsión de una distribución 
presupuestal, de acuerdo con la cantidad de cooperativas que estén radicadas en cada uno de las regiones, 
estableciendo, por tanto, una distribución presupuestal acorde con la predominancia, según la cantidad de 
cooperativas por departamento. 


SEÑOR OTEGUI.- Con respecto a este mismo tema, quisiera saber si hay aprobados sistemas 
constructivos no tradicionales y, de ser así, cuáles son. 


SEÑORA ETCHEVERRY.- Quiero hacer una precisión: los sistemas constructivos no tradicionales 
pueden ser o no utilizados por los sistemas cooperativos. 


El Ministerio ha tenido una política de incentivo y estimulación para los sistemas constructivos no 
tradicionales, generando para un documento, junto con la Facultad de Arquitectura, el Laboratorio 
Tecnológico del Uruguay, Unit y la Cámara de Industrias del Uruguay, que establece los requerimientos y la 
evaluación de las especificaciones técnicas para avalarlos. Por lo tanto, podrán ser o no utilizados por 
cooperativas o empresas constructoras en general. Inclusive, debido a la ley sobre inversiones hay iniciativas 
privadas que están utilizando sistemas constructivos no tradicionales. 


En el marco del procedimiento del otorgamiento de certificados técnicos para que estos sistemas puedan ser 
utilizados -ya sea por empresas o por el sistema cooperativo-, tenemos una Comisión asesora en la Dinavi y 
un comité evaluador, integrado por la Cámara de Industrias del Uruguay, la Liga de la Construcción del 
Uruguay, la Cámara de la Construcción del Uruguay, el LATU, UNIT y la Facultad de Arquitectura. Ya hay 
ocho sistemas en gestión que han logrado el informe técnico favorable de la Facultad de Arquitectura, a 
través del Instituto de la Construcción. Asimismo, hay dos sistemas, de los cuales uno ya tiene aprobada la 
certificación y está en obra -es un sistema de raíz italiana-; otro, está en la etapa final, que son 
procedimientos administrativos, y que terminaría en los próximos quince días. Lo restantes están en el 
procedimiento que se establece. 


SEÑOR ABDALA.- Con respecto al artículo 199, me interesa saber cuál será el destino de esta partida, 
de qué manera se va a procesar y con qué dirección, lo que aquí se denomina reestructura de puestos 
de trabajo de la DINAMA. 


Pregunto esto porque hay que ubicarlo en un determinado contexto, ya que recientemente fue motivo de 
preocupación parlamentaria en el ámbito de la Comisión de Legislación del Trabajo las dificultades que 
existieron -no sé si siguen existiendo- entre el sindicato de los funcionarios del Ministerio y las jerarquías, 
especialmente en aspectos que tienen que ver con la reestructura interna del organismo y, muy 
particularmente, con la situación imperante en la Dirección Nacional de Medio Ambiente, más allá de que los 
funcionarios -es bueno ponerlo de manifiesto- expresaron la buena relación personal que mantienen con el 
señor Director. Sin perjuicio de ello, entre otras cosas, oportunamente se denunció la circunstancia de que la 
reestructura que se aprobó en la Ley de Presupuesto dio lugar a una negociación entre las jerarquías y los 
trabajadores, entre la Administración y los trabajadores que naufragó o, por lo menos, no terminó en ninguna 
conclusión concreta y específica. 


Por otro lado, sin embargo, avanzó una suerte de reestructura -así se nos trasmitió en la Comisión de 
Legislación del Trabajo- coordinada, precisamente, por consultores o técnicos del Banco Interamericano de 
Desarrollo que supuestamente incluiría a la Dinama, a la Dinot y a la Dinagua, tres de las direcciones que 
componen el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente. Advierto que en esto hay 
aristas distintas con relación a un mismo tema, es el mismo Ministerio y la misma Dirección Nacional de 
Medio Ambiente. 


Además, según tenemos entendido, en la Dirección Nacional de Medio Ambiente, hay un número muy 
importante de contratos realizados a través de los proyectos financiados con recursos externos; en este 
momento, hay más de setenta contratos, lo que representa una suma similar o prácticamente igual a la de 
funcionarios presupuestados. Los trabajadores, entre otras cosas -esto le consta al señor Director porque lo 
hemos discutido con él-, en su momento denunciaron que los funcionarios contratados por proyecto, como se 
dice comúnmente, no solo se dedicaban o se dedican al cumplimiento de las tareas inherentes al proyecto 
respectivo, sino que han venido ganando espacios, responsabilidades, cometidos y tareas dentro de la propia 
estructura de la Dinama -en el caso de esta Dirección- y, al mismo tiempo, en otras reparticiones del 
Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente. 


Quisiera que se nos clarificara qué es lo que se va a hacer, porque, por un lado, el artículo 600 de la Ley de 
Presupuesto Nacional estableció una partida de $ 36:000.000 a los efectos de financiar lo que sería la 
reestructura organizativa al amparo o en el marco de la experiencia piloto que representaría el Ministerio de 
Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente -eso se aprobó; se supone que está vigente y que se 
ejecutó o debió haberse ejecutado a lo largo del año 2011, por el que hoy estamos rindiendo cuentas- pero, 
por otro lado, es notorio que en el caso de la Dirección Nacional de Medio Ambiente se da la situación que 
acabo de describir. Aparentemente, en 2011 se había trabajado en una reestructura distinta, según dicen los 
funcionarios, en función, reitero, de los consultores del BID o en el marco de los proyectos internacionales. 
Al mismo tiempo, esto se da en un escenario de participación muy importante de técnicos, profesionales de 
distintas especialidades que habrían sido contratados por proyectos internacionales, pero que estarían 
enquistados en la estructura de la Dinama. Y ahora aparece en forma sorpresiva -para nosotros, naturalmente 
que nos venimos a notificar de esto cuando llega el Mensaje al Parlamento- que se propone una reestructura 
pero no ya para el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente como había 
establecido el artículo 600 de la Ley de Presupuesto -específicamente para la Dinama-, pues establece la 
posibilidad de que por esta partida se contraten recursos humanos que se consideren imprescindibles. 


Realmente, es un cuadro muy complejo por lo que pediría que se nos aclarara, se nos dieran datos más 
concretos y específicos acerca de cuál es el estado de situación y hacía dónde se estaba caminando. Es decir, 
qué va a pasar con aquellos funcionarios contratados por proyecto. Se dice que se van a hacer nuevas 
contrataciones, quisiera saber sobre quiénes van a recaer. 


Quisiera saber cuál es la reestructura hacia la que se supone el Ministerio o la Dinama está caminando en 
función de los pasos que se hayan venido dando. Reitero que hubo una negociación con los trabajadores en el 
marco de aquel primer intento de la Ley de Presupuesto, pero por lo visto, eso después quedó por el camino 
y, al mismo tiempo, habría existido -a nivel del gabinete ambiental, según se dice- un proyecto de 
reestructura que no cuenta con la participación de los funcionarios, porque no negociaron eso, por lo tanto no 
lo legitiman, pero repentinamente aparece una especie de replanteo o de empezar de nuevo. 


Francamente, es bastante difícil entender cuál es el camino que se viene siguiendo. Por eso queremos que se 
nos dé una información más precisa y concreta, más allá de lo que surge del artículo 199. 


(Ocupa la Presidencia el señor Representante Asti) 


SEÑOR BEROIS QUINTEROS.- En la fundamentación del articulado que tenemos presente se 
establece la necesidad de cuarenta cargos. En ese caso, quisiera saber si este artículo necesita mayoría 
especial. 


SEÑOR RUCKS.- Se trata de un tema que se maneja exactamente en el término de los trabajos que se 
vienen realizando en el Ministerio. Quiero aclarar que la solicitud de estos cargos está relacionada 
estrictamente con áreas existentes en el Ministerio y, como expresé al inicio, a la División de Evaluación 
de Impacto Ambiental y a la División Control y Desempeño Ambiental, las dos direcciones que han 
significado un cuello de botella en la posibilidad de aprobación y que generaron lo que decíamos en el 
informe del año 2011, un plan de contingencia para poder solucionar los atrasos que la Dinama tenía 
en la aprobación de proyectos. 


A través de esta propuesta no estamos incluyendo aspectos de fortalecimiento o relacionados a una 
reestructura dentro de la Dinama. Estrictamente, dentro de la estructura actual de esta Dirección es que de 
alguna manera, como decíamos, esas dos áreas específicamente, ante la necesidad de algún administrativo 
pueden ser permeables, como así fue considerado. Asimismo, ante algún refortalecimiento de laboratorio, 
todas las tareas de control requieren de mayor número de análisis. 


De manera que no hace a la reestructura y está condicionado, precisamente, a la reestructura que pueda tener 
lugar a partir de los trabajos que se vienen realizando, ya sea por proyectos piloto del Estado, como con los 
aportes de asistencia que el proyecto BID está realizando para definir una forma de organización que pudiera 
ser diferente a la actual pero que no está definida en este momento. 


Durante este período está prevista la celebración de contratos temporales de Derecho Público, pero va a estar 
condicionado a formas de estructuras que a futuro se ajusten a esta situación. 


En términos generales, para brindar tranquilidad, con respecto a las relaciones de trabajo con los 
funcionarios, esto no afecta aquellos planteos que han hecho que implicaban cambios o modificaciones en un 
proceso de reestructura. 


SEÑOR SIRI.- El mecanismo al que se acude es el que ya está previsto en la Ley de Presupuesto a 
través de la herramienta legal del contrato temporal de Derecho Público. Mientras tanto, se gestiona y 
se sustancia todo el proceso que tiene que ver con la definición del Sistema Nacional Ambiental. La 
otra salida era crear directamente los cargos en este proyecto de ley de Rendición de Cuentas, pero 
consideramos que haciendo uso, reitero, del mismo instrumento que ya se utilizó en la Ley de 
Presupuesto con el artículo que leyó hace unos minutos el señor Diputado, como estaba previsto para 
todo el Ministerio, hoy por hoy y ante las necesidades urgentes que acaba de explicar el arquitecto 
Rucks, simplemente se acota a la Dirección Nacional de Medio Ambiente y para la contratación a 
través de la ventanilla única ya implementada en este sistema de contratos temporales de Derecho 
Público. Posteriormente, su plazo de duración va a estar limitado por el propio plazo o por la 
reestructura que esperamos concretar y plasmar al más corto plazo. 


SEÑOR ABDALA.- Francamente, las respuestas que recibimos nos inducen a una confusión mayor -lo digo 
con toda honestidad-, porque ahora parecería que no se trata de la reestructura de la Dinama, sino de algunos 
aspectos de su competencia. Ahora bien, eso no es lo que dice literalmente el artículo. Acá se habla de 
financiar la reestructura de puestos de trabajo de la Dirección Nacional de Medio Ambiente; después, se le 
daría prioridad a determinados aspectos, como fortalecer la capacidad técnica, etcétera. En todo caso, eso 
forma parte del fundamento del objetivo, o del estilo de solución que se pretende perseguir. Pero la solución 
está referida a la Dirección. 


Entonces, sería interesante saber qué ha habido en materia de reestructura tanto del Ministerio como de la 
propia Dirección Nacional de Medio Ambiente; en una palabra, en qué está la experiencia piloto del 
Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente como parte de lo que se llamó "reforma 
del Estado": con ese sentido se nos pidió el voto en el año 2010 cuando aprobamos el Presupuesto. Los 
trabajadores han dicho aquí que se negoció, que se avanzó y que se llegó a determinadas conclusiones, pero 


que después habrían quedado sin efecto o supuestamente habrían sido descartadas. No sé si esto es así; 
simplemente, estoy transmitiendo la información que recibimos. 


Por otro lado, también se nos dice que se avanzó en una reestructura de medio ambiente, pero no sería esto 
que viene ahora, que es algo nuevo, distinto. ¿Se avanzó o no en una reestructura de medio ambiente más 
general que la que ahora se nos viene a trasmitir aquí en la instancia de la Rendición de Cuentas? 
Francamente, esto es difícil de entender para quienes no estamos en el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento 
Territorial y Medio Ambiente, sino en el Parlamento, y nos enfrentamos a los planteos que estamos 
recibiendo. 


Asimismo, me interesaría saber -si es que tienen una idea en este sentido- cuántos contratos serían necesarios 
para instrumentar esto. Porque tampoco se me contestó, pero tengo entendido que en Medio Ambiente se han 
realizado contrataciones de manera importante. Yo recién mencioné la cifra de más de setenta contratos en lo 
que va del Período, lo que representaría una segunda Dirección Nacional de Medio Ambiente que se suma a 
la que conforma la estructura presupuestal que, según tengo entendido, tiene unos setenta técnicos contra 
otros setenta que habrían sido contratados durante el último año y medio o los últimos dos años. A eso ahora 
le agregamos más contratos, supuestamente, para reestructurar lo que hace al control ambiental. Ahora bien, 
¿con lo que hay no alcanza? Sinceramente, esto es difícil de entender. 


Entonces, por lo menos pediría que se despejaran algunas cosas. ¿Hay reestructura del Ministerio? ¿Va a 
haber o no va a haber? Porque los rubros se aprobaron, y se supone que se utilizaron; o capaz que no se 
utilizaron. ¿Hubo reestructura de la Dirección Nacional de Medio Ambiente, aparte de lo que se dice aquí, o 
no la hubo? ¿Se negoció o no se negoció? ¿Se proyectó? Los trabajadores trajeron un bibliorato que, 
supuestamente, contenía una reestructura de la Dinama; eso lo sabe el Director de Medio Ambiente, porque 
lo estuvimos analizando en la Comisión de Legislación del Trabajo. Es muy importante saber esto para poder 
aquilatar realmente el alcance de este artículo y, sobre todo, su justificación. 


En fin, las autoridades sabrán hasta donde pueden o deben informarnos. 


SEÑOR MINISTRO DE VIVIENDA, ORDENAMIENTO TERRITORIAL Y MEDIO AMBIENTE.- 
Hay que diferenciar dos cosas. El artículo 199 refiere a las necesidades de contar con mayor personal, 
en la medida en que hay una situación inédita para el país por lo que significa el tratamiento de 
emprendimientos. Al principio de la sesión, cuando se hacía el recuento de cuáles eran las solicitudes 
que había tenido el Ministerio desde el punto de vista del tratamiento de emprendimientos -quizá, el 
señor Diputado Abdala no estaba en Sala en ese momento—, el Director Rucks informaba que en 2010 
hubo doscientos setenta y cinco solicitudes, de las cuales treinta habían sido categorizadas como B y C, 
que en 2011 habían entrado trescientos treinta, y que había setenta y uno categorizados como B y C, 
con lo que esto implica desde el punto de vista del incremento del trabajo. 


En el artículo 199 se plantea generar las capacidades para dar respuesta a esta necesidad, hasta tanto no 
hayamos podido concluir con un proceso de reestructura. Cuando uno se propone una reestructura debe tener 
en cuenta que se trata de un proceso y, como tal, es bastante difícil poner día y hora de culminación y de 
comienzo de su aplicación. Además, sin duda que en los procesos de reestructura todo el mundo se siente en 
una situación inestable, y esas cosas provocan ruido. Por lo tanto, los procesos de reestructura deben de ser 
conducidos con los tiempos necesarios para desarrollarse; y en eso es en lo que se está. 


Este artículo plantea la necesidad de producir más y para ello no alcanzan los recursos. Entonces, hasta tanto 
no tengamos el diseño completo de los puestos de trabajo que implica la reestructura, habilitemos la 
posibilidad de contratación para ir atendiendo las inquietudes de actores públicos y privados que se presentan 
ante la Dinama -que requieren respuestas al menor plazo posible- y para que haya compatibilidad con el 
desarrollo de los emprendimientos. 


SEÑOR BERNINI.- Quisiera hacer una reflexión política. En reiteradas oportunidades todos los 
partidos políticos que tenemos representación en el Parlamento hemos acordado la necesidad del 
fortalecimiento de las políticas, los controles, las autorizaciones, el refuerzo de las políticas para el 
cuidado del medio ambiente. Este tema no ha tenido más opiniones que esa. A esto debemos sumar que 
el mecanismo que se propone es el de contratos a término -tal cual lo hemos regulado a partir de la 
iniciativa del Poder Ejecutivo de la Rendición de Cuentas pasada-, para evitar la multiplicidad de 


contratos que se han dado históricamente en la Administración y que desvirtuaron su naturaleza; en 
ese sentido, se plantea una simplificación. Y también debemos agregar que el ingreso de estas personas 
se va a dar con el máximo de transparencia y cristalinidad, a partir de lo que significa la ventanilla 
única, algo que también fue votado en la Rendición de Cuentas pasada. En este sentido, se elaboró un 
decreto que otorga absoluta transparencia a la forma de ingreso. Con la suma de estos fundamentos, 
más lo que acaba de decir el señor Ministro, por lo menos a la bancada del Frente Amplio le queda 
absolutamente claro cuál es el camino, por qué y para qué se necesitan estos recursos. En definitiva, 
siendo coherentes con lo que sistemáticamente ha sido nuestra opinión -e, insisto, la de todas las 
fuerzas políticas que integramos el Parlamento-, es imprescindible que aprobemos estos recursos para 
facilitar el ingreso de estos trabajadores técnicos, que van a tener una tarea muy importante, y que van 
a contribuir precisamente a fortalecer las políticas concretas de nuestro país en materia del cuidado del 
medio ambiente. 


Muchas gracias. 
SEÑOR RODRÍGUEZ.- Agradecemos a la Comisión por permitirnos participar en este ámbito. 


Quisiéramos dejar una constancia en el mismo rumbo de lo que decía el Diputado Bernini. Si es correcta la 
información que tenemos, los contratos de muchos técnicos que están contratados por el BID, y están 
trabajando en la Dinama, van a tener un término de vencimiento, de tal manera que no se puede entender que 
estos recursos que se van a estar votando en la Rendición de Cuentas se van a agregar a lo que ya existe: en 
parte van a sustituir a los contratos que hoy están vigentes. No sé si me explico. Digo esto porque, quizá, se 
haga una lectura distorsionada y se piense que vamos a acumular una cantidad indefinida de técnicos. En 
definitiva, esto va a reforzar el plantel que se tiene pero, en realidad, estos recursos van a entrar en vigencia 
el próximo año cuando los contratos BID estén venciendo. 


Quisiera preguntar al Director Rucks y al Ministro, si la lectura que estamos haciendo es correcta, porque me 
parece que también ayuda a entender que, en definitiva, no es una acumulación abundante de recursos, sino 
que se trata de sostener un plantel, que en alguna medida ya está trabajando y, eventualmente, de reforzarlo. 


Muchas gracias. 


SEÑOR ABDALA.- Creo que a esta altura del intercambio no puede pretenderse mucho más en cuanto a 
extraer fundamentos o informaciones de parte de las autoridades, que han intentado explicar esto que para 
nosotros sigue siendo confuso. 


Este artículo, en todo caso, está planteado en términos de reestructurar la Dirección. Si la necesidad fuera de 
más personal, nosotros hemos analizado y aprobado proyectos de disposiciones referidos a distintos Incisos 
en los que se proponía una partida para contratar en régimen de derecho público o por la figura que fuera. 
Aquí me parece que se escoge una vía oblicua, no sé muy bien por qué, ya que detrás de la pantalla de la 
reestructura de la Dinama venimos a descubrir que, en realidad, lo que se necesita es más gente. Yo no tengo 
muy claro que se necesite es más gente. Todos compartimos la necesidad de fortalecer los mecanismos de 
control del impacto ambiental y, por supuesto, la necesidad de que la Dinama cumpla con sus cometidos en 
esa materia de la mejor manera posible, pero eso no quiere decir que cualquier cosa esté bien. Obviamente, 
cada quien se hará su composición de lugar y, cuando se nos pida un instrumento, me parece razonable que 
todos preguntemos. Aquí, por lo menos hasta ahora, no se dijo que esto vaya a sustituir contratos que vencen. 
Las autoridades intervinieron dos veces y a mí nadie me respondió eso. Capaz que sí, pero de momento lo 
que tenemos es que hay más de setenta contratos por proyectos financiados con recursos internacionales. Hay 
más de setenta funcionarios presupuestados que, dicho sea de paso -esto consta en la versión taquigráfica de 
la Comisión de Legislación del Trabajo-, se quejan de que están siendo subutilizados y de que, por lo tanto, 
hay capacidad técnica ocios. A todo eso ahora se agregarían -suponemos- cuarenta contratos, supuestamente 
porque los recursos humanos no son suficientes. Repito: para nosotros es bastante confusa la situación, como 
confuso fue este tema durante varios meses, cuando oportunamente los funcionarios lo denunciaron y lo 
discutimos con la entonces Ministra Muslera en presencia, entre otros, del Director Rucks. 


Esas son las conclusiones a las que nosotros, en principio, hemos arribado. Agradecemos a las autoridades 
por la información. 


SEÑOR RUCKS.- Nuestra voluntad es dar toda la información al nivel de detalle que sea necesaria. 
Podemos pasar por escrito el número de funcionarios que actualmente tiene la Dinama, así como el 
número de personal contratado. 


Como hemos informado, actualmente son alrededor de noventa y cinco personas que forman parte del staff 
de la Dinama en las distintas áreas, en particular en las dos áreas que entendemos que son críticas y hacen al 
cuello de botella que tenemos para resolver, que es el número de proyectos que ingresan. Este año tenemos 
seis funcionarios que son personal estable de la Dinama. Tres de ellos están asignados a los grandes 
proyectos, como por ejemplo, el tema de Aratirí con el Proyecto Valentines, por lo cual quedan tres personas 
disponibles para analizar ese conjunto enorme de proyecto que ingresan. Esto motivó que se hiciera el plan 
de contingencia en el cual se volcaron capacidades de toda la Dinama a resolver los problemas del año 
pasado. Hasta junio de este año ese plan se continuó ejecutando y logramos solucionar el problema de que 
todos los proyectos entrados estuvieran asignados y bajo seguimiento y estudio técnico o hayan sido resueltos 
y pasados a la etapa de aprobación o no, según correspondiera. 


Además, tenemos una dependencia del proyecto de fortalecimiento institucional, del proyecto BID que, como 
ustedes saben, siendo consultores no son personal estable de la institución y, si bien podemos hacer que 
realicen ciertas tareas que apoyen los procesos de gestión, no pueden hacer tareas que son básicas de los 
funcionarios del Ministerio en toda su dimensión. Estas trece personas, en el caso de Impacto Ambiental, que 
se ha contratado a través del proyecto BID, están orientadas fundamentalmente a los nuevos proyectos donde 
se van definiendo y generando metodologías de trabajo, es decir, hay un aporte a la reingeniería de los 
procesos que están vinculados al uso de esas capacidades y a la resolución de algunas situaciones de 
evaluación que son necesarias. 


Lo que quiero mostrar con esto es que existe una dependencia de un proyecto que no hace a lo sustantivo que 
tiene que desarrollar la institución y donde tenemos una carencia enorme de personal para poder resolver. 


Una situación similar se da en Control, que si bien tiene más personal -cuenta con diecisiete personas- ya sea 
con contratos estables o temporales de derecho público, también tiene el refuerzo del personal del BID para 
definir metodologías de trabajo, para analizar situaciones nuevas y para apoyar en asistencia y asesoramiento. 


Las condiciones de responsabilidad con las que hay que operar hace que a iguales requerimientos técnicos los 
tiempos de evaluación se estiren en el tiempo y se pierdan oportunidades en los proyectos de inversión que 
son presentados. Evidentemente, para el conjunto del país esto tiene una trascendencia fundamental. 


Entendemos que es nuestra posibilidad plantear esta situación. Así lo hemos hecho con esta propuesta de 
alrededor de treinta y cinco o cuarenta contrataciones temporales que, de alguna manera, tenderían a resolver 
esta carencia que tiene actualmente la Dinama. Como decía, esto no hace estrictamente al proceso de reforma 
que está planteado en el seno de la Dinama sino a las áreas actualmente existentes que requieren ser 
reforzadas y, en lo que hace a los aspectos de la reestructura, todavía no hay decisiones finales tomadas. Es 
un proceso en el que se está y que tendrá su validación en la medida que se concrete en el marco de las 
distintas instancias que correspondan. 


SEÑOR POSADA.- Simplemente, quería dejar una constancia que va en línea con lo que acaba de 
manifestar el Director de Medio Ambiente. 


Todos los partidos políticos hemos estado trabajando particularmente en lo que tiene que ver con los 
lineamientos de lo que sería una ley en materia de minería de gran porte. En ese trabajo que desarrollamos 
durante parte del año pasado, una de las conclusiones a la que arribamos era la necesidad de fortalecer a la 
Dinama a efectos de que esta cumpliera verdaderamente un rol de control, no solo en la etapa que tiene que 
ver con la autorización de los proyectos sino también posteriormente, en su seguimiento. Creo que todos los 
partidos políticos somos conscientes de que en ese sentido -por lo menos así lo manifestamos en ese ámbito- 
había debilidades notorias, entre otras cosas por los propios recursos que el Estado puede volcar a esta 
actividad. En todo caso, me parece que este paso que se da en la instancia de esta modificación presupuestal 
es bienvenido tomando en cuenta esos planteos que oportunamente, repito, representantes de todos los 
partidos hicimos en ese ámbito. 


SEÑOR GROBA.- En primer lugar, saludamos a la delegación, y queremos decir que estamos de 
acuerdo con lo manifestado por el señor Diputado Posada. 


De todos modos, quiero dejar una constancia muy clara por algo que se dijo anteriormente en el debate, y que 
seguramente va a constar en la versión taquigráfica. Aquí no hay caminos oblicuos de nada. Las 
informaciones se están dando figuran en el articulado y son muy claras. Eso que se dijo hace unos momentos 
no lo admito y, reitero, quiero dejar la constancia. Si no se entienden las explicaciones, no se entiende lo que 
está escrito y no se entiende lo que se dijo, creo que por más esfuerzo que haga este legislador y todos 
quienes estamos aquí por aclarar que no amerita que se hable de desvíos oblicuos, deberá hacerse cargo un 
profesional, y no será este legislador ni este Cuerpo. Rechazo las manifestaciones sobre querer instrumentar 
caminos oblicuos y extraños respecto a lo que aquí se está informando y hablando. 


Esa es la constancia que quería dejar. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Solicito a los señor Diputados que no entren en consideraciones personales ya 
que la discusión de fondo la daremos, oportunamente, en Sala y no queremos demorar a las 
delegaciones. 


SEÑOR ABDALA.- Quiero contestar una alusión y dejar una constancia en la versión taquigráfica. 


Quien habló de vías oblicuas fui yo. Y no solo lo hice sino que me ratifico en esa expresión que no 
necesariamente está referida a la intención ni a la mala voluntad de nadie sino al análisis literal del artículo 
que estamos considerando. Sigo creyendo que si el propósito es dotar de más personal a la Dirección 
Nacional de Medio Ambiente se tenía que haber propuesto eso y no haber pedido recursos para una 
reestructura que, según acaba de decir el señor Director, no se sabe cuándo se va a hacer. En esa 
interpretación no solo me reafirmo sino que sigue siendo mi visión de que este artículo está mal planteado. 


SEÑOR MINISTRO DE VIVIENDA, ORDENAMIENTO TERRITORIAL Y MEDIO AMBIENTE.- 
El doctor Traversa se referirá a los artículos 200 al 202 inclusive. 


SEÑOR TRAVERSA.- El artículo 200 se incorpora en el marco de la ley de promoción de la vivienda 
de interés social. El artículo 26 de dicha ley exoneraba del certificado del BPS la enajenación, cesión o 
gravamen de ciertas viviendas económicas o núcleos básicos evolutivos, es decir viviendas de bajo 
costo. Esta fue una medida para facilitar su comercialización y de esa forma ampliar el stock existente 
y aumentar la oferta, satisfaciendo la demanda de la población objetivo del Ministerio. No obstante, ese 
artículo quedó con una amplitud que, conjuntamente con el BPS, se consideró conveniente acotar en 
dos sentidos. El primero es que solamente va a alcanzar a las viviendas con permiso de construcción 
aprobados con anterioridad al 1” de enero de 2013, que es la fecha de entrada en vigencia de la Ley de 
Rendición de Cuentas. Esto es para dejar claro que no se quiere alcanzar a las obras nuevas. El 
segundo límite es temporal: este régimen de excepción se va a dejar abierto solamente hasta el 31 de 
diciembre de 2016, como forma de cerrar esta ventana. 


El artículo 201 se enmarca en el programa de autoconstrucción de vivienda en terreno propio o de familiar 
que lleva adelante el Ministerio, al cual hizo referencia la Directora de Vivienda. Es un programa muy 
importante y, en la forma en que está instrumentado actualmente, los desembolsos que hace el Ministerio - 
que puede llegar a financiar para materiales o para mano de obra especializada hasta 200.000 Ul- no tienen 
un marco de protección de devolución de ese crédito como, por ejemplo, nos podría dar una hipoteca. Se ha 
evaluado que la garantía de hipoteca tiene un costo muy elevado e impacta de forma muy fuerte sobre el 
programa, por lo que se buscó la alternativa de establecer un gravamen de base legal -existen antecedentes 
para la protección de los subsidios en la ley de vivienda- generando de esta forma un derecho real de garantía 
a favor del Ministerio por todo el monto del préstamo financiado hasta la devolución efectiva de la totalidad 
del préstamo. 


El marco del artículo 202 es la Ley_N* 18.840, de promoción de conexión al saneamiento, aprobada en 2011. 
Esta ley obliga a los propietarios y promitentes compradores de inmuebles con frente a la red pública de 
saneamiento existente a que se conecten a dicha red. Ocurre que muchos de esos inmuebles están ocupados 
por personas diferentes a los propietarios, que tienen que dar su consentimiento para que se pueda acceder al 


inmueble y realizar las obras de adecuación interna que permitan la efectiva conexión. En su redacción actual 
la ley no habilita ningún mecanismo ni obliga a los inquilinos, poseedores u ocupantes a cualquier título, a 
que permitan ingresar a las viviendas para realizar esas obras. Justamente, este artículo viene a subsanar ese 
inconveniente, previendo la obligación de que esos inquilinos, poseedores u ocupantes permitan el ingreso a 
los técnicos para realizar las obras de conexión. Se establecen dos mecanismos. Uno es la multa en caso de 
que haya una negativa. Si la negativa injustificada continúa, es una causal que habilita avanzar con el 
desalojo en un plazo abreviado. 


SEÑOR AQUINO.- Quiero hacer alguna advertencia en cuanto al artículo 202 porque, aunque 
comparto el objetivo que persigue, creo que puede provocar algunas dificultades. 


El artículo habla de quienes tienen a su cargo un inmueble: los arrendatarios o inquilinos -sabemos que son 
meros tenedores de un inmueble y como contraprestación pagan una renta o alquiler-, los poseedores -que 
constituyen una categoría más complicada; el Código Civil dice claramente que aquella persona que ocupa y 
hace actos de dominio sobre un inmueble por más de un año genera el derecho de posesión y eso lleva al 
propietario al juicio de reivindicación de la cosa para poder hacerse del inmueble- y los ocupantes a cualquier 
título, quienes ocupan un inmueble sin consentimiento del dueño o los distintos tipos de comodato que hay en 
nuestro Derecho, como el precario y el que tiene un plazo. Si bien la casi totalidad del artículo busca generar 
un mecanismo coercitivo que permita, en caso de negativa de estas personas -arrendatarios, poseedores o 
inquilinos-, llevar adelante las obras que se requieren para cumplir con la conexión obligatoria al 
saneamiento, no sé si la última parte, relativa al desalojo, podrá ser un instrumento eficaz en algunos casos. 
Por ejemplo, el caso de un arrendatario que arrendó una finca cuyo permiso de construcción es anterior a 
1968, está regido por la Ley N* 14.219, una ley de orden público. Uno de los casos de orden público es, 
precisamente, el plazo. El plazo de desalojo es un beneficio del buen pagador. No sé cómo funcionaría en 
esta situación. En el caso del poseedor es claro que el propietario fue desapoderado de la posesión del bien y 
que hay otro que lo está utilizando. Creo que en esa situación no debe funcionar el desalojo sino el juicio de 
reivindicación. 


La norma establece que el propietario o promitente comprador podrá solicitar el desalojo. Yo creo que podrá 
ejercer las acciones legales que corresponda en cada caso. Me temo que en algunos casos concretos no será 
posible el desalojo. 


SEÑOR BEROJIS.- El artículo 1” de la Ley_N” 18.840 establece que se declara de interés general la 
conexión a las redes públicas de saneamiento existentes en el país. No entiendo por qué aquí se habla 
de la Administración de Obras Sanitarias del Estado o de la Intendencia de Montevideo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Porque es la única Intendencia que hace la conexión al saneamiento. 


SEÑOR ABDALA.- El análisis que hacía el señor Diputado Aquino es de mucho rigor jurídico y bien 
interesante. Yo agregaría un aspecto a las dudas que él planteaba. Puede llegar a entenderse la 
necesidad de establecer esta alternativa y, al mismo tiempo, las consecuencias severas para el 
arrendatario o para los poseedores u ocupantes, en la medida en que no accedan al ingreso de los 
técnicos a estos efectos. Me pregunto si no se podría buscar alguna forma de proteger los derechos del 
arrendatario estableciendo, por ejemplo, que el propietario deberá notificar de esta circunstancia 
previamente a la celebración del contrato de arrendamiento o en oportunidad de cada prórroga de los 
contratos de arrendamiento vigentes, de forma de establecer -lo que estoy diciendo no tiene rigor 
jurídico, pero creo se puede interpretar bien hacia dónde estoy apuntando- una suerte de equilibrio en 
cuanto a la carga jurídica con relación a esto. Entendemos que es de interés general y por eso se 
impone esta obligación, pero aquí parecería que la carga o el riesgo mayor se concentrara en quien de 
buena fe arrendó una finca y, de pronto, ignoraba esta circunstancia, que capaz que sí conocía el 
propietario que le estaba arrendando el bien. 


El planteo concreto es si se puede buscar una alternativa en la redacción que en algún sentido proteja o 
ampare la condición del arrendatario en términos de que sea debidamente informado o notificado antes de la 
celebración del arrendamiento o, repito, en ocasión de su vencimiento y en la perspectiva de una prórroga del 
contrato vigente. Ese es el sentido de mi pregunta. 


SEÑOR TRAVERSA.- En primer lugar, quiero señalar que la ley de promoción de la conexión al 
saneamiento es de interés general. Ello habilita este tipo de obligaciones o restricciones. 


En segundo término, me parece que tal vez no quedó claro cómo funciona esto. Los obligados a conectarse al 
saneamiento y, en definitiva, a soportar la carga de las obras de adaptación interna, con sus costos, son los 
propietarios o promitentes compradores. Lo que acá se está previendo es obligar a quienes estén ocupando 
esos inmuebles -esto es, personas diferentes a los obligados a realizar esas obras de conexión- a que permitan 
el ingreso de las personas que deben realizar esas obras de adaptación interna y de conexión. No es nada más 
que eso. Hablamos de las personas que estén ocupando el inmueble, ya sea que tengan o no contrato de 
arrendamiento. 


Lo que se prevé es que si un ocupante omiso sin ningún tipo de justificación no permite que el propietario 
realice esas obras, a su costo, se puedan generar mecanismos que lo inhiban o lo desestimulen a tener esa 
actitud hostil que no permite realizar la conexión al saneamiento. Los dos mecanismos que se prevén son los 
siguientes: en primer lugar, se establece una multa, y en segundo término, en caso de que siga existiendo una 
negativa injustificada, queda abierta para el propietario una causal que lo habilite a desocupar el inmueble de 
quien lo esté ocupando para efectivamente proceder a las obras de conexión al saneamiento. 


Esa sería la situación y el proceso. Esto tiene antecedentes en nuestra normativa. Los artículos 14 y 15 de la 
Ley N” 14.261, de incorporación a la propiedad horizontal, prevén un mecanismo similar para el caso de que 
los ocupantes no permitan ciertas obras para poder ingresar al régimen de propiedad horizontal. 


SEÑOR BEROIS.- Quiero hacer una aclaración, que está referida a mi anterior pregunta. Se me 
contestó que solo la Intendencia de Montevideo realiza la conexión al saneamiento. Quiero señalar que 
en Flores se hace la conexión al saneamiento, como ayuda social, y alguna otra Intendencia del interior 
del país también la hace, aunque no le corresponda. Digo esto porque podría parecer que hay un 
desconocimiento del tema, pero yo he vivido esta situación. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Correspondería pasar a la considerar los artículos 203 y 204. 
SEÑOR RUCKS.- El artículo 203 refiere a la Ley N” 17.849, conocida como ley de envases. 


En los últimos cinco años se ha estado trabajando en la aplicación y reglamentación de esta ley y se ha 
encontrado una situación diferente según las dimensiones y características de las empresas que hacen la 
importación o la fabricación nacional de envases. Como ustedes conocen, aquí aplica el principio de 
responsabilidad ampliada, según el cual las instituciones que fabrican o importan envases tienen la 
responsabilidad de su destino final. Es así que se dispone la creación de fondos que financian los planes para 
su implantación a nivel nacional. Nos encontramos con que hay empresas que por su volumen, por su 
dimensión, son determinantes en las soluciones que se emprenden en los planes. Me refiero, por ejemplo, a 
empresas dedicadas a envases de bebidas o de alimentos. Hay una cantidad de pequeñas empresas que se 
dedican a estas actividades que tienen una situación muy diferente y que muchas veces no tienen la capacidad 
de generar la respuesta necesaria para poder incorporarse a los planes en forma rápida y eficiente. Lo que 
normalmente sucede es que esas pequeñas empresas se desalientan y muchas veces dejan de trabajar en el 
ramo, precisamente por las dificultades que les implica incorporarse a los planes que cumplen las empresas 
más grandes. 


Lo que se busca con este artículo 203, en referencia al artículo 9%, es tener en cuenta las situaciones 
diferenciales que se producen entre las empresas para que los planes se puedan ajustar a las distintas 
condiciones de los diferentes generadores de envases en su responsabilidad en el destino final de residuos. 


SEÑOR ABDALA.- Al contrastar la fórmula propuesta con la ley vigente, advierto que se elimina el 
plazo máximo de tres años. Quisiera confirmar si esto es así. Si lo es, la deducción lógica es que no 
habrá más plazo de tres años sino que será el que determine la autoridad en cada caso. En función de 
lo que dice el Director Rucks, supongo que se elaborará un plan específico para cada empresa, que 
podrá demandar el tiempo que sea, sin ese horizonte temporal de tres años. Podemos pensar que 
eventualmente podrá haber soluciones que excedan ese límite temporal. 


SEÑOR RUCKS.- Efectivamente, se plantea que hay distintas situaciones y condiciones para el 
cumplimiento de esta norma por los diferentes niveles y dimensiones de las empresas. En ese sentido, los 
planes se ajustarían a las capacidades y características de las empresas; eso queda liberado en los plazos en 
esta propuesta. 


El artículo 204 -esto es algo que ya planteó el señor Diputado Bango- refiere al Fondo de Áreas Protegidas. 
Nosotros hemos estado trabajando en el desarrollo de este Fondo y en ese proceso, durante 2011, se 
analizaron las condiciones de venta de servicios, cánones y actividades que se relacionan con el uso y los 
servicios que se prestan a través de las áreas protegidas, de modo de establecer los márgenes de los precios a 
cobrar. En tal sentido, aparece la situación de una complejidad para definir los precios a condiciones 
específicas. Las áreas protegidas tienen distintas formas de administración, muchas veces acordadas con las 
Intendencias Departamentales, a veces con organizaciones de la sociedad civil y, en otros casos, directamente 
por el Ministerio. Por lo tanto, es muy difícil establecer los precios de manera estricta. Entonces, pensamos 
que habría que dar la libertad para que el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio 
Ambiente, en propuesta al Poder Ejecutivo, pudiese definir los márgenes de los precios y que estos sean 
fijados por nuestra Cartera. De esa manera, queda acotada la definición de los precios y hay cierta libertad 
para que se puedan ajustar a condiciones locales o particulares de cada una de las áreas protegidas. 


Este es el motivo que genera esta propuesta y tiende fundamentalmente a implementar el Fondo para el 
Sistema Nacional de Áreas Protegidas. Inclusive, ya tenemos la cuenta creada y habría que empezar a 
alimentarla a partir de estos instrumentos. 


SEÑOR TRAVERSA.- El artículo 205 también se enmarca en el programa de autoconstrucción en 
terreno privado o de familiar. Por sus características, muchas de estas construcciones se realizan en 
terrenos de familiares. Esto es, las personas otorgan su predio donde viven para que se pueda realizar 
la vivienda de un familiar en el marco de este programa. Esto genera una situación de convivencia de 
viviendas en un mismo predio, siendo saludable poder ingresarlas en el Régimen de Propiedad 
Horizontal para poder independizarlas y que después puedan circular libremente, además de no dejar 
atado al familiar a ciertas restricciones que tiene el propio programa, entre ellas, ser garante del 
cumplimiento del retorno de los pagos. 


En tal sentido, con esta norma se pretende habilitar el ingreso de todos los edificios construidos al amparo de 
este programa al régimen de la Ley N” 14.261, de incorporación al Régimen de Propiedad Horizontal, sin 
tener la restricción que establece dicho artículo, como los permisos de construcción con anterioridad al 1” de 
enero de 1995. 


SEÑOR MINISTRO DE VIVIENDA, ORDENAMIENTO TERRITORIAL Y MEDIO AMBIENTE.- 
Ingresamos al artículo 206. 


En tal sentido, la norma que planteamos derogar fue instrumental a los efectos de que los Gobiernos 
Departamentales pusieran en gestión los instrumentos de ordenamiento a nivel de cada uno de los 
departamentos. El año pasado, dado el desarrollo que había tenido, planteamos una prórroga, que también 
operó positivamente desde el punto de vista de los avances que se vienen registrando en los distintos 
Gobiernos Departamentales. Entendemos que con los avances que ha tenido en el conjunto de los Gobiernos 
Departamentales el desarrollo de los instrumentos de ordenamiento territorial, hoy ya no es imprescindible 
contar con esta herramienta en la medida de que se han adoptado como suyos la necesidad de estos 
instrumentos. 


SEÑOR TRAVERSA.- El artículo 207 se inscribe en el ámbito de la Ley N* 14.261, de incorporación al 
Régimen de Propiedad Horizontal. Se ha detectado por parte de la Agencia Nacional de Vivienda y del 
Banco Hipotecario la existencia de algunos complejos, abarcando cientos de viviendas, que están 
habitados desde hace tiempo, pero que no entran en la flexibilización que consagró la Ley de 
Promoción de la Vivienda de Interés Social. Por lo tanto, se entiende necesario agregar un nuevo inciso 
al artículo 1” de la Ley N” 14.261 a los efectos de extender el plazo que hoy tiene dicha norma -que es 
enero de 1995- hasta enero de 2003. De ese modo, se permite la incorporación de estos complejos al 
Régimen de Propiedad Horizontal y se los puede hacer circular libremente, dado que hablamos de 


complejos de vivienda de bajo costo, que son parte de los fideicomisos que hoy administra la Agencia 
Nacional de Vivienda. 


El artículo 208 faculta a la Agencia Nacional de Vivienda a rescindir administrativamente los contratos que 
celebre con sujetos de Derecho Público o Privado respecto de inmuebles de los cuales sea propietario o 
administre. Hoy en día, la facultad de rescindir administrativamente ya la tiene el Banco Hipotecario del 
Uruguay, el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente y la Agencia Nacional de 
Vivienda respecto a aquellos créditos que administre y que hayan provenido de la reestructura del Banco 
Hipotecario del Uruguay. Sin embargo, el artículo que habilita ese proceso -me refiero al artículo 34 de la 
Ley N* 18.125- acota el alcance de la norma solo a los créditos que vengan de otros organismos. Por ejemplo, 
si la Agencia Nacional de Vivienda hoy tiene un incumplidor de esos créditos que provinieron del Banco 
Hipotecario del Uruguay, puede rescindir de manera administrativa esos contratos pero, cuando otorga 
nuevamente un nuevo crédito por esa vivienda, no tiene la facultad de rescindir administrativamente en caso 
de incumplimiento. Eso, evidentemente, acota las posibilidades de la Agencia Nacional de Vivienda y la 
dejaría expuesta a tener que recurrir a rescisiones en la vía judicial con las demoras y los costos que eso tiene. 
Entonces, este artículo trata de subsanar esa situación y de extender esta facultad para la Agencia. 


El artículo 209 se enmarca en el programa de regularización de asentamientos o de mejoramiento de barrios. 
Hoy en día, el artículo 383 de la Ley N” 18.362, a los efectos de la incorporación al régimen de propiedad 
horizontal, exceptúa a las viviendas incluidas en el marco de ese programa del artículo 1” de la Ley_N* 
14.261. Esta excepción tiene un carácter muy genérico y no dice de qué las exceptúa de lo establecido en ese 
artículo, y ese artículo regula la totalidad del régimen, porque, entre otras cosas, remite a las condiciones que 
determina el artículo 5* de esa ley. Esto ha generado problemas para el uso efectivo de esta herramienta. De 
hecho, a nivel de Catastro se ha planteado que no están en condiciones de permitir la incorporación en estos 
términos, porque no se sabe cuál es el alcance de esa exoneración. Esta norma pretende sustituir ese artículo, 
acotando y estableciendo específicamente cuáles son los aspectos en los que se está exonerando para poder 
utilizar la herramienta. 


En ese sentido, se exonera en tres aspectos: el permiso de construcción podrá ser sustituido por un 
relevamiento integral -ya lo plantea la Ley N* 14.261-; se elimina la restricción de que los permisos de 
construcción deban ser anteriores al 1” de enero de 1995 -cualquier fecha es admisible-, y se elimina el 
requisito del seguro para incendios, porque hablamos de viviendas en el marco de asentamientos irregulares y 
esto implica un costo que no tiene sentido cargar en hipótesis como estas. 


SEÑOR MINISTRO DE VIVIENDA, ORDENAMIENTO TERRITORIAL Y MEDIO AMBIENTE.- 
Solicito que el Director Nacional de Ordenamiento Territorial desarrolle los dos artículos siguientes. 


SEÑOR CHABALGOITY.- Los artículos 210 y 211 tienen relación entre sí en su origen y formulación, 
en tanto fueron discutidos en el ámbito del Comité Nacional de Ordenamiento Territorial, ya que 
ambos refieren a sus cometidos. Se introducen por vía de este Ministerio en tanto la Presidencia de este 
Comité es del Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente. Esta es una 
aclaración previa. 


El artículo 210 refiere a que dada la prioridad que tiene la diversificación de la matriz energética en este país, 
con lo que todos los sectores hemos acordado, podrían subsistir algunos casos en los cuales, de acuerdo con 
las definiciones de uso que admiten las categorías de suelo establecidas en la ley de ordenamiento, la 
generación de energía tuviera alguna dificultad para su inmediata aprobación. En ese sentido, manteniendo la 
competencia de los Gobiernos departamentales en cuanto a la categorización de suelos, se faculta al Gobierno 
departamental -lo mismo que explicó el señor Ministro con respecto a MEVIR- para categorizar de manera 
directa como enclave suburbano industrial -y, de esta forma, ser recogido en el instrumento en elaboración- 
este tipo particular de proyectos, si se llegaren a presentar. 


En cuanto al artículo 211, que mereció una pregunta del señor Diputado Mujica, quiero aclarar que también 
refiere a toda obra a desarrollarse en el marco de la Ley N* 18.786, de promoción público privada, de modo 
de que no queden dudas de que esas obras también son obras públicas y que, por lo tanto, las amparan lo 
dispuesto en el artículo 77. Es decir, este artículo refiere a la capacidad que tiene por ley el Comité Nacional 
de Ordenamiento Territorial, integrado por Ministros y el Congreso de Intendentes, para declararla de interés 


nacional y de urgente ejecución, con la consecuencia de su inmediata implementación. Solo determina eso y 
no está referido a ninguna obra en particular; es para que quede meridianamente claro y que en el futuro no 
nos encontremos con un problema eventual. 


Insisto en que estos dos artículos que acabo de explicar fueron consensuados a nivel de todos los Ministerios 
que integran el Comité Nacional de Ordenamiento Territorial y del Congreso de Intendentes, que también lo 
integra. 


SEÑOR ABDALA.- Queremos hacer algunas preguntas para clarificar el alcance de estos artículos, 
porque nos surgen algunas dudas. 


En primer lugar, queremos saber cuál es el fundamento de los artículos. El señor Director habló de la 
eventualidad de que surjan dificultades en la implementación de estos proyectos, pero no aclaró cuáles 
podrían ser y no sé de qué tipo de dificultades podríamos estar hablando. Quienes no somos expertos en esto 
-como yo no lo soy-, nos da la sensación de que se establece una vía rápida -esta vez no voy a decir una vía 
oblicua- a los efectos de impulsar determinados proyectos que se consideran de interés del Gobierno 
nacional. 


Ahora, este mecanismo que se prevé en el artículo 210, ¿nos asegura a todos que efectivamente se va a 
cumplir con lo que habitualmente son las condiciones exigidas por ley en cuanto al análisis de impacto 
ambiental y a aspectos que hacen al principio de planificación? Es decir, ¿esto formará parte de una 
planificación más general y, por lo tanto, el proyecto que se impulsará no colidará con él? ¿Se mantendrá la 
consulta -también es parte de la Ley de Ordenamiento Territorial- y la participación de la sociedad en cuanto 
a poder pronunciarse sobre la conveniencia o pertinencia de impulsar un proyecto energético en determinado 
lugar? 


Por otra parte, el Poder Ejecutivo es uno solo, pero la política energética no es del Ministerio de Vivienda, 
Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, sino del Ministerio de Industria, Energía y Minería. ¿Cómo 
interviene el Ministerio de Industria, Energía y Minería en todo esto, a los efectos de definir la importancia o 
el componente de interés nacional que ese proyecto específico pueda tener? Asimismo, ¿qué pasa con las 
Intendencias? Está bien que el artículo dice -lo reseñaba el señor Director- que el Gobierno departamental 
respectivo categorizará directamente el suelo rural como enclave suburbano, industrial, etcétera, pero ¿en qué 
medida el Gobierno departamental interviene, en la competencia que le cabe desde el punto de vista del 
ordenamiento territorial, en definir o consentir que ese proyecto efectivamente goza también de la aprobación 
de la Intendencia correspondiente, en función de la normativa departamental de ordenamiento territorial? 


Son todas preguntas que surgen espontáneamente, y creo que sería bueno que se intentara precisar al 
respecto. 


SEÑOR CHABALGOITY.- Voy a intentar responder de la forma más clara y precisa posible a efectos 
de que no quede ninguna duda al respecto. 


Cuando me referí a que podrían surgir inconvenientes, expresé que podrían surgir inconvenientes con 
relación a los usos que define la Ley de Ordenamiento Territorial para las distintas categorías. Esto quiere 
decir que la ley, cuando define los usos en categoría de suelo rural, indica que las actividades de tipo 
industrial no son admitidas allí. A eso me estoy refiriendo con la dificultad que pudiera surgir; nombré el 
artículo, pero no lo expliqué con claridad. Refiere a la categoría de uso del suelo. Esto es totalmente 
independiente del proceso de autorización ambiental previa, que todo proyecto debe seguir. En ese sentido, 
quiero ser enfático: todos los procedimientos ambientales y de cualquier otra naturaleza que se exija a los 
proyectos siguen vigentes. Esto solo refiere a la localización. 


Es más, con respecto al segundo comentario o pregunta del señor Diputado Abdala con relación a los 
procesos de planificación, en el artículo 210 se establece: "[...] que proponga su localización en suelo 
categorizado como rural en normas anteriores a la vigencia de la Ley de Ordenamiento Territorial y 
Desarrollo Sostenible [...]". Cuando la ley entró en vigencia, existía una precategorización de suelos y, 
fundamentalmente el suelo rural se definía por exclusión, estableciendo que se trataba de aquel que no era 
urbano; esa era la tradición que tenía el país. Se dispone que si existiera ordenamiento territorial vigente con 
posterioridad a la ley, lo que mandaría en categoría de suelos es lo que haya sido determinado por ese 


instrumento, por lo que no aplica este artículo. No sé si soy claro en eso. Es para cuando los procesos de 
planificación aún no hayan concluido en algún departamento y todavía rija lo que, anteriormente a 2008, 
estaba como categorización de suelo. Insisto: no tiene nada que ver con la autorización ambiental. 


Respecto al tema de los Gobiernos departamentales, la competencia de categorizar suelo es exclusiva de 
ellos. Lo dice el artículo 30, en el marco de la elaboración de instrumentos de ordenamiento territorial y no 
de manera directa. Entonces, lo que se está planteando con este artículo es que, cuando no exista un proceso 
de planificación culminado -dentro de los definidos por la ley de ordenamiento- y haya necesidad de 
promover una instalación de tipo energético -como está planteado acá-, se faculte a que esa categorización 
siga siendo de parte del Gobierno departamental, pero sin la necesidad de que el instrumento esté aprobado, o 
sea que lo puede hacer de manera directa. 


El señor Diputado preguntaba también hasta dónde el Gobierno departamental puede decir sí o no. Queda 
claro que si se lo faculta a que lo haga, lo puede hacer o no. Por lo tanto, en última instancia, sigue estando 
radicada allí la competencia. Se lo faculta a hacerlo de manera directa. 


Por otra parte, cuando hoy mencioné al Comité Nacional de Ordenamiento Territorial me refería a iniciativa 
fundada de uno de sus integrantes. En este caso, puede ser el Ministerio de Industria, Energía y Minería, 
porque refiere a emprendimientos de generación de energía, y vale recordar que el Congreso Nacional de 
Intendentes integra el Comité Nacional de Ordenamiento Territorial. O sea que, en todo momento, el 
Gobierno departamental respectivo está debidamente informado y comunicado de la situación que se está 
planteando. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Como la semana próxima contaremos con la presencia del Congreso Nacional 
de Intendentes, seguramente podremos ahondar sobre este tema. 


SEÑOR MINISTRO DE VIVIENDA, ORDENAMIENTO TERRITORIAL Y MEDIO AMBIENTE.- 
Hay dos artículos más, uno de los cuales puede suscitar interés por parte de los señores Diputados. 


Dentro de la Sección VIII, "Disposiciones varias", está planteado el artículo 296 que dice: "Autorízase a la 
Administración de las Obras Sanitarias del Estado (OSE) a vender a la Administración de Usinas y 
Trasmisiones Eléctricas (UTE), la energía eléctrica que pueda generar mediante procesos técnicos que se 
desarrollen en el marco del cumplimiento de sus cometidos específicos". 


En concreto, este artículo tiende a cubrir dos objetivos. Por un lado, el aprovechamiento de las capacidades 
que hay desde el punto de vista del agua y del represamiento, existente o futuro y, por otro lado, contribuir en 
la diversificación de la matriz energética, haciendo uso de estas capacidades. 


Consideramos que este artículo es muy importante desde el punto de vista de la propia generación para OSE, 
que es uno de los principales consumidores y porque, además, si hubiese excedente, existiría la posibilidad de 
realizar la venta de esta energía a UTE, dentro de estas posibilidades. 


También tenemos otro artículo que, por los duendes de la computadora, no llegó a generarse dentro del 
proyecto de Rendición de Cuentas. Entonces, solicitaría al doctor Traversa que lea este artículo que falta, y 
que lo fundamente y explicite. 


SEÑOR TRAVERSA.- Voy a leer el artículo: "Se agrega al artículo 20 de la ley 18.795, de 17 de agosto 
de 2011, el siguiente inciso: 'Se prescindirá del requisito del otorgamiento del reglamento de 
copropiedad y la hipoteca recíproca cuando el trámite de incorporación a propiedad horizontal sea 
realizado por los promitentes compradores'". 


El artículo propuesto refiere a la Ley de Acceso a la Vivienda de Interés Social. Su artículo 20, hoy habilita el 
ingreso a la propiedad horizontal a edificios que carezcan de la habilitación final de la Intendencia. Para ello, 
establece dos requisitos. El primero de ellos es que haya una ocupación de diez años de esos edificios. Se dan 
situaciones en las cuales el edificio está todo ocupado por los promitentes compradores, dado que las 
empresas han construido, no lograron la habilitación final de la Intendencia, otorgaron promesas de compra- 


venta, cobraron el precio y desaparecieron. Entonces, el edificio está todo ocupado por promitentes 
compradores. 


El segundo requisito es que se cumpla con lo dispuesto en los artículos 5” y 6” de la Ley N” 14.261. El 
artículo 5” prevé, entre esos requisitos, el otorgamiento del Reglamento de Copropiedad y la hipoteca 
recíproca. Precisamente, el problema es que estos promitentes compradores a que yo hacía referencia, mal 
pueden otorgar el Reglamento de Copropiedad y la hipoteca recíproca. Por eso, detectado ese problema 
funcional que hacía inoperante el artículo, se prevé agregar este inciso al artículo para prescindir del 
Reglamento de Copropiedad y de la hipoteca recíproca en estos casos específicos, a los efectos de que nazca 
la propiedad horizontal. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a repartir el artículo. Una vez analizado, cualquier duda que haya, 
solicitaremos vuestra presencia. 


SEÑOR MINISTRO DE VIVIENDA, ORDENAMIENTO TERRITORIAL Y MEDIO AMBIENTE.- 
Queremos agradecer el clima de trabajo que hemos tenido y la posibilidad de intercambiar y explicitar 
los contenidos del articulado propuesto que, seguramente, será compartido en la medida de está 
dirigido a desarrollar a pleno las capacidades, respondiendo al interés general de los ciudadanos de 
este país. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Comisión de Presupuestos integrada con la de Hacienda agradece la 
presencia del señor Ministro de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente y de su equipo. 


(Se retira de Sala el señor Ministro de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente y sus 
asesores) 


(Ingresan a Sala autoridades del Ministerio de Turismo y Deporte) 


La Comisión de Presupuestos integrada con la Hacienda da la bienvenida a la delegación del Ministerio 
de Turismo y Deporte, integrada por la Ministra, señora Liliam Kechichián; la Directora General de 
Secretaría, escribana Hyara Rodríguez; el Director Nacional de Turismo, señor Benjamín Liberoff; el 
Director Nacional de Deporte, profesor Ernesto Irurueta; la Gerente del Área Planificación y Gestión 
Financiera Contable, contadora Betina Corrales; el Director de Infraestructura y Administración General, 
arquitecto Daniel Daners; el coordinador del Programa MINTUR-BID, profesor Álvaro López y el Director 
de Promoción Deportiva y Coordinación Institucional, entrenador Carlos Pazos. 


Los hemos invitado a fin de analizar el articulado del proyecto de ley de Rendición de Cuentas. 
SEÑORA MINISTRA DE TURISMO Y DEPORTE.- Como siempre, es un gusto estar aquí. 


En primer lugar, quiero aclarar que el señor Subsecretario no está presente porque está participando de una 
reunión de la Junta Nacional de Aeronaútica Civil. 


El Inciso 09 tiene dos Unidades Ejecutoras: la 001, Dirección General de Secretaría -Turismo- y la 002, 
Dirección Nacional de Deporte. 


Más adelante vamos a hacer una presentación audiovisual de diez minutos, porque nos parece importante que 
durante el análisis de la Rendición de Cuentas se vean las campañas promocionales que hicimos en los cuatro 


mercados que atendemos: Uruguay, Argentina, Brasil y extra región. 


Si están de acuerdo, iniciamos nuestra exposición analizando el articulado y la gestión en el año 2011 y, 
finalmente, proyectamos la presentación. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Estamos a lo que la visita entienda más conveniente. 


SEÑORA MINISTRA DE TURISMO Y DEPORTE.- Correcto. 


En el proyecto de Rendición de Cuentas el Inciso 09 comprende va desde el artículo 146 hasta el 1510, 
inclusive. 


El primer artículo a analizar es el 146. Ante la falta de personal capacitado que requerimos para las tareas 
específicas, los artículos que se incluyen en la Rendición de Cuentas permiten la contratación de nuevos 
funcionarios y la creación de nuevos cargos. De esta forma se va a lograr reforzar los recursos humanos de 
este Inciso, permitiendo mejorar la gestión y cumplir con los objetivos y metas propuestos. Como ustedes 
saben, nuestro Ministerio tiene personal excedentario de AFE, de Pluna y de otros organismos públicos, y 
para poder atender el desarrollo que ha tenido especialmente el turismo, y también el deporte, es necesario 
reforzarlo con más cargos técnicos. 


El objetivo del gasto establecido en el artículo 147 es atender beneficios sociales para los funcionarios de la 
Unidad Ejecutora 001, relativos a servicios odontológicos, uniformes y traslados -por ejemplo- de ex 
funcionarios de AFE que están incorporados al organismo. No contempla otros servicios requeridos como el 
de cantina o guardería, que sí tienen los funcionarios de la Unidad Ejecutora 002. La cifra que se incluye en 
la Rendición de Cuentas permitirá otorgar al personal de la Unidad Ejecutora 001 estos beneficios y eliminar 
en parte la desigualdad que ha habido entre funcionarios de un mismo Inciso, cumpliendo con un principio de 
equidad. 


El artículo 148 refuerza el objeto del gasto que permite el ingreso de personal bajo el régimen de Contratos 
Temporales de Derecho Público. Esta norma no genera gastos presupuestales. Nos va a permitir regularizar 
las partidas que se abonaban con cargo al gasto "Suplencias". Es decir que es parte de un ordenamiento. 


El artículo 149 refiere a la Ley N” 18.719 que, como ustedes saben, establece un mínimo retributivo para los 
funcionarios públicos a partir del año 2011. A efectos de permitir realizar una carga horaria mayor es 
necesario contar con más créditos. Algunos funcionarios optan por hacer ocho horas y no seis, pero no 
tenemos recursos para solventarlas. Por eso incorporamos este crédito. Cabe aclarar que este artículo no 
genera costos dado que por el artículo 441 de la Ley N* 18.719 tenemos una partida especial para convenios 
con organismos públicos o asociaciones civiles o para contratos laborales, a fin de mantener y vigilar el 
equipamiento deportivo comunitario. 


En el artículo 151 tiene que ver con el Decreto N* 152/974, por el cual los docentes de la entonces Comisión 
Nacional de Educación Física, actualmente Dinade, tenían un régimen de licencia que les permitía 
usufructuar hasta sesenta días hábiles al año. Dicho régimen equiparaba a estos docentes con los del conjunto 
del sistema educativo: Primaria, Secundaria y UTU. 


En el año 1976 la Comisión Nacional de Educación Física transfirió las competencias en materia de 
educación física a Secundaria y UTU. En 2009, en cumplimiento con lo dispuesto por el artículo 149 de la 
Ley N* 17. 556, un decreto hizo lo propio con respecto a la educación física escolar -en ese momento 
universalizamos la educación física en todas las escuelas públicas del país-, y pasamos estas competencias a 
la ANEP. 


Entendemos que las razones que justificaban equiparar la licencia docente de este organismo con las del 
sistema educativo han desaparecido. La actividad docente en la DINADE -desarrollada fundamentalmente en 
centros deportivos y recreativos y en plazas de deportes-, es continua a lo largo de todo el año y no tiene 
recesos, como sucede en el sistema educativo. Por otro lado, hay una altísima demanda -cada vez mayor- de 
horas docentes. La población en general utiliza nuestros servicios a lo largo de todo el año requiriendo 
atención en forma ininterrumpida. Sabemos que la Comisión ha recibido algunos planteos y estamos 
dispuestos a seguir intercambiando sobre este aspecto, que para nosotros tiene que ver con un ordenamiento 
imprescindible del Estado y con responder a las necesidades de la población en torno a la educación física. 


Por último, queremos referirnos al artículo 282, que no está formalmente incluido en el Inciso 9 y que tiene 
estrecha relación con nosotros. Este artículo corresponde a la Sección IV, "Recursos", y refiere a incluir a los 
minibuses -los que tienen más de siete asientos y menos de dieciocho, incluido el del conductor- entre los 
beneficiarios del Imesi. Para nosotros esto mejoraría mucho la flota destinada al transporte turístico, 
redundando en una mejor calidad de los servicios. Cabe destacar que la demanda de este tipo de transporte ha 
crecido mucho, tanto desde el punto de las agencias como de los establecimientos hoteleros, que cada vez 
más brindan este tipo de atención para el traslado de sus pasajeros. 


Por lo tanto, a pesar de que no está dentro de nuestro Inciso, nos interesaría que se apruebe porque el 
Uruguay turístico necesita tener mejor calidad en el transporte. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Aclaramos que las autoridades del Ministerio de Economía y Finanzas 
fundamentaron positivamente este artículo en su comparecencia. 


SEÑOR BEROIS.- En cuanto al artículo 282, las autoridades del Ministerio de Economía y Finanzas 
hicieron una corrección importante porque en el proyecto de ley se hace referencia a los literales d) y e) 
y en realidad son los literales e) y f). 


SEÑORA RODRÍGUEZ.- Es del a) al d), y luego e) y f). 


SEÑOR ABDALA.- Doy la bienvenida a la señora Ministra y a los funcionarios del Ministerio que la 
acompañan. Por cierto, la presencia de la señora Ministra no es extraña en esta Casa porque fue 
legisladora en un tiempo no muy lejano. Por lo tanto, es un gusto reencontrarnos en este ámbito. 


Tengo algunas consultas de carácter general que tal vez deje para una próxima intervención, porque quiero 
realizar tres preguntas sobre los tres últimos artículos. 


El artículo 149, que explicó muy bien la señora Ministra, implica disponer una partida de recursos establecida 
en la Ley de Presupuesto referida al mantenimiento del equipamiento comunitario a efectos de financiar el 
pago mínimo que dicha ley estableció para los funcionarios de la Administración Pública. 


Quisiera saber en qué medida -supongo que si se hace es porque hay margen para hacerlo- la afectación de 
estos recursos condiciona, restringe o recorta la finalidad original. Se supone que estos recursos estaban 
previstos específicamente para financiar convenios. ¿Hay un excedente presupuestal que permitiría esta 
solución alternativa o, eventualmente, esto implicaría resentir en algo parte de lo que se está haciendo en 
equipamiento comunitario? 


En cuanto al artículo 150, advierto que se propone la creación de una veintena de cargos, mayoritariamente 
de asesor. En ese artículo se explicitan claramente las características, el escalafón y el grado. Sería interesante 
conocer cuál será el destino de estas personas y a qué programas están referidos, cuál es la necesidad que 
justifica la creación de estos cargos y su provisión de los mismos, que es el paso siguiente. 


Con respecto al artículo 151, la Comisión recibió al sindicato de docentes del Ministerio y advertimos que 
hay una situación conflictiva en la medida en que estos trabajadores defienden lo que para ellos es un derecho 
adquirido en cuanto al régimen de licencia al que están sometidos, que es especial y que, según ellos, se 
adecua a la naturaleza de la tarea que realizan. Se trata del reglamento del año 1974. Además, consideran que 
ha sido sorpresiva la inclusión de esta disposición en el articulado del Ministerio de Turismo y Deporte 
porque había una negociación en curso, y sostienen que hubo un corte abrupto de dicha negociación por parte 
de la Dirección Nacional de Deporte 


Más allá de que se puede defender y justificar la circunstancia de pretender uniformizar o equiparar los 
beneficios laborales para que todos los trabajadores gocen de un sistema similar, también es verdad que en 
esta materia rigen los derechos adquiridos. Además, parece difícil argumentar una modificación unilateral de 
las condiciones de trabajo, por lo menos en los términos en los que el sindicato ha venido a denunciar aquí. 


Al mismo tiempo los trabajadores sostienen que la diferencia que tienen a su favor en cuanto a este régimen 
especial de licencia se justifica en la diferencia que según ellos existe en cuanto a la naturaleza y el tipo de 
función. Consideran que trabajan de lunes a sábado, y que no están ceñidos estrictamente al cumplimiento de 
un horario, sino que desarrollan actividades diversas por fuera del horario de trabajo, participando en eventos 
deportivos, campamentos, etcétera. Cabe destacar que por estas actividades no perciben horas extras y, en 
algún sentido, este régimen especial de licencia de un día cada seis, compensa esa situación. Por esa razón 
esto también tiene naturaleza salarial. En la medida en que implique pérdida de días de licencia, implicaría 
una rebaja salarial. Así nos fue transmitido. 


Francamente, el planteo parece atendible, serio y razonable. Creo que sería bueno que las autoridades del 
Ministerio intentaran convencernos de la necesidad y conveniencia ir por este otro camino. Asimismo, me 


gustaría saber qué valoración hace el Ministerio de estos argumentos que estoy trasladando y que están 
contenidos en un memorándum, que supongo que a esta altura la señora Ministra tiene en su poder o ya 
conoce. 


SEÑOR IBARRA.- En términos generales estamos totalmente de acuerdo con los artículos analizados 
por la señora Ministra, inclusive, con el que establece la propuesta que realizó en su momento el 
Ministerio de Economía y Finanzas, al que ya le dimos nuestro apoyo. 


Yo también estoy inquieto en cuanto al artículo 151. El señor Diputado Abdala argumentó sobre la base del 
planteo que en esta Comisión realizó el sindicato de docentes del Ministerio de Turismo y Deporte. En ese 
sentido la señora Ministra dijo que existe flexibilidad y voluntad para seguir analizando el tema. 


Los trabajadores establecen en su nota que las autoridades de la Dinade estaban negociando con el sindicato 
las licencias y la interpretación del Reglamento en cuanto a cómo se deben contar y asignar los días de 
licencia. 


Quisiera saber si esa negociación terminó y cuáles son las conclusiones. 


Además, hay una serie de argumentos respecto al Reglamento docente, que es del año 1974, es decir, tiene 
sus años. Se trata de un tema delicado, sobre todo porque están en juego derechos adquiridos de los 
trabajadores, lo que llevaría a una negociación para lograr como mínimo un acuerdo para avanzar con 
respecto al artículo 151. 


SEÑOR GROBA.- Con relación a este artículo 151 debo decir que recibimos a los docentes de educación 
física. En esa ocasión hicimos tres preguntas, y queremos reiterarlas a la delegación que nos visita hoy 
porque en el debate hubo alguna confusión. 


En primer lugar, quisiera saber cuál es el régimen de licencias anual que rige a la actividad. Ellos 
respondieron que el reglamento establece que tendrían como mínimo veinte días, con un máximo de sesenta. 


La segunda pregunta es algo que nos preocupó mucho, pero después se fue aclarando. En Sala se mencionó 
que la licencia afectaba el salario de los trabajadores, y yo suponía que la licencia era paga, no importando la 
cantidad de días. La inquietud que tenemos -lo reiteramos- es si el régimen de licencia afecta el salario del 
trabajador. 


SEÑOR BERNINL- Tengo la misma preocupación porque esas preguntas prácticamente las 
acordamos con el señor Diputado Groba en su momento. 


Lo que yo interpreté respecto a la afectación salarial refería, particularmente, a aquellos que están por 
jubilarse. Como se estaba manejando hasta sesenta días, cobrarían dos sueldos más antes de jubilarse, o algo 
por el estilo. Eso es lo que nosotros interpretamos. 


Complemento la pregunta que hizo el señor Diputado Groba a fin de que contesten todo junto. 


SEÑOR GROBA.- Viene bien la precisión, porque creo que no estaba originado en eso sino en la 
tercera pregunta que voy a formular. 


Una vez aclarado el régimen de licencias -creo que es enero, febrero, vacaciones de julio-, pregunté en qué 
afectaba sus recursos y cómo hacía el Ministerio para sustituir a esos trabajadores que en enero y en febrero - 
un momento en el cual, por lo general, enviamos a nuestros hijos o vamos nosotros a hacer actividades físicas 
en las plazas de deporte de todo el país- están de licencia. Se nos respondió que el Ministerio específicamente 
hacía nuevos contratos.. 


SEÑOR GLOODTDOFSKY.- Creo que toda la preocupación de quienes han participado giran más o 
menos entorno a los mismos puntos. 


Voy a dejar planteadas las preguntas que tengo con respecto a los artículos. 


A través del artículo 146 se prevé la contratación de personal que se considera imprescindible. Más allá de la 
eventualidad de que sea necesario llevar adelante tales contrataciones, entendemos que deberían ser 
efectivamente explicitadas las razones, las políticas y los objetivos para la creación de estos cargos. 


En el artículo 148 tenemos la transferencia de créditos presupuestales, que están previstos para el pago de 
licencias, con aguinaldo y cargas sociales, y reforzamos los contratos temporales de derecho público. Si bien 
esto no constituye un aumento de gasto, sería interesante conocer las necesidades estrictamente fundadas para 
no contribuir a un incremento exacerbado de los vínculos laborales del Estado. 


En el artículo 149 tenemos una disposición de $ 2:500.000 destinados a la Dirección Nacional de Deporte - 
Deporte Comunitario-, que surge de la aplicación de la Ley de Presupuesto de los Incisos 02 al 15. Nos 
interesa saber si nos pueden justificar las circunstancias que a la fecha cambiaron para la no ejecución de esas 
partidas, teniendo en cuenta además que la cifra de $ 2:5000.000 apenas es el 6,58% de las previsiones 
iniciales. ¿Qué fue lo que cambió para volcar estos $ 2:500.000 a la Dirección Nacional de Deporte? 


El artículo 150 incorpora la creación de una serie de cargos que están detallados en forma precisa. Nos 
interesa tener un análisis imprescindible para hacer una correcta valoración del artículo dado que en materia 
de recursos humanos la creación de estos cargos requiere una fundada necesidad para la consecución de los 
objetivos que el Ministerio se ha planteado. 


Con respecto al artículo 151 comparto la preocupación que se ha manifestado. Sin embargo, reitero que 
tenemos la misma preocupación en cuanto a los derechos adquiridos. 


SEÑORA MINISTRA DE TURISMO Y DEPORTE.- Si me permite, señor Presidente, voy a cederle el uso 
de la palabra al Director Nacional de Turismo, para que argumente y describa los cargos que consideramos 
imprescindibles en el área técnica vinculada al turismo, y después al Director Nacional de Deporte, para que 
brinde información acerca del mantenimiento y de la vigilancia del equipamiento comunitario. Luego, me 
referiré al artículo 151, explicaré cómo ha sido la negociación con el sindicato docente y brindaré nuestra 
concepción al respecto. 


SEÑOR LIBEROFF.- En lo relativo al turismo, cabe mencionar que en 2005 Uruguay recibía 
alrededor de 2:100.000 turistas al año y recaudaba aproximadamente US$ 540:000.000. En 2011 
cerramos la temporada con 3:000.000 de turistas, por primera vez, y US$ 2.100:000.000 de ingreso, 
más lo que se recibe por cruceros y por la frontera seca, que no está contabilizado todavía. 


Esa labor se ha llevado a cabo con ciento noventa o doscientos funcionarios. Si cualquier empresa con los 
mismos funcionarios tiene esos resultados, hay que preguntarse por la necesidad de desarrollarla para seguir 
incrementando el trabajo, máxime teniendo en cuenta que en este período hubo un conjunto de variaciones 
sustanciales en la motivación de viajes en la estructura del funcionamiento del sistema turístico internacional 
y también en nuestro país. Entonces, nos planteamos la necesidad de crecer. Por eso surgen determinados 
criterios de trabajo, particularmente en lo relativo a la planificación. 


Por ejemplo, cuando ingresamos, el 1” de marzo de 2005, el Ministerio de Turismo y Deporte tenía un 
conjunto de profesionales de diferentes actividades liberales en el área de planificación y solamente un 
funcionario que había estudiado turismo. A su vez, tenía pocos recursos humanos que manejaran idiomas. 
Prácticamente con ese mismo personal llegamos al año 2011 con los resultados que ya expresamos. Por lo 
tanto, como país, a la hora de pensar en el futuro, es necesario lograr que recursos calificados en la 
planificación se unan a aquellos profesionales que se fueron capacitando en este período -que constituyen la 
base sobre la que se ha trabajado-, para efectivamente poder procesar cambios sustanciales. Eso tiene que ver, 
entre otras cosas, con las nuevas modalidades del turismo. Me refiero, por ejemplo, al turismo idiomático, al 
del sector LGBT -"Lesbian, gay, bisexual and transgender"-, al del espacio en los medios rurales, en la 
naturaleza e, inclusive, al del segmento de reuniones que para la desestacionalización son fundamentales y 
que hoy entendemos como una prioridad a desarrollar. 


Por otro lado, en 2005, tener una página web actualizada era importante, y para el Ministerio significó recibir 
algún premio por el diseño de su propia página. El diseño lo hizo un pasante que finalizó su trabajo y su 
puesto no pudo ser cubierto. Hoy no solo las nuevas tecnologías son absolutamente determinantes para el 
trabajo en el turismo, sino que a nivel internacional constituyen uno de los sectores que más se han abordado 


para el trabajo en general. Hasta ahora, el Ministerio ha venido cubriendo esa área -en las imágenes que luego 
se proyectarán podrán advertirlo-, pero nos resulta fundamental profundizar en este aspecto, y sin 
especialización no puede hacerse. 


El Gobierno ha venido realizando un trabajo institucional con los Gabinetes sectoriales. En particular; este 
Ministerio viene participando del Gabinete Productivo y del Social y trabajando en las diferentes áreas en las 
que, inclusive, hay presencia internacional. Es necesario determinado grado de especialización y de atención 
para poder abordar interinstitucionalmente los trabajos que el Estado se plantea y que el propio Ministerio de 
Turismo y Deporte hace. 


Por otro lado, en el período que estamos abordando existió por primera vez -no registra antecedentes- un 
préstamo del Banco Interamericano de Desarrollo para el turismo. Eso ha significado el trabajo de un grupo 
de profesionales que nos permitió iniciar en este período algo absolutamente prioritario para el Ministerio: 
dar territorialización a la gestión turística. Es imposible que se pueda pensar en la gestión del turismo en 
Uruguay solo desde Montevideo. Más allá de la coordinación que hemos tenido con las Intendencias -que por 
suerte es extremadamente satisfactoria, como le consta a los señores Diputados-, en función de los estudios 
del desarrollo del Plan Director de Turismo Náutico-Fluvial de Uruguay y de lo relativo al área de la frontera 
-que representa una oportunidad enorme para el país-, es necesario generar condiciones para avanzar en ese 
terreno. 


Asimismo, creemos que los temas de accesibilidad o de diseño universal que materializan el derecho al 
turismo como un derecho humano más, implican determinados niveles de especialización. 


En función de todo esto hemos llegado a la conclusión de que los cargos que están planteados en el proyecto 
son ajustados. En una primera instancia se trata de ir abordando de forma responsable el crecimiento del 
Ministerio; apuntamos a esto en la medida en que queremos seguir creciendo con un desarrollo sustentable en 
materia de turismo. 


SEÑOR IRURUETA.- Con relación al artículo 149 y respecto a la duda que existía sobre el dinero que 
se está solicitando quiero aclara que es para hacer una transposición de rubros que nos permita 
extender la carga horaria de unos cincuenta funcionarios que, en virtud de la Ley de Presupuesto, 
fueron habilitados a pasar a ocho horas. En el período pasado, de cara a la Ley de Presupuesto actual, 
hicimos una investigación acerca de la necesidad de personal que teníamos en aquel momento y la que 
íbamos a generar con la construcción de nuevas infraestructuras y con la adaptación de la existente. 
Eso reveló una carencia de 202 funcionarios, fundamentalmente de servicio y también algunos 
administrativos. Esa cantidad de funcionarios nos permitiría cubrir las necesidades que tenemos en el 
territorio nacional, tanto en las 115 plazas de deporte como en algunos centros deportivos. Son unos 
120 centros en todo el país que requieren una mejor atención, porque el desarrollo de nuevos 
programas y la intención de llegar a mayor cantidad de población necesariamente implica una nueva y 
correcta atención. 


La Ley de Presupuesto nos habilitó una partida especial, no para la contratación directa de funcionarios, sino 
para conveniar con Intendencias, ONG y otros organismos privados, a efectos de atender estas necesidades. 
Esto se ha venido haciendo, pero debemos decir que los convenios han resultado muy trabajosos, porque no 
en todo el país es fácil hacer acuerdos con organizaciones que puedan atender necesidades en los lugares en 
los que están planteadas. Por ejemplo, no todas las plazas de deportes tienen centralidad; en total, las de las 
diecinueve capitales departamentales suman 115 plazas, pero el resto está diseminado en todo el país y 
muchos lugares están alejados de los centros más poblados. Es decir que si hablamos de los funcionarios 
docentes hay dificultades para atenderlas, y más aún con respecto a los no docentes, cuyo salario es 
sensiblemente inferior. 


Como producto de los convenios que se han realizado con las distintas ONG, hoy ya están contratadas unas 
ciento cincuenta personas: esta es una carencia que teníamos desde 2009. Adviértase que en este período se 
van a precisar cincuenta personas más, porque estamos cerrando y climatizando piscinas y construyendo 
gimnasios, es decir que adaptamos la infraestructura que tenemos a las nuevas necesidades del desarrollo 
deportivo. Por lo tanto, vamos a necesitar mayor cantidad de personas. 


La solicitud que hacemos en esta Rendición de Cuentas tiene que ver con que tenemos alrededor de cincuenta 
funcionarios presupuestados de la Unidad 002, Dirección Nacional de Deporte, que estarían en condiciones 
de pedir su pasaje de seis a ocho horas de trabajo. Entonces, estamos solicitando que se nos permita utilizar 
parte del crédito que se nos dio para la contratación de doscientas personas a través de convenios para la 
extensión horaria de esos funcionarios: una vez que pasen a tener ocho horas, estaremos solucionando parte 
del problema al que estamos haciendo referencia. 


SEÑORA MINISTRA DE TURISMO Y DEPORTE.- En lo que tiene que ver con el artículo 151, 
sabemos de la presencia del sindicato docente en este ámbito y de la preocupación de los señores 
Diputados. 


Para nosotros fue sorpresivo el cese de la negociación, porque veníamos conversando con el sindicato 
docente y, sin ningún tipo de advertencia, se presentó ante la Dinatra. Entonces dimos por terminada la 
negociación, en la medida en que se buscó otro escenario. De todas maneras, volvemos a reafirmar que, 
como siempre, estamos abiertos a conversar. 


Aquí hay una situación de larga data que tiene que ver con una norma que no habla de sesenta días de 
licencia, sino de "hasta" sesenta días de licencia, es decir que uno podía utilizar veinte, treinta, cuarenta, 
cincuenta o sesenta días. Como muchas veces pasa en el Estado, en algunas épocas -esto fue manifestado por 
ellos mismos-, ante la imposibilidad de aumentar salarios, en momentos de dificultades en el Uruguay, se 
compensaba a los trabajadores de esta manera. Entonces, quedó como una norma estatuida, pero no porque el 
decreto así lo determine. 


Esa licencia de sesenta días se contabilizaba de lunes a viernes. Hasta el día de hoy, se calculaba por cinco 
días de trabajo a la semana, cuando la mayoría de los docentes trabajan de lunes a sábado; inclusive, así lo 
dice el contrato. Es más, de los 446 docentes, 193 trabajan de lunes a sábado. Hay 92 docentes con más de 
tres horas, pero los que hacen docencia directa son 53; el resto realiza tareas de inspección, de supervisión y 
de dirección de plazas, no de docencia directa. 


¿Y qué es lo que está pasando? Se ha producido un importante crecimiento de la infraestructura. El techado 
de una pileta de natación significa multiplicar por seis o por siete la atención que requieren los vecinos del 
barrio, de la localidad o del pueblo. Eso ha sucedido en Rivera, donde acabamos de inaugurar una pileta 
realmente fantástica; también ha pasado en Paysandú y va a pasar en Treinta y Tres. Es más: está 
aconteciendo ahora en la Plaza N* 12 y en el Cerrito de la Victoria, donde acabamos de inaugurar gimnasios 
de última generación, que son multietarios: los usan desde los niños más chicos hasta los adultos mayores; 
aquí el requerimiento de docentes es muy importante. 


Los argumentos del sindicato docente tienen que ver con que los maestros y los profesores no trabajan en el 
verano y con que tienen cerca de sesenta días de licencia pero, en realidad no es así, porque formalmente 
están a disposición del organismo. Lo que sucede es que no se los convoca porque los niños no van a la 
escuela en el verano, pero si el profesor de secundaria tiene que tomar un examen, debe presentarse aunque 
esté en medio de su licencia. 


Nosotros estamos diciendo qué es lo que pasa hoy en la sociedad uruguaya: en verano, la Dirección Nacional 
de Deporte no para: por el contrario, se abren cuarenta piletas públicas y hay diez cursos de agua donde 
enseñamos a nadar y atendemos a un conjunto de niños que son, justamente, de los más necesitados. 
Obviamente, ello requiere la presencia de docentes. Y cuando hicimos el cálculo para ver qué nos pasaba con 
esta modalidad de licencia, vimos que los perdemos durante tres meses al año. Estos docentes, por tomarse 
esta licencia especial, no trabajan durante tres meses al año, cuando el organismo está requiriendo cada vez 
mayor respuesta. Y hay un agravante: la universalización de la educación física ha hecho que no haya 
profesores de esta materia. En este sentido hay un trabajo para hacer con la Universidad —lo digo a los 
Diputados—: necesitamos un ISEF más dinámico; esto lo he manifestado en todos los lugares en donde me 
han podido escuchar. Efectivamente, se trata de una actividad que tiene desocupación cero en nuestro país, 
creo que para orgullo de los uruguayos, porque pudimos acercar la educación física a los niños; antes solo el 
33% accedía a ella. El 100% de los colegios privados tenía esta actividad, pero el 70% de los chiquilines más 
humildes de las escuelas públicas no tenían esta cobertura. Hoy la cobertura alcanza al 100%. 


O sea que nuestro objetivo tiene que ver con una demanda verdadera. No es ninguna maldad contra estos 
trabajadores a los que, por otra parte, respetamos muchísimo porque cumplen con una función muy 
importante. Pero la responsabilidad institucional nos ha hecho pensar que hoy realmente necesitamos de la 
tarea de esos docentes, que no cobran salario vacacional, como todos los funcionarios públicos. Por lo tanto, 
no comprendo que se diga que hay pérdida de salario: estamos hablando de la pérdida de un beneficio que 
pueden haber tenido hasta ahora. 


Entonces, como la nueva infraestructura ha crecido —ojalá tengamos tiempo para rendir cuentas de lo que 
hicimos en 2011— y va a seguir creciendo sustancialmente en el área metropolitana y en el conjunto del país, 
tanto en piletas cerradas como en nuevos gimnasios, si soy responsable, debo estar preparada y decirles que 
hoy necesito de ese recurso humano formado. No tengo otro y no puedo dejar de responder a los 
requerimientos de una sociedad que, por suerte, va tomando conciencia de la importancia de la educación 
física y del deporte. 


SEÑOR GLOODTDOFSKY.- Simplemente quisiera hacer un comentario; agradezco el dato que ha 
dado la Ministra. ¿Efectivamente tenemos desocupación cero? ¿Tenemos ocupación completa para 
todos los docentes de educación física? ¿Es así o hay una enorme demanda y es difícil conseguir 
profesores? Le formulo esta pregunta -y le reclamo rigurosidad en la respuesta- porque actualmente 
hay un proyecto a estudio de la Junta Departamental de Montevideo según el cual se va a requerir la 
presencia y firma de un profesor de educación física en todos los gimnasios de la capital. Imagino, 
entonces, que ahora le va a surgir al Ministerio una competencia bastante fuerte para cubrir esos 
cargos. ¿Hay alguna posibilidad alternativa ante esto? Yo descarto que, de acuerdo con la información 
que nos da la Ministra, al Ministerio le va a costar mucho trabajo conseguir profesores, con los sueldos 
que se están marcando. 


Muchas gracias. 


SEÑORA MINISTRA DE TURISMO Y DEPORTE.- Conocemos la situación que plantea el señor Diputado 
Gloodtdofsky y podemos decir que está a estudio. Lo que se piensa requirir -como se hace en otras 
actividades- es una firma, un aval de un profesional, que en otros ámbitos puede ser un arquitecto o un 
químico farmacéutico, es decir, alguien que no necesariamente tiene que estar las ocho horas pero, por su 
formación, puede avalar con su firma. Si no he entendido mal, eso es lo que está a estudio en la Junta 
Departamental de Montevideo. 


Con mucha rigurosidad -como lo hacemos siempre y como el señor Diputado nos reclama— queremos decir 
que hay desocupación cero en la educación física de este país porque, efectivamente, es el único ámbito de la 
Universidad de la República -a la Udelar no le gusta que yo diga esto, pero lo voy a repetir aquí- en que hay 
examen de ingreso. Insisto: en el único lugar donde hay examen de ingreso es en el Instituto Superior de 
Educación Física. 


Creo que esto es algo que se debe revisar; las necesidades del Uruguay obligan a ello porque tenemos mucho 
más demanda de la que podemos absorber. La otra parte la está absorbiendo la educación privada, 
especialmente la institución más emblemática que hoy tiene autorización universitaria, que es la Asociación 
Cristiana de Jóvenes, de donde salen también muy buenos profesionales. De todos modos, existe la limitante 
de que no todos los uruguayos pueden pagar una cuota en una universidad privada. Entonces, creo que es 
algo en lo que el Parlamento y nosotros deberíamos seguir trabajando en forma conjunta, porque es una 
necesidad del país a la que el sistema educativo va a tener que dar alguna respuesta. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La señora Ministra no pierde el hábito de legisladora y está buscando aliados 
en este Cuerpo. 


(Diálogos) 


SEÑOR GANDINL.- En primer lugar, saludo a la delegación y pido disculpas porque no pude estar 
durante toda su exposición. 


Quisiera hacer un par de preguntas que no tienen que ver con el articulado, pero que sí están referidas a temas 
del Ministerio de Turismo y Deporte. La primera está relacionada con la ley sobre promoción del deporte que 
votamos en la Comisión de Hacienda. Hace ya un buen tiempo que trabajamos en esto; la norma supone un 
componente importante en materia de renuncia fiscal para promover la tarea de las federaciones y de algunas 
divisiones formativas de ciertas disciplinas deportivas pero, según la información que tenemos, no ha sido 
reglamentada todavía y hay cierta ansiedad de parte de las instituciones por saber cuándo va a concretarse, 
para poder planificar su trabajo. 


En segundo término, quería hacer referencia a uno de los planteos que realizó en este ámbito la Federación 
Uruguaya de Magisterio con relación a un convenio que habría firmado ANEP con el Ministerio de Turismo 
y Deporte, referido al pase de doce cargos de inspectores y otros jefes de servicio a la educación física en 
Primaria. Reitero que, aparentemente, se trata de un convenio que se habría firmado en 2009 y que no se 
habría podido instrumentar, no sabemos si por cuestiones formales, legales o presupuestales. Al parecer es de 
sumo interés para Primaria disponer de esos cargos, a efectos de aplicarlos en alguna institución educativa. 


SEÑOR ABDALA.- Deseo formular una pregunta de carácter general que insinué en mi intervención 
anterior y, en función de que la señora Ministra lleva pocas semanas en el ejercicio del cargo, creo que 
es pertinente. Se trata de un asunto que hemos hablado con el ex Ministro Lescano inclusive en las 
instancias presupuestales y que se vincula con un trabajo que a esta altura ya es de larga data en el 
Ministerio: la elaboración de sendas leyes marco de deporte y de turismo. Por supuesto que la 
pregunta es vastísima pero, en todo caso, quiero concentrarme en el aspecto procesal, a ver si nos 
podemos situar en cuanto a las perspectivas de que efectivamente este año -como se anunció en su 
momento- lleguen al Parlamento sendos proyectos de carácter general con relación a las dos grandes 
competencias que tiene a su cargo esta Cartera. Queremos saber si se sigue trabajando en esa dirección 
y, en ese caso, qué tiempos están vigentes y qué perspectivas tenemos. 


SEÑORA MINISTRA DE TURISMO Y DEPORTE.- Nosotros íbamos a ingresar ahora en la 


información de la Rendición de Cuentas del año 2011, que tiene que ver con esas cuestiones, pero 
igualmente podemos responder ahora. 


Trabajamos mucho en la ley de promoción del deporte, que creemos que es una herramienta muy importante 

y cuya reglamentación está a punto de culminar. Hemos sido muy rigurosos porque no queremos vivir lo que 

hemos pasado a veces por falta de rigurosidad en la reglamentación. No queremos que en el momento en que 
haya que tomar decisiones se empiece a hablar de nuevo de dos bibliotecas, etcétera. Hemos mirado cada una 
de las dificultades que podían plantear los organismos que se crean y las condiciones para declarar de interés 

la promoción de algunos proyectos. 


Les puedo decir que faltaba un paso con el Ministerio de Economía y Finanzas que se acaba de culminar este 
lunes. No creo que demore más de quince o veinte días que la reglamentación esté pronta y se pueda empezar 
a aplicarla. Como el señor Diputado, considero que va a ser una herramienta muy importante. Ojalá sea cierto 
su anuncio de que hay mucha gente interesada en sumarse a ser mecenas o sponsor y tener esas 
exoneraciones tributarias que el Estado piensa otorgar 


Les repito que en muy pocos días va a estar terminada la reglamentación. Con el profesor Goyenola hemos 
trabajado muy seriamente al respecto, pero también teníamos que articular con otros Ministerios. 


Por otro lado, conocemos perfectamente el planteo de la Federación Uruguaya de Magisterio; el convenio es 
de 2008. 


En 2005 heredamos un enorme conflicto por un concurso mal hecho; disculpen la expresión, que sé que a 
veces no gusta, pero es la verdad. Se trató de un concurso de inspectores que tuvo muchos vicios y que fue 
objetado por la mayoría de los concursantes. Ese concurso tuvo un derrotero por el Estado hasta que, 
finalmente, después de un buen tiempo, el Tribunal de lo Contencioso Administrativo dio la razón a los que 
decían que había que hacerlo de nuevo. Nosotros teníamos ese convencimiento, pero como se había 
presentado un recurso ante el Tribunal de los Contencioso Administrativo nos pareció que sería bueno esperar 
el resultado y actuar en consonancia. 


Hoy tenemos el resultado y estamos terminando de armar el concurso. Al hacerlo nuevamente se van a mover 
otros cargos. Yo no podía pasar gente a Magisterio sin saber qué era lo que iba a ocurrir, porque todavía 
teníamos una nebulosa sobre ese concurso. 


El mes que viene se realizará el llamado; ya están culminados casi todos los pasos. Hemos trabajado 
fuertemente y a partir de que volvamos a llenar esos cargos de inspectores con un concurso como se debe 
hacer nos empezarán a quedar cargos libres más abajo, que podremos ir ocupando. Entonces podremos pasar 
con certeza cargos a Primaria. Si no hubiéramos procedido así hubiéramos creado un lío más grande del que 
heredamos en 2005. 


Por último, lo que plantea el señor Diputado Abdala está dentro del informe de gestión del año 2011. 
Venimos trabajando sobre la ley de turismo y sobre la de deporte, pero si les parece empezamos a relatar un 
poco qué es lo que hemos hecho en 2011, a efectos de poder intercambiar. 


En la Unidad Ejecutora 02 trabajamos en varios programas. Uno es el de deporte comunitario, que trata de 
desarrollar políticas transversales, de promoción, de difusión y de monitoreo de la actividad física. En ese 
marco, incorporamos por primera vez en la Dirección Nacional de Deporte algo que fue realmente fantástico: 
los Primeros Juegos Nacionales de la Juventud, que tuvieron muy poca repercusión pública. Realmente, no 
pudimos promocionar más esta buena noticia. Reunimos a dos mil jóvenes de todos los rincones del país en 
la Rural del Prado. Ya habían competido cien mil, en más de dieciséis disciplinas, a lo largo y ancho del país, 
para ver quiénes venían a Montevideo. Nosotros los tenemos estatuidos en la Ley de Presupuesto Nacional. 
Lo fundamental es que, por primera vez en la historia, jóvenes de ambos sexos, representantes de los 
diecinueve departamentos del país, participaron en un evento deportivo de este tipo, compitiendo en dieciséis 
disciplinas diferentes. 


Para esa instancia, la Dinade conformó una comisión organizadora que nuestros docentes integraron junto a 
representantes del Instituto Nacional de la Juventud, a todos los Secretarios de Deporte de las Intendencias 
del país -que cumplieron una tarea estupenda- y a delegados de la Confederación Uruguaya de Deportes. Con 
esta actividad pasaron a ser parte del Plan Nacional de Juventudes. Casi 2.000 jóvenes de entre 15 y 19 años 
se dieron cita en Montevideo. La alegría, el respeto y la confraternidad con que se realizaron estos juegos 
fueron realmente fantásticos y siendo una herramienta muy buena de integración de los jóvenes de todo el 
país nos llevaron a plantear que se realicen anualmente, aunque estaban pensados para hacerse cada dos años. 


Otro programa se llama "Promover" y se desarrolla junto con el Ministerio de Salud Pública. Su cometido es 
promocionar la actividad física y hábitos saludables en la población para combatir los altos índices de 
sedentarismo. 


El programa Avas -Activa Vida Alegre y Saludable- es un proyecto de la División Docente y se está usando 
de plataforma para trabajar en la Administración Central. Estamos promoviendo la actividad física en los 
funcionarios públicos, trabajando decididamente en incorporar a las mujeres que son las más sedentarias del 
país. Se cuenta con el trabajo de la Comisión Honoraria de Lucha Contra el Cáncer y ya firmamos convenios 
y estamos haciendo algunas experiencias piloto con el Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca y con el 
Ministerio de Salud Pública. Comenzamos con un programa de pausa activa en la jornada laboral con gran 
éxito y muy buena participación de los funcionarios públicos. Con la dirección de un profesional de la 
educación física se realizan ejercicios durante quince minutos dos veces a la semana y la respuesta está 
siendo muy buena. Todavía hay mucho para hacer pero estamos muy satisfechos con la respuesta de los 
funcionarios públicos. 


Una delegación uruguaya participó de los Juegos Escolares Sudamericanos, que es el evento deportivo más 
importante de Sudamérica y este año se realizó en Bogotá, Colombia. Fueron 1.500 adolescentes de diez 
países de Sudamérica, de nueve disciplinas deportivas. Para nuestro país este torneo fue la culminación de un 
proceso anual, que en el ámbito educativo tiene como principal referente algunos programas vinculados a 
Secundaria como "Pintó Deporte", también muy poco conocido, pero con un trabajo fantástico de los 
docentes. En él participaron 120.000 jóvenes de todos el país, a lo largo y ancho de cada uno de los 
departamentos. También participaron en las finales los alumnos de UTU y de los colegios privados 
vinculados a Idep. 


Estamos haciendo un trabajo excelente con la Organización de Fútbol Infantil. Aquí rescato la tarea del 
periodista y doctor Etchandy, quien realmente ha realizado un gran aporte por su sabiduría y porque ha 


podido articular muy bien una actividad que muchas veces tenía aristas que nos preocupaban en lo educativo. 
Se ha realizado un trabajo fuerte con los padres, con los técnicos y con los chiquilines. Hoy están 
digitalizadas las 60.000 fichas médicas de los niños que practican fútbol infantil en el país. Es el 
emprendimiento social más importante vinculado al deporte en el Uruguay. Involucra 60.000 niños, 600 
clubes, 60 ligas, 2.000 partidos por fin de semana. Esto moviliza a más de 300.000 personas, lo que nos 
parece importante no solo para la Dinade sino para todo el país. En eso hubo un avance muy grande pero 
también una gran iniquidad de género. Hay 60.000 varones y 1.600 niñas. Seguimos teniendo una iniquidad 
muy grande en la práctica del deporte respecto a las niñas y las mujeres. 


SEÑOR BEROIS QUINTEROS.- ¿La participación de las Intendencias es fundamental? 


SEÑORA MINISTRA DE TURISMO Y DEPORTE.- Desde el punto de vista del deporte -y del turismo 
también-, hay una coordinación con los Directores de Deportes de todas las Intendencias. Además, las 
Intendencias están muy cerca de los clubes de baby fútbol de sus departamentos. Somos firmes 
defensores de esa coordinación que le hace bien al Uruguay. 


El Programa de Verano tiene como centro la enseñanza y la práctica de la natación. Se acompaña de una 
oferta de actividad física que se realiza en todas las plazas de deportes del país; en lo que tiene que ver con la 
natación en unos cincuenta lugares, 40 piscinas públicas a lo largo y ancho del país y 10 espejos de agua que 
se ponen en funcionamiento para enseñar a nadar y ofrecer la oportunidad de disfrutar en el agua. Participan 
en ese Programa de Verano más de 35.000 niños de todo el país. Este año esperamos resolver mejor 
administrativamente lo relacionado con los contratos de los Profesores porque el año pasado tuvimos algunas 
dificultades. 


Uruguay a toda Costa es un programa más conocido y une las actividades deportivas de la playa con 
actividades artísticas y culturales durante el verano, fundamentalmente, en la franja costera sur del país, 
involucrando a las Intendencias departamentales -dejamos un espacio para que los artistas locales tengan la 
posibilidad de actuar— y a las Federaciones deportivas, contando con el apoyo de empresas públicas y 
privadas. Participan como deportes el fútbol, el voley, el handball y el rugby -femenino y masculino— tanto a 
nivel nacional como internacional. A esos efectos se han montado escenarios en las playas, especialmente en 
la costa montevideana, pero también en Atlántida y en bocas de Cufré. 


(Ocupa la Presidencia el señor Representante Berois Quinteros) 


Como Ministerio de Turismo y a solicitud del Presidente de la República, estamos trabajando en la Comisión 
de jóvenes en red, para atender los jóvenes que no estudian ni trabajan. Esta Comisión se reúne 
semanalmente para presentar un plan de atención para este perfil de jóvenes. También participan los 
Ministerios de Educación y Cultura y de Trabajo y Seguridad Social, el Inau y el INJU. 


También participamos fuertemente en el Conglomerado de Turismo de Montevideo en la parte de deporte, 
que está siendo atendida especialmente. Incorporamos el deporte que tiene muchas aristas vinculadas al 
turismo. Como Dinade participamos en la finalidad de vincular al voluntariado con los jóvenes a través del 
deporte. Este Día Nacional del Voluntariado se festejó en las plazas de deportes y fue una experiencia poco 
visualizada por la sociedad pero muy interesante, con muchos jóvenes haciendo actividades en las plazas de 
deportes. 


Iniciamos algo que para nosotros es muy importante: la ejecución del Proyecto BID que se llama Modelo de 
Gestión Comunitaria de los Espacios Deportivos. Es una cooperación técnica no reembolsable del Gobierno 
de Japón que denominamos Plan Nacional Integrado de Deporte. Este proyecto pretende elaborar un plan 
estratégico para el sistema deportivo nacional con amplia participación de los actores públicos y privados y 
conformar finalmente una política de Estado en la materia. Prevemos orientar al sistema en todas su 
dimensiones: en la institucional -pública y privada—, en la normativa, en el modelo de gestión y en sus 
diferentes componentes: el comunitario, el de la competencia, el educativo, en la formación de recursos 
humanos. Se trata de un sistema de información y evaluación para desarrollar acciones para la inclusión en el 
deporte de la mujer y de los jóvenes como objetivos prioritarios. Cuando tengamos la presentación completa 
-en estos días—, sería bueno traerla a alguna de las Comisiones parlamentarias, porque va a ser muy 
interesante. 


En cuanto a la atención a las plazas de deportes, tal como fue aprobado en la Ley de Presupuesto Nacional, se 
realizaron convenios con diferentes organizaciones de la sociedad civil para garantizar lo que decía el 
profesor Irurueta, es decir, la cobertura de los servicios en todas ellas. En las plazas de muchas zonas del país 
faltaba mantenimiento o había problemas con la limpieza o con otras cuestiones que tienen que ver con los 
servicios. 


Junto con el Ministerio del Interior y en el marco de un trabajo de coordinación interministerial llegamos a un 
acuerdo para colocar en las plazas de deporte algunas garitas de vigilancia para instalar la Policía 
Comunitaria. 


Nuestras plazas tienen comisiones de fomento muy fuertes, que quieren mucho estos lugares. Conversamos 
con los integrantes de estas comisiones y encontramos unanimidad en cuanto a que el lugar ideal en un barrio 
para instalar la garita del Policía Comunitario era la plaza de deportes. Ofrecimos al Ministerio del Interior 
hacer estas garitas y la propuesta fue aceptada. En esto trabajó mucho el arquitecto Daners. Ya instalamos la 
primera garita en la Plaza N* 4, del Cerrito de la Victoria, en la Plaza N* 6, en La Teja, y en la Plaza N* 12, de 
Brazo Oriental. Seguiremos extendiendo esta propuesta al resto de las plazas de Montevideo y de Canelones 
y, luego, evaluaremos. Creo que puede ser una muy buena experiencia. 


Un equipo de docentes del Ministerio ha trabajado durante todo este año en apoyo al Plan Juntos, aportando 
la experiencia de trabajo comunitario en algunas zonas de contexto crítico, en las que la recreación, la 
actividad física y el deporte son herramientas y representan un concepto más abierto de integración. 


Con respecto a las obras de infraestructura, en el año 2011 el Ministerio de Turismo y Deporte pudo concretar 
las siguientes. Se hizo un plan de recapado de las canchas exteriores en todo el país, ejecutado a través del 
Ministerio de Transporte y Obras Públicas. Trabajamos en plazas de Artigas, en Bella Unión, Baltasar Brum 
y Tomás Gomensoro y en las de Salto, en Salto capital, Belén y Constitución. En todos los casos se intervino 
en los pabellones, en los vestuarios, en las salas de profesores y se adecuaron los servicios higiénicos para 
que fueran de accesibilidad universal. Tienen que saber que nuestra infraestructura es muy adversa a la 
discapacidad; realmente, sobre ese aspecto hay que seguir trabajando, no solo en el discurso. 


Llevamos a cabo el cerramiento y climatizado de piscinas con dineros propios en el Complejo Deportivo 
Ituzaingó, que quedó terminado el año pasado, e hicimos ampliación de pabellones y vestuarios en distintos 
lugares. En Paysandú hicimos un vestuario específico para la piscina climatizada, con accesibilidad universal. 
Asimismo, hicimos vestuarios de uso específico para la piscina, también con accesibilidad universal, en Bella 
Unión, y concretamos la ampliación de pabellones y vestuarios en el Complejo Deportivo Ituzaingó. Hicimos 
multicanchas en Paysandú y en Ciudad del Plata. También acondicionamos las instalaciones en las plazas de 
La Paz, de Sauce, en las Plazas N* 8, N* 4 y N* 2, en la plaza de Rivera, en la de Nueva Helvecia y en la de 
Ciudad del Plata. Hicimos un gimnasio con parqué en la Plaza N* 4, con adecuación de vestuarios, que ya 
está terminado; su inauguración realmente fue una fiesta en el Cerrito de la Victoria. Es una plaza muy 
querida por la gente, muy rodeada de instituciones culturales. 


Por otra parte, terminamos el gimnasio de la Plaza N* 12, con una cancha de cuarenta por veinte, que sirve 
para handbol, futsal, basquetbol y voleibol. También terminamos el Complejo Deportivo Ituzaingó. Hicimos 
también la multicancha exterior de la Plaza N* 6, de La Teja; estas obras están a punto de terminarse en los 
próximos meses de 2012. 


Empezamos a trabajar en el concepto de plaza del siglo XXI, del que nos habrán escuchado hablar en más de 
una oportunidad. Ahora también se incorporan a esa mirada los espacios de convivencia que están dentro de 
las quince medidas. Ya empezamos a trabajar en la Plaza N* 11, del Cerro; estas obras comenzaron 
recientemente, en marzo de 2012 y terminarán en febrero del año próximo. En este mes de julio comenzarán 
las obras en la Plaza N* 7, de Belvedere, apuntando a ese nuevo concepto de plaza que nosotros llamamos del 
siglo XXI. 


Tenemos la firme voluntad de comprar y acondicionar una nueva sede para la Dinade. No sé si los señores 
Diputados conocen la actual sede de la Dirección Nacional de Deporte, ubicada en Soriano 880. Desde mi 
punto de vista, ese lugar no es apto para que los trabajadores de la Dinade desarrollen su tarea. El Sodre tiene 
interés en este edificio, para los cuerpos de ballet. Para nosotros, el traslado de oficinas a una nueva sede, que 
ya tenemos visualizada, es una cuestión central. En ese sentido, pedimos apoyo para poder contar con un 
nuevo lugar físico que permita dar relieve a esta tarea, que muchas veces aparece como postergada. 


En los próximos días se abrirá una licitación de "kits" de equipos de gimnasia autónomos. Acabamos de 
instalar estos "kits" en las ciudades de Rocha, Artigas, Mercedes y Treinta y Tres, pero el llamado es para las 
ochenta y nueve Alcaldías del país. Se trata de un conjunto de diez aparatos que se instalarán donde los 
Alcaldes y sus Concejales decidan. 


En cuanto a las obras financiadas por transferencia o dependendiendo de la contraparte, llevamos a cabo el 
cerramiento y la climatización de piscinas, con transferencias hechas a las Intendencias respectivas. Estamos 
ajustando detalles de proyectos ejecutivos para realizar llamados a mediados de 2011 tanto en Treinta y Tres 
como en Fray Bentos. En ambos lugares se procederá al cerramiento y climatización de piscinas. Discutimos 
un poco la ubicación y finalmente nos pusimos de acuerdo con las Intendencias: habrá piletas techadas en 
Treinta y Tres y en Fray Bentos, y obras integrales en la plaza de Joaquín Suárez, que ya están iniciadas. 


En vías de concreción está el recapado de la Pista Oficial de Atletismo; en el día de hoy estamos inaugurando 
un espacio en esa pista. También se está trabajando en el Master Plan del Parque Roosevelt. Para nosotros es 
realmente muy importante que Uruguay tenga un centro de alto rendimiento. No compartimos el debate de 
oponer el deporte comunitario al deporte de alto rendimiento. Pensamos que los deportistas de alto 
rendimiento son una muy buena imagen para nuestros chiquilines y jóvenes, pero si Uruguay quiere pensar 
realmente en serio en el deporte, ello no se sostiene sin un centro de alto rendimiento como tienen todos los 
países del mundo. Esto requeriría alrededor de US$ 20:000.000. Creo que es una inversión necesaria. 
Estamos trabajando fuertemente e incorporamos por lo menos el debate en torno a que el Master Plan del 
Parque Roosevelt pudiera contener ese centro de alto rendimiento. 


Si bien lo que vamos a hacer en el año 2012 no es el objetivo de esta convocatoria, como ustedes saben, con 
el importante aporte de US$ 250.000 por parte del capitán de la selección uruguaya de fútbol, Diego Lugano, 
y el resto de los recursos a cargo del Ministerio, se podrá cerrar la pileta de Canelones. Asimismo, con 
recursos propios vamos a cerrar la pileta de Las Piedras y de Pando. Como lo dije en su momento y lo reitero 
ahora, el área metropolitana va a quedar con una infraestructura deportiva que cambiará la calidad de vida de 
la gente de este departamento. 


En cuanto al deporte de competencia, el Ministerio de Turismo y Deporte y el Comité Olímpico Uruguayo - 
estamos a unas horas de participar en las Olimpíadas- han venido trabajando, aunando esfuerzos, en procura 
de atender el deporte de alto rendimiento. La Fundación "Deporte Uruguay" fue una buena idea planteada por 
el actual señor Diputado Trobo, en su pasaje por el Ministerio de Deporte y Juventud, y hoy la concretamos. 
Hemos podido desarrollar un plan de acción conjunto con el Comité Olímpico. Hemos trabajado con las 
selecciones nacionales, con las individualidades y con los equipos de las distintas federaciones procurando 
disponer del máximo posible de recursos para el trabajo, tanto en lo nacional como en lo internacional. La 
Fundación se está reuniendo regularmente, está planificando, organizando y resolviendo temas. Estamos 
tratando de dejar instalado un sistema de trabajo a largo plazo que garantice los mejores resultados posibles. 


Debo decir que sobre estos veinticinco muchachos del judo, del atletismo y del remo que hoy van a las 
Olimpíadas -sacando al fútbol- ha habido un trabajo tanto en los Panamericanos como en Guadalajara; los 
hemos asistido con becas y empieza a haber una mirada de planificación sobre la ayuda a los deportistas de 
competencia. Participamos de los Juegos Panamericanos en Guadalajara y como fruto del trabajo realizado 
en 2011 hubo un récord de representación nacional, con ciento veinte deportistas uruguayos de 14 disciplinas. 
Para su preparación, se trabajó con un plan de entrenamiento de las distintas federaciones, con apoyo 
económico de la Fundación "Deporte Uruguay" y con alguna cooperación internacional que gestionó la 
Dinade. 


Realizamos el Sudamericano Sub 15 de fútbol, con la obtención de la sede por parte de la AUF para hacer la 
quinta edición de ese torneo. Se conformó una Comisión Organizadora integrada por la AUF, la empresa que 
obtuvo los derechos de televisación y la Dinade. Fue un acierto hacerlo en el interior del país; fue una 
experiencia interesante porque movilizó mucho los lugares donde se hizo y llevó una importante actividad 
internacional a Rivera, Fray Bentos y Trinidad. Hubo importantes apoyos económicos del Gobierno Nacional 
a través de la Dirección Nacional de Deportes. Hicimos traslados de dinero muy importantes hacia las 
Intendencias para que mejoraran sus estadios; se destinó US$ 50.000 a Fray Bentos y lo mismo a Trinidad, lo 
que permitió concretar la iluminación y mejorar el servicio. 


Hemos organizado la segunda edición de los juegos de playa, que fueron muy buenos. Concurrió una 
delegación uruguaya; se hizo en Ecuador, a través de la Fundación "Deporte Uruguay". Tanto los deportes de 


arena y de agua continúan ganando adeptos fuertemente; a nosotros mismos nos sorprende. A nivel deportivo, 
se incrementan año a año. 


Tenemos la mejora y la adecuación de los alojamientos deportivos en el Campus de Maldonado y el estadio 
de la playa de Pocitos. 


Por otra parte, con el Consejo de Educación Inicial y Primaria se continuó realizando la tarea de inspección y 
de apoyo a los más de mil profesores de educación física que atienden las escuelas públicas de todo el país, 
como parte del compromiso que habíamos asumido cuando universalizamos la educación pública. 


Integramos la Comisión de Promoción de la Educación Física, el Deporte y la Recreación en el Sistema 
Educativo. Se trata de una Comisión integrada por ANEP, UTU, Udelar, MEC, Dinade e ISEF, que se reúne 
cada quince días; viene haciendo un trabajo silencioso pero muy importante. Trabajamos en el proyecto 
"Valores en juego", que consiste en sensibilizar y capacitar a los docentes de Educación Física en relación al 
desarrollo de los valores a través del juego; participan el Consejo de Educación Primaria y la ONG "El 
Abrojo". 


Además, continuamos con el proceso de atención a los jóvenes futbolistas. Tenemos $ 35:000.000 anuales 
volcados a "Gol al futuro", que es un programa que hoy está atendiendo a las divisiones formativas de los 
clubes profesionales de la A y de la B. Se trata de tres mil quinientos muchachos que están siendo asistidos 
tanto desde el punto de vista médico y de la asistencia social como del trabajo con sus padres. Les otorgamos 
equipos deportivos, material deportivo y la merienda. Combinamos todo lo que se necesita: la buena 
alimentación, la asistencia a la salud y la educación. Es un programa que nos conmueve mucho; creemos 
mucho en él y en el día de mañana pensamos incorporar a las mujeres. Se coordina muy bien con Educación 
Secundaria y con la UTU. Hemos logrado cambios en los centros educativos o de turnos que permitan que 
nos reciban a los chiquilines que tienen que alternar sus estudios con las prácticas deportivas. 


Se comenzó a trabajar con el MTOP en obras para mejorar los lugares de entrenamiento en los distintos 
clubes. Entregamos material deportivo, equipos largos de abrigo y cortos para el verano, set de materiales y 
brindamos cursos de capacitación para los técnicos de fútbol, en el área de la salud deportiva, de la 
prevención, de la kinesiología. 


Seguimos con el Programa "Knock out a las drogas"; se han firmado nuevos convenios con academias de 
boxeo de Montevideo. 


Se continuaron realizando gestiones con relación a la presentación oficial de la candidatura conjunta de 
Argentina y Uruguay para organizar la obtención de la sede del Mundial de Fútbol 2030. El punto más alto se 
logró durante la Copa América de 2011 en Argentina y lo planteamos ante la visita del señor Presidente de la 
FIFA, Joseph Blatter, en Uruguay. Se trata de un objetivo para nosotros. Desde nuestro punto de vista, hemos 
nombrado a un gran dirigente en quien confiamos mucho, el señor Arturo del Campo -ex Presidente de 
Danubio-, como Presidente de la Comisión Pro Mundial 2030. Estamos tratando de coordinar con Argentina 
para, en forma conjunta, poder hacer un lanzamiento y un marketing que nos permita lograr ese objetivo. 


Con reuniones regulares hemos participado en la Comisión de Prevención de la Violencia en Espectáculos 
Deportivos y ahora estamos trabajando en algo que preocupa a muchos señores Diputados. Como ustedes 
saben, de acuerdo con la ley de Presupuesto Nacional, se creó un equipo de trabajo interdisciplinario e 
interinstitucional entre la Dinade y ASSE para que la Casa de Gardel -que es un lugar de verdadero trabajo de 
rehabilitación y que tiene más que ver con la salud que con nosotros, en esa mirada de ir ordenando el 
Estado- sea traspasada hacia ASSE. Ya están finalizados casi todos los trabajos preparatorios; pensamos que a 
la brevedad va a pasar al lugar donde tiene que estar. Además, participamos de forma permanente en el 
Consejo Nacional Coordinador de Políticas Sociales. 


Todo esto vinculado con el deporte. 
SEÑOR PRESIDENTE.- La Mesa da la bienvenida al señor Subsecretario, doctor Antonio Carámbula. 


SEÑOR ASTTI.- Creo que en este período -tanto en 2010 como en 2011-, podemos decir que la política 
pública de deporte dejó de ser la cenicienta de las políticas públicas. 


SEÑORA MINISTRA DE TURISMO Y DEPORTE.- Vinculado con la Unidad Ejecutora 01, que es la 
relacionada con las políticas de turismo, podemos decir que el año pasado comenzamos a trabajar 
sobre la actualización de la ley de turismo. 


(Ocupa la Presidencia el señor Representante Asti) 


———Concretamente en agosto de 2011 se inició el proceso de análisis, de evaluación y de elaboración de la 
nueva ley que continúa hasta el día de hoy; se está interactuando con los gremios, con las instituciones 
públicas y privadas y, por supuesto, con las Intendencias. 


El año pasado fue extraordinariamente bueno para la imagen del Uruguay en el turismo porque la 
Organización Mundial del Turismo nos seleccionó como un caso único en el cual, en medio de la crisis 
financiera de los años 2008 y 2009, no solo habíamos mantenido la cantidad de turistas sino que habíamos 
aumentamos el ingreso de dinero por turismo. Ellos lo llamaron "el caso Uruguay" y lo ven como un caso de 
éxito turístico en países emergentes, como nos califica la OMT. El Instituto de la Empresa de Madrid lo ha 
estudiado y ha hecho un proyecto. El "caso Uruguay" hoy se estudia en las mejores Universidades del 
mundo, como Harvard, como un modelo de lo que se podría hacer, igual, en momentos de crisis. 


Participamos en veintitrés actividades promocionales de ferias internacionales o "workshops", dos en 
Sudamérica y once en el hemisferio norte. 


El año pasado trabajamos fuertemente en la definición del fideicomiso que inició el proceso de promoción y 
de presentación internacional del Centro de Convenciones y Predio Ferial de Punta del Este. Para nosotros, 
esto significará un antes y un después en un producto que está creciendo mucho en Uruguay, como es el de 
las reuniones, congresos y seminarios. Uruguay probó la logística de una manera estupenda con la Asamblea 
del BID, y respondimos muy bien, fuimos muy bien calificados. Uruguay pudo responder, a pesar de no tener 
todavía esa infraestructura. 


Trabajamos fuertemente en el turismo interno y tenemos datos al respecto. Podemos decir que setecientos mil 
uruguayos hicieron turismo en Uruguay y que treinta mil hicieron turismo social. Aquí me detengo un minuto 
porque el año pasado iniciamos una experiencia muy interesante con los trabajadores, junto con las filiales 
del PIT-CNT en cada uno de los departamentos, con el BROU y las Intendencias. Trabajamos en el turismo 
de quinceañeras y la primera experiencia fue el año pasado, cuando viajaron las primeras setenta y dos; este 
año comenzamos con quinientas chicas, que van a tener su fiesta y su viaje. Resulta conmovedor ver cómo 
disfrutaron. Se advierte cómo el ocio y la recreación son parte de la mejora de la calidad de vida de esas 
chiquilinas. También se trabajó con la tercera edad, en acuerdo con el Banco de Previsión Social. La semana 
pasada, Paysandú recibió a ciento sesenta jubilados, quienes fueron a las termas, en un paquete organizado 
por el Ministerio de Turismo y Deporte. Estamos hablando de treinta mil personas que el año pasado hicieron 
turismo social. 


El año pasado, en la temporada de cruceros se incorporaron algunos cambios que tenían que ver con el hecho 
de que, por primera vez, pasajeros tomaban el crucero en Montevideo. Estuvieron disponibles en Montevideo 
ciento veinte cabinas. Para la próxima temporada, ya tenemos doscientas cincuenta cabinas, que se pueden 
comercializar. ¿Esto qué significa de bueno para Uruguay? Que podremos vender el precrucero y el 
poscrucero, es decir, podemos traer gente para que utilice nuestros servicios antes y después de tomar el 
crucero. 


Empezamos a trabajar fuerte y a aplicar el Plan Estratégico de Turismo en espacios rurales y en la naturaleza. 
Hemos coordinado en forma permanente con los Directores de Turismo de las diecinueve Intendencias - 
tenemos un trabajo fantástico con ellos- y continuamos coordinando acciones en todo el país. 


Establecimos un acuerdo con la Agencia Nacional de Innovación e Investigación para emprendedores, que 
llamamos "Innova Turismo", que consiste en un pequeño fondo de US$ 150.000, que ha sido muy motivador, 
y no solo para los jóvenes; a veces, cuando uno habla de innovación, cree que solo se apunta a los jóvenes, 
pero no es así. No obstante, los tres primeros ganadores fueron mujeres jóvenes, con productos nuevos, 
diferentes; uno de ellos era de un trabajo sobre hoteles dos estrellas y, otro, sobre la colocación de "lockers" 
para los turistas que deseen hacer algún tour. Vamos a profundizar en ese acuerdo con la ANII. 


Asimismo, comenzamos a aplicar, en el marco del proyecto BID, el Plan Náutico y Fluvial. Al inicio de esta 
Administración, hablamos de lo que llamamos "revolución de la oferta", porque teníamos la obligación de 
sacudirnos. Podíamos quedarnos en los éxitos, que realmente habían sido muchos, pero creímos que sería un 
riesgo y que debíamos crear nuevos productos. Se hizo una consultoría, se relevaron todos los cauces de agua 
del país, y hoy tenemos un Plan Náutico y Fluvial serio que nos permite hablar de un nuevo producto. Esa 
belleza la hemos tenido siempre, pero lo que no teníamos era el producto, y el producto turístico es más que 
el atractivo turístico: hay que darle servicios, hay que hacer una oferta y completarlo. Tenemos muchas 
expectativas. Como bien decía el señor Liberoff, hemos dado un paso más y hemos puesto personas en el 
territorio. Por primera vez, el Ministerio de Turismo y Deporte tiene un responsable que se va a ocupar de 
este proyecto en Artigas y en Rivera, otro responsable que está atendiendo Salto y Paysandú, y una 
responsable que está atendiendo Soriano y Fray Bentos. En esos lugares vamos a trabajar, saliendo del sur y 
de la costa, también desarrollando productos turísticos en el norte y en el litoral del país. 


Hemos hecho cursos de capacitación para la Policía Turística y para la Policía Caminera. Hemos apoyado 
con recursos del Ministerio de Turismo y Deporte dos maestrías que Uruguay nunca tuvo: turismo y 
archivología. Esto es algo que no se ve públicamente, pero que resulta muy importante para hablar 
seriamente de este tema. 


Asimismo, trabajamos muy fuerte en la mejora de los procesos. Hicimos una consultoría con KPMG para el 
fortalecimiento institucional de un Ministerio que ha tenido un desafío de crecimiento muy grande, pero que 
institucionalmente debe fortalecerse. Hemos pedido a la nueva Directora General de Secretaría, escribana 
Hyara Rodríguez, que con su larga experiencia en estos temas ponga un esfuerzo importante en los procesos 
dentro del Ministerio de Turismo y Deporte y, especialmente, en las unidades ejecutoras. 


Continuamos con el trabajo en "clusters", en conglomerados y asociaciones. Como los señores Diputados 
saben, esta es una actividad muy atomizada y, por lo tanto, la herramienta del conglomerado es muy 
importante. Ha sido muy exitosa en Colonia, en Maldonado, en Rocha y está siendo muy exitosa en 
Montevideo. Realmente, apoyamos mucho ese tipo de asociación. 


En el ámbito nacional, seguimos trabajando en la cuenta satélite de turismo. Tenemos que homogeneizar los 
datos a nivel regional. En ese sentido, hay un proyecto del BID. Tenemos que saber cómo recogen los datos 
los países de la región para poder utilizarlos y compararlos después. La verdad es que las cuentas nacionales 
han venido avanzando enormemente. En 2005 se tenía un atraso grande, pero se han puesto al día. Para 
nosotros, ese es un insumo muy importante. Ahora, necesitamos la colaboración del sector privado. Para 
seguir construyendo la cuenta satélite necesitamos datos que el sector privado todavía está un poco renuente a 
dar. Eso sucede cuando se pregunta sobre el nivel de ocupación, sobre la facturación, la cantidad de cubiertos 
o lo relativo a alquileres. Todavía hay mucho para hacer en este sentido, pero tenemos un muy buen vínculo 
con la Cámara Uruguaya de Turismo. 


Hemos continuado con acciones contra el abuso sexual de niñas y adolescentes en el turismo. Para nosotros 
esta es una cuestión ética de fondo. No queremos ese turismo; lo rechazamos. Hemos trabajado con el sector 
privado -hoy tenemos a una funcionaria que está encargada de este tema- y le hemos pedido que firme el 
Código Ético de la Organización Mundial del Turismo que hace referencia a estos temas, y la verdad es que 
la respuesta que hemos tenido ha sido muy buena. Ya tenemos casi trescientos cincuenta hoteles, agencias e 
inmobiliarias que públicamente han firmado este compromiso ético de no utilización ni abuso sexual de niños 
y niñas en el turismo. 


Trabajamos en la accesibilidad en Atlántida, fundamentalmente porque lo vimos como modelo para trabajar 
en esa materia, con acciones diversas. 


El año pasado aplicamos el "tax free", la devolución de impuestos al turista, que como saben los señores 
Diputados fue una herramienta buena. Se terminó la licitación, pero ya estamos renovando las bases para 
hacer un nuevo llamado internacional, que se realizará en pocos días, a efectos de llegar al verano con eso 
pronto.. 


Hemos formado recursos humanos y elaborado algunos planes de acción vinculados a temas que parecen un 
poco pesados pero que para el turismo son muy importantes, como son las políticas de población y las de 
cambio climático. En el mundo entero, el cambio climático está haciendo estragos en los productos turísticos. 


No solo desaparecen del mundo algunos lugares, producto del cambio climático, sino que hay otras 
cuestiones diversas, por lo que hemos querido poner el tema en el centro del trabajo del Ministerio. 


Hemos empezado a trabajar en las nuevas ofertas, en otros segmentos, como son el del turismo gay lésbico, 
que ha crecido mucho en el mundo, que es de un alto poder adquisitivo y que requiere un trabajo serio y 
profesional. Estamos haciendo ese trabajo y hay una muy buena respuesta de los operadores que manejan ese 
segmento. 


Estamos trabajando con Uruguay XXI, y el señor Liberoff ha hecho un trabajo muy interesante con el mundo 
equino. Ahí también Uruguay y sus caballos criollos y otros son una marca de presentación muy grande en el 
mundo. En esto también se está haciendo un trabajo muy interesante. 


Como bien decía el señor Liberoff, nos estamos ocupando del turismo idiomático. Me refiero a esos jóvenes 
que vienen a estudiar español a América Latina, que eran un producto que manejaba Buenos Aires casi en 
soledad. Ahora Uruguay tiene un conglomerado de cinco instituciones que están atendiendo este producto. 


Con la Intendencia de Treinta y Tres estamos haciendo inversiones importantes en la Quebrada de los 
Cuervos, vinculadas al senderismo y a tener una oferta en esos lugares donde a veces cuesta encontrar cuál es 
el atractivo turístico. 


Se está haciendo un trabajo muy bueno con el Sistema Nacional de Áreas Protegidas y con la Corporación 
Nacional para el Desarrollo. Hemos hecho algunas publicaciones específicas, como la cadena de valor en el 
turismo, que les recomiendo porque ahí hay datos muy importantes, como el turismo de naturaleza. 


Hemos creado un centro de información y de recursos documentales, que el Ministerio de Turismo no había 
tenido nunca. Hoy cualquier Intendencia puede acceder "on-line" a toda la documentación de la Organización 
Mundial del Turismo y a cualquier otro dato. Actualmente tenemos a una archivóloga y a una bibliotecóloga 
encargada de eso. 


Hemos venido trabajando fuertemente con el "UruguayNatural.tv", tal como lo verán en el video que trajimos 
para proyectar, que es un canal de televisión que funciona las 24 horas, vinculado al turismo, que tiene cada 
vez más aceptación y más ingreso de personas de todas partes del mundo. Por eso, en el artículo referido a los 
recursos especializados se hablaba de nuevos técnicos y de nuevas especialidades. 


También atendemos a los 65.000 seguidores de "Facebook" que tiene "Uruguay Natural", la cuenta de 
"Twitter" y todo lo que tiene que ver con las tecnologías de la comunicación. 


Hay mucho más para decir, pero creo que este es el grueso de lo que hicimos en el año 2011. Si pudiéramos, 
nos gustaría proyectar un video, porque creo que buena parte de lo que les conté se sintetiza en cómo 
hacemos las campañas y en cómo vemos al Uruguay. De esta forma, los señores Diputados podrán ver cómo 
trabajamos en Uruguay, en Argentina, en Brasil y en la extrarregión, en qué cadenas internacionales ha estado 
presente el Ministerio de Turismo y Deporte y cuál es la línea de promoción de este "Uruguay Natural". 


SEÑOR PRESIDENTE.- Creo que puedo compartir con los demás señores Diputados que será un 
gusto ver el material que han traído. 


(Se proyecta un video) 


SEÑORA MINISTRA DE TURISMO Y DEPORTE.- Me gustaría sintetizar el proyecto BID, que para 
nosotros fue muy importante. Me parece imprescindible hacerlo, porque buena parte de la ejecución 
de esa obra se cumplió en el año 2011. Uruguay había ganado por primera vez un préstamo del BID 
para mejora de la competitividad de los destinos turísticos. Eran unos US$ 6:000.000, con una 
contrapartida de US$ 1:000.000 de Uruguay, que el año pasado pudimos concretar. Una de las 
condiciones que había puesto el Ministerio de Turismo y Deporte era que quería obra física, porque 
realmente veníamos analizado un conjunto de temas y no queríamos desperdiciar recursos que no 
fueran en obra concreta, que sirviera de infraestructura turística y, entonces, inauguramos en el 
Puerto de Colonia lo que nosotros llamamos el BIT -Bienvenida, Interpretación y Turismo- que invito a 
conocer a quienes todavía no lo vieron. Cuando uno llega a Colonia, es una manera estupenda de 


conocer el Uruguay, con una tecnología fantástica, con unas imágenes muy lindas, que realmente han 
cambiado la forma de recibir a los turistas allí. 


Asimismo, pudimos terminar de concretar la recuperación del Ventorrillo de la Buena Vista, en Villa Serrana. 
Era una vergilenza que un patrimonio arquitectónico de Vilamajó y una infraestructura turística tan 
importante estuviera en las condiciones en las que estaba. El profesor López ha cumplido una tarea 
fundamental, ya que ha hecho la conducción del programa. 


Actualmente, el Ventorillo de la Buena Vista también tiene alojamiento. Ha sido tal el complemento, que toda 
Villa Serrana -lo hemos hablado con la Intendenta Adriana Peña- está cambiando su fisonomía. Esa 
infraestructura motivó que emprendedores privados empezaran a hacer la recuperación de otros lugares. 
Además, la Intendencia está haciendo una gran inversión en caminería. 


La tercera infraestructura a destacar es el Complejo Puerta del Polonio. Ese es uno de los lugares más 
visitados durante el verano y es un paisaje protegido, pero existía un desorden muy grande en la atención. 
Cabe destacar que en la obra que se construyó allí se trabajó junto a los transportistas. 

(Se continúa emitiendo el video) 


——-A continuación van a ver la campaña de este año previa a las vacaciones de julio. 


(Se emite la presentación) 


Hemos hablado de la infraestructura en Colonia, en Cabo Polonio y en el Ventorrillo de la Buena Vista. 
También hicimos obras de infraestructura en la zona municipal de Arapey, Salto -conjuntamente con la 
Intendencia-, y en las Termas de Almirón, en Paysandú. El nuevo proyecto BID es producto de la buena 
evaluación que tuvo el primer préstamo y tiene como centro el turismo náutico, del que ya hablamos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En lo personal, me pareció muy bueno el material presentado por la señora 
Ministra. 


SEÑOR BEROJIS.- Al país llegan tres millones de turistas. ¿Tienen información discriminada por país 
de origen? 


SEÑOR LIBEROFF.- El año pasado batimos por primera vez el récord histórico de argentinos que nos 
visitó -que se registró entre 1997 y 1998-, ya que tuvimos 1:800.000 turistas provenientes de Argentina. 
Asimismo, llegaron 420.000 o 430.000 brasileños. Hay que destacar que en el año 2005 eran 179.000 los 
turistas de esa nacionalidad. Los paraguayos superaron en poco los 48.000, y los chilenos fueron más 
de 50.000. Los visitantes de Europa fueron entre 140.000 y 150.000; los de Estados Unidos, cerca de 
100.000; los colombianos fueron 24.000 y los ecuatorianos entre 12.000 y 13.000. 


A su vez, en el caso de Argentina los turistas se discriminan según sean de Capital Federal, de Provincia de 
Buenos Aires o de la Mesopotamia. En el caso de Brasil los diferenciamos según provengan de San Pablo, de 
Río Grande del Sur o de Porto Alegre. 


En la página web del Ministerio se coloca anualmente toda esta información en la parte de estadística. Por 
tanto, está a disposición de los señores Diputados, si tiene algún interés en particular. Esta información -los 
valores globales- es procesada prácticamente con tres meses de posterioridad. Mensualmente, se procesa 
veinte o veinticinco días después de la fecha de cierre del mes. 


SEÑOR PRESIDENTE.- ¿Estas cifras incluyen a los cruceristas? 
SEÑOR LIBEROFF- No. 


Este año por primera vez llegaron más de 200 cruceros. Fueron 225 los cruceros que pararon en nuestro país: 
en Montevideo lo hicieron 119 y, en Punta del Este, 106. Eso representó la bajada de unos 320.000 o 330.000 
cruceristas y tripulantes. Aclaro que desde el punto de vista del gasto los evaluamos de la misma forma. 


Desde hace cuatro años hacemos la medición a través de encuestas. Podemos decir que esta temporada el 
gasto de los cruceristas y de los tripulantes representó más de US$ 20:000.000. Asimismo, se piensa que una 
vez y media es lo que consumen las naves en los puertos en su amarre y a través del pago de servicios. O sea 
que la actividad de cruceros es de aproximadamente US$ 50:000.000, más allá de todo lo que implica desde 
el punto de vista promocional. 


Quiero destacar que la frontera seca no está contabilizada. Estimamos que hay alrededor de 220.000 
brasileños que no están contabilizados porque no hacen Migración. En ese sentido, estamos procesando una 
metodología con la Organización Mundial de Turismo para poder estimar la presencia y el gasto. Una de las 
posibilidades de medida que estamos utilizando en este momento pero que no cubre todo, es la declaración de 
compras con tarjeta de crédito en los "free shop". Si se toma en cuenta que Rivera tiene alrededor de 800 
camas y que en Livramento hay aproximadamente 1.200, sin contar los excursionistas, por cada fin de 
semana -los hoteles están completos todos los fines de semana- hay alrededor de 8.000 a 10.000 camas 
ocupadas a lo largo de todo el año. Eso representa un volumen que indica que Rivera recibe más turistas que 
Colonia. Por eso el programa BID Il comprende una actuación específica en Rivera y Artigas. 


SEÑORA MINISTRA DE TURISMO Y DEPORTE.- Quiero aclarar que hay algunas cifras que 
todavía no podemos procesar porque los turistas que llegan por la frontera seca no hacen Migraciones 
y nosotros trabajamos con las cifras de ese organismo. 


Además, hay una particularidad que se dio al inicio de este año, que es bueno que los señores Diputados la 
conozcan, que es el descenso brusco de llegada de uruguayos residentes en el exterior. Nosotros los tenemos 
catalogados como una categoría porque cuando vienen en la época de las fiestas o en verano, son 
considerados turistas. Es indudable que la situación de inestabilidad y de crisis en los países europeos y 
Estados Unidos, ha generado resistencia, temor y menos posibilidad de gasto. En ese sentido, hubo un 
descenso muy importante de los casi trescientos mil uruguayos residentes en el exterior que vienen al año. Al 
principio de año vino un 40% menos, marcando la incertidumbre en las sociedades en las que están viviendo. 


SEÑOR AQUINO.- No quiero dejar pasar la oportunidad para expresar mi reconocimiento al 
Ministerio por la remodelación total de la plaza de deportes de Melo, que se inauguró hace meses, en 
un acto muy emotivo y participativo que contó con la presencia de su primer Director. Sin duda, la 
comunidad organizada a través de la Comisión de vecinos que apoya las actividades de la plaza, ha 
contribuido eficazmente a su mantenimiento y conservación. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos la presencia de los representantes del Ministerio de Turismo y 
Deporte y el tiempo que nos han dispensado. Pedimos disculpas a quienes los están esperando, pero la 
tarea parlamentaria tiene estas características. 


(Se retira de Sala la señora Ministra de Turismo y Deporte y sus asesores) 


Informo a los miembros de la Comisión que ha quedado suspendida la visita de la Presidencia de la 
República. El resto de la agenda sigue confirmada y vamos a distribuir la nómina de delegaciones que 
recibiremos mañana. 


No habiendo más asuntos, se levanta la sesión. 


(Es la hora 16 y 10) 


Tí maana dal nia da nánin a 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


